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INTRODUCCIÓN 


Las relaciones Iglesia-Estado ocupan en la actualidad un lugar relevante en el debate 
social y político de España y de Europa. La redefinición religiosa o antirreligiosa de los 
modelos constitucionales, o la discusión sobre la influencia moral que las grandes 
religiones monoteístas—especialmente el cristianismo— ejercen sobre la ciudadanía, 
tienen su parte en la controversia pública de nuestro tiempo. De un lado constatamos que 
la Iglesia católica vuelve a reclamar su espacio público cuando se pronuncia 
contundentemente en asuntos de extremada controversia moral, mientras gobiernos y 
organizaciones laicistas le limitan o deniegan el estatuto de ciudadanía. Es por ello que 
entiendo absolutamente pertinente que reflexionemos sobre un asunto de tanta y tan 
compleja vigencia. 

Secularización, laicidad y laicismo, son fenómenos que trascienden el mero ateísmo o 
agnosticismo social. Los grandes problemas metafísicos y los grandes debates morales, 
subyacen a las discusiones en torno al asunto que aquí pretendemos traer a colación. Por 
otra parte, la identidad cultural europea entra en juego cuando se habla del cristianismo, 
ante las preguntas: ¿Ha sido Europa un continente cristiano? ¿Ha dejado de serlo? ¿Qué 
modelo de hombre europeo estamos construyendo? 

En este libro, se procura abordar el problema de una manera sucinta pero, a la vez 
abarcativa, que perfile las bases de futuros estudios más amplios y detallados. 
Metodológicamente, se ha procurado seguir siempre un discurso histórico pues, el 
transcurso de los acontecimientos a través del tiempo facilita la comprensión evolutiva 
de los hechos, aparte de ser uno de los principios clasificadores más eficaces. 

La bibliografía, a la que se ha recurrido, es de índole muy variada y, casi en su 
totalidad, del género de ensayo; si bien no sólo hemos consultado títulos 
convencionalmente filosóficos, aunque sin prescindir de ellos. Los ensayos históricos, 
teológicos, y de actualidad general, están presentes en este estudio. A esto hay que 
añadir cierta bibliografía jurídica imprescindible para la comprensión normativa de los 
asuntos abordados. En gran medida hemos dejado que sean los autores mismos citados, 
los que hablen; pues, esta obra no tiene pretensiones de sostener ninguna tesis, sino de 
acercarnos a un problema. 

Se ha estructurado este libro en cinco capítulos que mantienen el hilo conductor 
evolutivo del denominado principio de laicidad y su controversia. 

El primero de ellos parte de la hipótesis de la imbricación histórica entre religión y 
poder político recorriendo, a través de sus páginas, de qué forma se ha manifestado la 
misma. Este mismo apartado tiene un segundo hilo conductor que, más que una 
hipótesis, pretende exponer como hecho contrastado el origen cristiano de Europa y su 
cultura forjadora de civilización. 

El segundo capítulo ha procurado delimitar terminológicamente el propio asunto a 
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estudiar: laico, laicidad, laicismo y secularización, como proceso cultural inmanente a 
todo lo anterior; manifiesta emancipación del saber, respecto del ámbito de lo sagrado, 
adquiere en el uso común del lenguaje, cierta equivocidad de carácter circunstancial. 
Dependiendo de quién y cuándo se use el término, éste adquiere connotaciones que van 
marcando su significado. Partiendo del método etimológico, se ha pretendido perfilar la 
significación original de los términos, problematizando en su evolución hasta nuestros 
días. 

El tercer capítulo pretende ser una aproximación histórica de la proyección política del 
principio de laicidad en la edad contemporánea. Partiendo del modelo constitucional 
norteamericano y su manifiesta aconfesionalidad, vemos cómo la legislación y las 
costumbres norteamericanas están transidas por el fenómeno religioso desde su himno 
nacional hasta la moneda. La Revolución francesa, principio histórico del pensamiento 
laicista actual, según sus propios autores, asienta las bases evolutivas del 
anticlericalismo contemporáneo. El Estatuto Civil del Clero, que pretenderá hacer de la 
Iglesia una especie de cuerpo funcionarial al servicio de la ideología revolucionaria o su 
base teórica, cual es la religión civil de Rousseau, serán objeto de estudio. La Francia 
contemporánea, con una constitución explícitamente laica, requiere de una reflexión para 
la aplicación normativa del principio de laicidad a partir de las necesidades socio- 
políticas del presente. Para ello fue elaborado en el año 2003 el Informe Stasi que 
también será objeto de consideración. 

De ahí al laicismo español, cuyos inicios ubicamos en los albores del siglo xix y cuyas 
vicisitudes abordaremos sintéticamente a lo largo del siglo xx. Especial mención 
requerirá la Constitución de la Segunda República Española, así como un análisis de la 
consideración religiosa en la Constitución de 1978, aún vigente. 

El capítulo cuarto está consagrado a la fallida Constitución Europea, cuyo preámbulo 
fue amplio objeto de debate. El reconocimiento o no del cristianismo como fuente 
espiritual de Europa será objeto de un estudio histórico pero también ideológico. En este 
capítulo valoraremos las posiciones laicistas y cristianas respecto a lo que fue el 
proyecto de un Tratado que no obtuvo unanimidad en la Unión Europea. 

Finalmente, el capítulo quinto, desarrolla un estudio acerca de las bases liberales de 
las democracias occidentales contemporáneas. Se trata de unas líneas de obligado 
cumplimiento a tenor de la importancia que, en el discurso filosófico contemporáneo, ha 
tenido el doble debate de Habermas con intelectuales destacados: el primero con John 
Rawls, acerca del las posibilidades procedimentales del contrato social en las sociedades 
contemporáneas partiendo del famoso Debate sobre el liberalismo político. El segundo 
con Joseph Ratzinger, en torno a la fundamentación moral de la praxis política, que tiene 
como base la no menos conocida Dialéctica de la secularización. 

Con ello se cierra un estudio que pretende —como ya se ha dicho— perfilar las bases 
de una futura investigación, abriendo diversas vías de estudio sin agotar ninguna de 
ellas. 


1. AMODO DE INTRODUCCIÓN HISTÓRICA 


La relación existente entre el fenómeno religioso y el poder se remonta al origen 
mismo de la historia de la humanidad. Poder y religión establecen una solución de 
continuidad desde el inicio de la civilización y, el casode Occidente, no podía ser menos. 
Sociedad y religión, lo humano y lo divino, como fundamento extrínseco de la existencia 
humana y de su ordenamiento social, vienen imbricados desde los albores del 
pensamiento. Podríamos realizar un recorrido por las diferentes civilizaciones que 
entraña la historia de la humanidad y, de una u otra forma, no hallaríamos excepciones. 

Podemos remontamos al principio de los tiempos y encontraríamos un fenómeno 
universal y recurrente del que ninguna sociedad ha escapado. La función religiosa está, 
bajo una diversidad de manifestaciones, presente en toda sociedad humana. Para Mircea 
Eliade, el origen fundacional de las sociedades está sustentado en fundamentos sagrados. 
Toda sociedad requiere remitirse a un tiempo instaurador que, si bien en la actualidad 
alude a los distintos procesos constituyentes, en otras tradiciones supone la separación 
rigurosa de los individuos del presente respecto al tiempo instaurador. Desde el punto de 
vista jurídico ello garantiza que ningún hombre pueda hablar en nombre de la norma 
porque ésta alcanza el rango de sacralidad. En palabras de Gauchet: 


Lo que da sentido a la existencia, lo que dirige nuestros gestos, lo que sostiene nuestras costumbres, no 
proviene de nosotros, sino de antes, y no de hombres como nosotros, sino de seres de otra naturaleza cuya 
diferencia y cuyo carácter sagrado consisten, sobre todo, en que fueron creadores, mientras que desde entonces 
solo ha habido seguidores; no hay nada en lo que es que no tuviera fijados su lugar y su destino en estos 
tiempos de adviento a los que ha sucedido nuestro tiempo de repetición !. 


La Antigúedad 
Grecia 


En Grecia, pilar básico de nuestro pensamiento filosófico, de nuestra historia como 
civilización occidental y de lo que tardaríamos siglos en denominar Europa, podríamos 
asumir que el paganismo2 lleva implícito una comprensión de lo sagrado3 y también de 
lo religioso que dista mucho de cualquier consideración laicista o atea. Lejos de ello, es 
digna de resaltar la inmanencia de lo religioso en el orden social pues, como señala 
Chátelet: «la religiosidad está siempre en las costumbres bajo forma de ritual, de 
prácticas cotidianas, de impregnación del comportamiento y el imaginario; en las 
ciudades griegas, autoridad política y actividad religiosa son indisociables y ello no en 
virtud de una conjunción de esos poderes separados, sino porque siempre han estado 
unidos»4, a lo que cabe hacer extensiva la inmanencia, en el orden sociopolítico, del 
estatuto de lo divinoS. 

Mundo natural, ámbito social y mundo sagrado quedan entrelazados en la 
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comprensión griega del hombre y sus relaciones de manera teórica y práctica. La polis 
griega entraña una estructura urbanística que excede la consideración puntual de la 
monumentalidad de las edificaciones. Acrópolis y ágora forman el irresoluble vértice de 
la vida de los hombres libres de Atenas. Lo sagrado y lo social vienen a configurar la 
comprensión de lo humano pues, fundamentalmente, la vida viene a desarrollarse a partir 
de una concepción antropológica sobre quién se es, por qué se es y qué se debe ser. El 
pensamiento filosófico no pretende entrar en conflicto con la cosmovisión general que 
heredan los griegos de la tradición mítica. Muy al contrario, Platón recurre con 
frecuencia al mito, como elemento didáctico y justificador de su visión del cosmos, del 
hombre y de la sociedad. Visión, por otra parte, fundante de la filosofía que, durante 
siglos, ha desarrollado Occidente y que, lejos de desechar el elemento sagrado, lo 
incorpora al pensamiento en forma cortejos celestes donde las almas libres conocen las 
Ideas junto a los dioses o, precisamente en una discusión de plena actualidad, reclama un 
modelo educativo, paideia, que sea digno de los dioses y suponga para los jóvenes un 
estimulante modelo que muestre la virtud. 

El carácter aproiórico del conocimiento es presentado simultáneamente como de 
origen divino pues, son los inmortales dioses que habitan en lo celeste, quienes gozan del 
perpetuo conocimiento de las Ideas, organizadas jerárquicamente y, en cuya cúspide, 
encontramos el Bien. Inicialmente para Platón el Bien era, como para su maestro, un 
problema ético. No obstante, el análisis de las circunstancias deontológicas que pudieran 
derivar en diversas formas de relativismo, lleva al pensador ático a investigar por la vía 
epistémica: la Verdad es una Idea extraordinariamente elevada que impele al sujeto a 
través de la atracción erótica pero que no se tiene como finalidad en sí misma. El ser está 
en el vértice de esta investigación y es precisamente quien ilumina toda realidad, toda 
Idea menor. La plenitud del ser es el Bien. El problema del Bien ha derivado así, en un 
asunto ontológico y, consecuentemente, el orden cósmico iluminará el orden natural y, 
en correlativa proyección, el orden social6. 

El conocimiento es, pues, la base del buen ordenamiento social que llevará a Platón a 
postular la conveniencia de que los filósofos dirijan la sociedad, para una mejor 
consecución de la virtud que llevará al conjunto social a la felicidad. Los elementos 
divinos de la religión pagana griega están continuamente presentes en el discurso 
platónico, sin que pueda suponer escándalo alguno para sus contemporáneos. De hecho, 
hay una elaborada teología civil en el pensamiento de Platón quien en la República 7, a 
propósito de la educación de los guardianes, insta a la eliminación de aquellas fábulas de 
carácter mítico que puedan deformar la imagen de los dioses, sugiriendo dos cuestiones: 
que la divinidad es buena y que por lo tanto no es causa del mal, sino solo del bien; y 
que la divinidad ni se transforma, ni engaña, ni miente: «la divinidad es un ser 
perfectamente simple y verdadero: verdaderas son sus palabras. Y no cambia ni engaña a 
los otros»8. 

Sociedad, educación y dioses suponen una irremediable solución de continuidad en un 
mundo en el que la acusación de impiedad le costó la vida a Sócrates. 

Tampoco el pensamiento aristotélico establece rupturas graves respecto a esa 
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comprensión global del orden del universo, del orden social y de la configuración del 
individuo concreto dentro del consecuente orden moral. La heterodoxia platónica o el 
afianzamiento de la tradición en Aristóteles suponen, una comprensión ontológica que 
viene a derivar en una visión de lo permanente de la cual dependerá la actividad práxica. 
La areté platónica y la aristotélica suponen —ambas— una comprensión antropológica 
que marca directamente el camino del perfeccionamiento social y personal, pues la 
virtud que desarrolla al individuo tiene inexcusables implicaciones morales y políticas 
que revierten en la sociedad. Por tanto, la cuestión política se convierte en uno de los 
ejes del pensamiento griego clásico. Los hombres y sus relaciones, es decir, la dimensión 
práxica de la actividad humana «constituye el punto central a partir de la cual se 
distribuyen los géneros culturales nuevos, nacidos del hecho de la polis, y se reactivan 
los antiguos». Es claramente el caso de «la religión y la religiosidad, que nunca están 
ausentes en la realidad cívica» griega9. 

Pero, curiosamente, la civilización que dio origen al pensamiento filosófico y 
científico de Europa, no era Europa. Al menos en cuanto a la noción o el proyecto que 
actualmente entendemos como Europa. Ni los griegos de la antigiedad, ni siquiera los 
del clasicismo, pensaban en una realidad sociopolítica más allá de sus fronteras 
geográficas y culturales. Ellos no ignoraban la existencia de otros pueblos y costumbres, 
sino que, en la búsqueda de su propia identidad, un griego no podía aspirar a ser otra 
cosa superior. La polis se presentaba como el microcosmos idóneo que hacía posible la 
humanización a todos los niveles. La buena ordenación, por lo tanto, es una ordenación 
política y moral siguiendo el modelo dominante por entenderse también que es el más 
civilizado, el más humano1l0. 


Roma 


Mucho más marcada es la imbricación de los fenómenos religioso y político en Roma. 
El efecto social que los dirigentes romanos ejercían sobre la población, a veces, rozaba el 
misticismo. No es cuestión de desarrollar aquí un ensayo acerca de los procesos de 
legitimación del poder político o de justificación del poder religioso. Lo cierto es que 
imperium y potestas se hallan en la fuente del ideario imperial de Roma requiriendo una 
consagración bajo la doble elección, divina y popular, donde se aconseja a los 
magistrados el ejercicio de la auctoritas de orden moral sobre la religión y la política 
como guardianes de la tradición romana (Schmidt)11. Son muchas las reminiscencias 
que encontramos en la arquitectura civil romana que avalan el carácter sagrado del 
poder, así como la supeditación de los hombres a las distintas divinidades. Altares y 
hornacinas, lares e innumerables referencias a las deidades, que están presentes en la 
vida de la ciudadanía romana y de sus mandatarios. 

Roma abarcaba toda la cuenca del Mediterráneo: desde el Oriente Medio hasta la 
Península Ibérica, incluyendo el norte de África y la Península Itálica, a las que se 
añadían Britania, Galia y la franja situada entre los ríos Rin y Danubio... La idea de 
identidad cultural aglutinada por un poder político centralizado, con un gran aparato 
administrativo, fue reforzada por la gran dotación de obras públicas que garantizaban las 
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comunicaciones y los abastecimientos básicos de agua; por el latín como lengua 
vehicular del Imperio, por la moneda como elemento primordial que facilitaba las 
transacciones económicas, por una una innegable tolerancia religiosa, siempre abierta a 
nuevas deidades y prácticas cultuales compatibles con el Estado y, entre otros muchos 
legados, por un gran desarrollo del Derecho. La ley es el fundamento de las relaciones 
humanas dentro del Imperio que otorga identidad (ciudadanía) y capacidad para su 
ejercicio. Un magnífico escenario para que una nueva religión se extendiera por el 
mundo civilizado de Occidente. El cristianismo nace y crece en Roma. Pero hay que 
reconocer que este otro pilar tampoco es Europa. Los límites geográficos, étnicos y 
culturales de Roma no permiten al investigador situar Europa en el marco histórico del 
Imperio. Ni era ese el proyecto de los estadistas romanos a lo largo de la historia. Más 
allá de los confines de Roma seguía habiendo bárbaros por lo que civilizar era 
romanizar. No estaba Europa bajo el dominio de Roma, ni Roma creó Europa. 

El paso de la República al Imperio supuso una crisis jurídico-política que implicó 
graves consecuencias para los cristianos dentro de Roma, dando lugar a las 
persecuciones por causa del rechazo de éstos a rendir culto al emperador. Con la 
liberalización del cristianismo dentro del Imperio y su posterior designación como 
religión oficial, la comprensión de las relaciones entre el poder y la religión adquirieron 
una dimensión distinta. Augusto Galerio publica en el año 311 un edicto con el que 
rectifica su política religiosa dotando al cristianismo de derecho de existencia legal, con 
lo que, la nueva religión monoteísta, derivada de la tradición judía, recibía del Imperio 
un estatuto oficial de tolerancia y dejaba de ser una superstición ilícita. Con este edicto 
los cristianos gozaron de libertad de reunión, libertad de culto y estaban facultados para 
construir templos dedicados a su Dios. Pero será en el año 313 en el que Constantino l el 
Grande y Licinio firmarán el Edicto de Milán, a través del cual se decretaba en Roma 
una libertad religiosa sin excepciones. Hacia el año 324 Constantino comenzaría a ser el 
único soberano de la totalidad del Imperio, promulgando dos edictos más con el 
propósito de instaurar la paz religiosa en Oriente y garantizar a todos el ejercicio de su 
culto, pronunciándose con afinidades cristianas, instando y exhortando a sus súbditos a 
«servir con toda reverencia la ley divina». 

Una vez más, el elemento religioso aparece de manera extraordinariamente 
relacionada a las prácticas públicas, sociales y políticas. Pero esta vez hay un paso 
decisivo pues, es el comienzo del declive de las prácticas paganas, en favor de una 
religión monoteísta con mayor carga racional: el cristianismo. 

Sería el emperador Teodosio quien proclamara la constitución Cunctos Populos el año 
380 ordenando la adhesión de todos los pueblos del Imperio a la fe cristiana, cuya 
desobediencia incurriría en la pena de infamia legal. El cristianismo va a ser desde ese 
momento la religión oficial del Imperio. 

Siguiendo estas premisas, la nueva religión imperial desarrollaría una gran influencia 
en la estructura social. La primera de ellas sería la división entre clérigos y laicos dentro 
de las propias comunidades cristianas. En el siglo 111 ya se conoce la institución de los 
grados menores y mayores en la jerarquía del Orden. Pero, además, Constantino 
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concedería a los clérigos una serie de excepciones a la ley común, que se conocerían 
como «privilegios clericales», entre los que destacaba el «fuero» que sustraía a los 
eclesiásticos de la competencia de la administración secular. El peculio clerical y las 
inmunidades fiscales elevaban al estamento eclesiástico a una situación de clara ventaja 
frente al laicado. Además, este último vería gradualmente restringidas sus intervenciones 
en la vida de la Iglesia. Se iba asentando así la actual estructura eclesial. 

Hay que considerar aquí, con Dawson12, que los comienzos de la cultura occidental 
deben buscarse, precisamente, en la nueva forma de espiritualidad surgida tras el declive 
del Imperio Romano, siendo la conversión de los pueblos bárbaros del norte, uno de los 
factores decisivos para activar el crisol que daría origen a nuestra cultura. Dawson 
considera que «la destrucción de la organización política del Imperio Romano había 
dejado un gran vacío que ningún rey o general bárbaro pudo llenar y estevacío fue 
colmado por la Iglesia»13. Esta tesis histórica, que sitúa el origen de Europa en el 
cristianismo, viene avalada por su propia contundencia documental pero, además, es una 
fuerte línea de trabajo de investigadores de reconocido prestigio en los campos histórico 
y filosófico donde podemos citar nombres como Lucien Febvre, Jacques Le Goff, Luis 
Suárez, Giovanni Reale, Julián Marías o Etienne Gilson, entre otros. 

En este intervalo de declive, cambio y surgimiento de órdenes políticos, culturales, 
sociales y religiosos, se hace necesario buscar un hilo conductor, un elemento común 
que nos ayude a designar aquello que implica unidad; dentro de la diversificación de 
lenguas, costumbres, etnias y poderes. Buscar un elemento que le permita a un 
individuo, de cualquier lugar de lo que actualmente llamamos Europa, sentirse parte de 
algo superior. Debemos hallar el espíritu de ese mundo que surge con los albores de lo 
que, a lo largo de los siglos, hemos dado en llamar civilización occidental y que, aunque 
hunda sus raíces en Grecia, Roma y la tradición veterotestamentaria, no es ninguna de 
ellas y de ellas se hace deudora. ¿Dónde está, entonces, Europa? ¿Cómo nace? Es difícil 
determinar cómo ni quién designa el nombre de Europa. En los primeros siglos de 
nuestra era, tras la escisión del Imperio en Oriente y Occidente, el primero siguió usando 
el nombre de Romano, si bien la historiografía lo designó como Bizancio. Sin embargo, 
en Occidente, la unificación carolingia sería una pretensión de rehacer el Imperio 
Romano en este lado del Mediterráneo que, aunque efímera, implicará la consolidación 
de algo nuevo: la Cristiandad. 


La Edad Media 
La Cristiandad. origen de Europa 


Parece ser que el biógrafo de Carlomagno, Eghinardo, siguiendo la tradición 
isidoriana en su metodología, designa a su héroe como «señor de Europa». Pero el 
nombre de Europa no llegó a extenderse de manera inmediata por los ámbitos culturales 
que preferían hacer uso de otras designaciones como Christianitas o Universitas 
christiana, haciendo clara alusión al trasfondo espiritual de la empresa de reconquista y 
fundación de los espacios hispanos e italianos perdidos tras las invasiones islámicas. 
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Consideramos, entonces, que Carlomagno supone la prefiguración de la Europa histórica 
cuya extensión viene a coincidir conla Iglesia de Roma. Siendo, precisamente, el 
elemento religioso, el factor decisivo de la conformación del espíritu de aquella 
civilización, forjada por una organización político-religiosa que se reconocía a sí misma 
como Cristiandad: 


La cristiandad es una formación unitaria en el sentido de que une a los hombres que, pese a todas sus 
diferencias, tienen un rasgo común, que es la obediencia romana [...] La cristiandad posee una fe común, un 
ideal común, un lenguaje común. Pero la cristiandad no es un estado, aunque tiende a dotarse de partes de 
estado. La cristiandad abarca varios estados, que debe vigilar constantemente, controlar, unir. La cristiandad, 
por encima de esos estados, desempeña la función de un superestado, o mejor dicho, añade a las instituciones 
de esos estados sus propias instituciones, las instituciones cristianas que poco a poco transforman un conjunto 
desigual de reinos y principados fragmentarios en un mundo ordenado, coherente y consciente de serlo14. 


Evidentemente, somos conscientes de lo controvertido que puede llegar a ser el 
término Cristiandad y sus derivaciones interpretativas a lo largo del tiempo. De un lado 
está la visión fundadora del espíritu y la realidad europea, que es la que aquí se sostiene; 
de otro, hay versiones que podríamos denominar de la «sospecha», que se sustentan 
sobre una pretendida imagen oscurantista de la Edad Media. Así nos lo hace notar Pierre 
Griolet considerando que «para un laicismo militante la Cristiandad es un bloque de 
oscurantismo desgarrado por la llama de las hogueras [...] para los viejos catecismos la 
Edad Media es la hora de la fe de todo un pueblo»15. De una u otra forma, de lo que no 
nos puede caber la menor duda, es de la importancia de este período de la historia en la 
configuración cultural, política y social de Europa. Una configuración que va forjando, 
igualmente, una antropología que está en la base misma de nuestra comprensión actual 
de lo humano. 

Religión y ordenación política, la identidad entre cristiano y ciudadano es, 
precisamente, el cumplimiento de la propuesta paulina: «Todos, pues, sois hijos de Dios 
por la fe en Cristo Jesús. Porque cuantos en Cristo habéis sido bautizados os habéis 
revestido de Cristo. No hay ya judío o griego, no hay siervo o libre, no hay varón o 
hembra, porque todos sois uno en Cristo Jesús» (Gal. 3, 26-28). 

El historiador Lucien Febvre expresa magistralmente el problema de la europeidad, 
ubicándolo en el ya mencionado sentimiento de identidad que radica en el espíritu 
cristiano medieval, a partir de una hipotética situación que experimenta un hipotético 
vecino de Lyon y que no me resisto a reproducir: 


Imaginemos a un vecino de Lyon, Lugdunum, en el siglo iv de nuestra era, que viaja. ¿Dónde empieza 
paraél la sensación de extrañamiento total? En Roma se encuentra como en su casa; en Gades de Bética, 
también; y lo mismo en Cartago. Si pertenece a la aristocracia senatorial, es posible que tenga fincas en Grecia 
o Asia Menor. No es ningún intruso en los ambientes cultos de Antioquía o Alejandría. Pero si pasa el Rin o el 
Danubio, está en tierra de bárbaros. Todo es extraño para él. 


Imaginemos a un vecino de Lyon a comienzos delsiglo ix. Ya no se encuentra, ni por asomo, en Cartago, 
cuyas ruinas están en poder de los árabes enemigos de la Cruz. Tampoco está como en su casa en Gades, que 
forma parte del califato de Córdoba. En Atenas, Constantinopla, Nicea, y mucho más cerca, Ravena, se 
encuentra el imperio de Oriente, tierra de cismáticos que hablan griego y tienen unos usos y costumbres muy 
distintos de los suyos. En Alejandría vuelve a estar en tierra de árabes. Pero en cambio si va a Múnster, a 
Osnabriick, a Bremen junto al Weser, a Magdeburgo junto al Elba, a Wurtzburgo junto al Main, está como en 
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su casa, aunque no hable la lengua popular, la lengua vulgar de los habitantes de este país. Pero habla con los 
sabios, que razonan en el mismo latín que él. Puede conversar con ellos sobre las grandes obras literarias o 
filosóficas que forman su bagaje mental. Si entra en una iglesia puede cumplir con sus deberes religiosos sin 
dificultad. En Magdeburgo dicen la misa igual que en Lyon. En Wurtzburgo o Erfurt se recibe la eucaristía 
igual que en Viena o en Nímes, en el valle del Ródano. No solo el credo, los mandamientos morales también 
son los mismos16. 


El gran maestro de la historia, ofrece un recorrido por el espacio y por el tiempo con 
una pregunta de fondo ¿cuál es el factor constante de la identidad del viajero lyonés? 
¿Qué trasfondo le hace sentirse miembro de una realidad más amplia que su ciudad natal 
por encima de las diferencias? ¿Qué realidad es ésa? Si aceptamos que la respuesta está 
inserta en la definición amplia de cultura y, si el factor religioso forma parte de esa 
definición, entonces el cristianismo está en la base misma de esa identidad. 

En definitiva, éste es un esquema que, con sus grandes diferencias, bien podríamos 
aplicar a la antigúedad griega y romana y —de manera más acusada— en el inicio de 
nuestra era: la articulación efectiva de la sociedad se hace en torno a lo religioso, bien 
desde los modelos paganos politeístas, bien desde el modelo monoteísta judeo-cristiano, 
con una prevalencia absoluta de un pasado fundador y de una tradición soberana. Hay 
que aceptar que la actividad política siempre vendrá asociada, de una u otra forma, al 
carácter sagrado del poder, tal vez, como remisión al momento axial que lo sustenta. 

En la Cristiandad, la política siempre va referida a la moral y a la religión. El tema 
central de la reflexión política radicará en el origen y correcto ejercicio del poder 
apareciendo, inseparablemente, el intento de vertebrar, de la manera más adecuada, las 
potestades civil y religiosa, en una sociedad donde la fe es un principio unificador de 
voluntades. Lo cierto es que, en este contexto cultural, el pensamiento laicista no parece 
plantear cuestión alguna. 


Marsilio de Padua. Inicio del pensamiento laicista 


La inflexión «laicista» de la Edad Media llegaría con un averroísta político llamado 
Marsilio de Padua, autor con el que sobreviene una controversia cuya raíz no está tan 
arraigada en el plano propiamente doctrinal como en el interpretativo. ¿Hasta dónde 
llega el alcance del pensamiento del pensador italiano? Su obra fundamental, Defensor 
pacis, fue escrita en 1324 junto a Juan de Janduno y ha sido profusamente utilizada 
como libro de combate, suscitando gran polémica pues, en el siglo x1x, se creyó ver en 
ella la primera elaboración teórica acerca de la doctrina sobre la soberanía popular. 

Marsilio era buen conocedor de la Política de Aristóteles, pero su comprensión de la 
ciudad-estado era muy directa y empírica ya que su proximidad al rey le permitía 
conocer de una manera inmediata las instituciones lombardas. Por ello, se aventuró a 
proyectar una forma de gobierno que alcanzara mayor perfección para lo que debía estar 
compuesta por clases de hombres que serían designadas según la función que 
desempeñaran en la sociedad. Tomando como punto de partida la clásica distinción de 
los dos fines del hombre, Marsilio de Padua planteará dos modos de vida que tendrán 
que estar en correspondencia con esos fines, a saber: la vida temporal, que estará regida 
conforme a los principios de la razón y la vida eterna, a cuya consecución nos lleva la 


15 


Revelación. 

La racionalidad humana pone de manifiesto la necesidad de una sociedad civil que 
garantice la paz y el orden, en la cual el legislador debe ser la fuente y ostentar control de 
todo el poder. En la asamblea del legislador deberá primar la voluntad de la mayoría, si 
bien la importancia sociopolítica deberá recaer en aquellos que tengan más méritos. Este 
poder ejecutivo gozará de una unidad suprema, quedando la religión supeditada al poder 
secular en tanto que deviene en asuntos de interés social. Los sacerdotes, paganos o 
cristianos, forman parte de estas clases sociales y tienen por misión la orientación 
espiritual. Pero el elemento esencial en la estructuración del poder político es el príncipe, 
a quien corresponde la dimensión ejecutiva del mismo. 

En cuanto al concepto de soberanía —que es una de las piezas claves del pensamiento 
político— supone una verdadera revolución en la configuración de la ideología del 
Estado, si bien la Edad Media dejará este asunto irresuelto pues, no será hasta los albores 
de la Modernidad, cuando comience a especularse sobre las posibles soluciones a este 
problema. Si la soberanía supone la comprensión de un poder profano, que tiene que 
ejercerse como tal, la Edad Media —entonces conocida como la Cristiandad— planteará 
un obstáculo para la generación del Estado. La dialéctica agustiniana de las dos ciudades 
perdurará varios siglos, obteniendo de los más destacados escolásticos, como es el caso 
de Santo Tomás de Aquino, una ardua y severa reflexión. En definitiva, el poder del 
príncipe se supeditará al poder del papa, el poder temporal se supedita al poder de Dios. 
La ideología del Estado sin embargo, es una ideología de la potestad, donde el concepto 
de soberanía aparece como elemento principal de la concepción laica del poder: lo 
sagrado no pertenece a la definición de poder en tanto que soberano. 


La civilización de la cristiandad medieval dependió esencialmente de la organización eclesiástica de Europa 
como una unidad internacional o más bien supranacional. Esta unidad era incompatible con la idea de una suma 
de sociedades independientes y soberanas como son los estados nacionales en la Europa moderna. El Estado 
medieval era un conjunto de principados y corporaciones semiindependientes, cada cual gozaba de cierta 
soberanía y todas ellas formaban parte de una sociedad más vasta, a saber, el pueblo cristiano17. 


De cualquier forma, no podemos magnificar la obra de Marsilio de Padua donde, en 
ocasiones, se ha querido ver el inicio del pensamiento político de la Modernidad. No 
podemos cuestionar el hecho de que Marsilio asienta ciertas bases para la representación 
moderna de la política, pero tampoco debemos ignorar que no inaugura el pensamiento 
político moderno. Evidentemente, hay que reconocerle el logro de una concepción 
profana del poder, porque ha teorizado acerca de la autonomía de lo político respecto del 
poder espiritual. Sin embargo, desconocía el concepto de soberanía que todos los 
especialistas coinciden en atribuir a Bodino. 


La Modernidad 
Los reformistas: Lutero y Calvino 


En el siglo xvi el teólogo reformador Martín Lutero (1483-1546), inició el movimiento 
protestante, a partir del cual se generó una nueva ruptura en la unidad de la Iglesia 
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quebrantando así la unicidad de la fe europea, lo cual conllevaría la progresiva 
disolución de la Universitas christiana. El luteranismo sobreviene como una auténtica 
conmoción que no deja indiferente a ningún sector de la sociedad europea y aunque no 
constituye un corpus doctrince estructurado y fundamentado orgánicamente, sobreviene 
como un elenco de propuestas religiosas, sociales y políticas que, en gran medida pueden 
ser interpretadas como una proyección del temperamento personal de Lutero, quien 
forjará una teología nacida de la explosiva combinación existente entre la coyuntura 
histórica y el intento de validar sus propios afanes. La desesperación aparece como el 
remanente espiritual de una vida atormentada y un pensamiento visiblemente contagiado 
del pesimismo antropológico derivado del nominalismo de Ockham, de quien Lutero es 
deudor; a la que se asocia el ímpetu militante de un fraile agustino, cuya mayor obsesión 
radica en deslegitimar del poder del papado. Consecuentemente el teólogo elabora, de 
manera gradual, un pensamiento político reformista en el que se desarrollará una 
doctrina acerca de la autoridad civil fundamentada en la autoridad divina, identificando a 
la Iglesia con el conjunto de la comunidad civil convertida al cristianismo, y reduciendo 
el ministerio sacerdotal a una mera asistencia espiritual-humana. 

En 1520 publicará uno de los escritos políticos más decisivos y beligerantes salidos de 
su pluma, A la nobleza cristiana de la nación alemana. Acerca de la reforma de la 
condición cristiana, donde intenta desmontar la «tres murallas» con las que los 
romanistas han fortificado la Iglesia. La «primera muralla» está directamente 
relacionada con el tema que nos ocupa y supone la superioridad del poder eclesiástico 
sobre el poder secular. Para Lutero, la división entre el orden eclesiástico y el orden 
secular no es más que una invención sin fundamento bíblico. El orden de los cristianos 
es uno y el mismo para todos, lo que viene a ser justificado con la reducción de la 
clerecía a una mera designación de la comunidad para desempeñar una función de 
orientación espiritual pues «un orden sacerdotal no debería ser otra cosa que un 
cargo»18. La consagración episcopal es vista como una mera elección y designación de 
uno de los miembros de la comunidad, hasta el extremo de que no se hace necesaria la 
continuidad en la transmisión, postulados con los cuales considera Lutero derribada la 
primera muralla cuando concluye en la refutación delsacramento del orden, así como en 
la fundamentacióndel poder secular en el orden eclesiástico, motivo por el cual se 
legitima su libertad de ejercicio19. La «segunda muralla» a derribar es relativa al 
monopolio papal sobre la interpretación de la Biblia, «fábula» que se desarticula en la 
aclaración de que la entrega de llaves a Pedro no es un hecho exclusivo y excluyente 
para la figura del apóstol, sino que se hace extensivo a toda la comunidad cristiana que 
participa del sacerdocio universal de Cristo20. Derivada así la interpretación de las 
Escrituras hacia la autonomía personal, Lutero ha roto con dos de los pilares 
fundamentales de la Iglesia: la Tradición y el Magisterio. Finalmente la «tercera 
muralla» viene referida a la potestad papal para convocar y aprobar concilios, en la que 
quiere ver Lutero un recorte de posibilidades para la comunidad cristiana cuando 
pretende avanzar en la vida religiosa. Derruidas las tres murallas y desacralizado el 
orden eclesiástico en favor del poder secular, solo resta establecer las posibilidades de su 
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legítimo ejercicio: «Ahora que el poder secular está bautizado igual que nosotros y tiene 
la misma fe y el mismo Evangelio debemos dejarles ser sacerdotes y obispos y debemos 
considerar su oficio como un ministerio que pertenece y sirve a la comunidad 
cristiana»21. 

Una vez que el hombre ha sido abandonado de toda posible mediación por parte la 
Iglesia, su vida —Inmersa en una individualidad subjetivista tendente al solipsismo— 
únicamente puede regirse por la fe. La principal premisa motivadora de la teología de 
Lutero «sola fide», condensa todo un despliegue ulterior que rompe abiertamente conla 
comprensión católica del hombre y de la Iglesia al tiempo en que el individuo se 
constituye en el sujeto de la revelación pues, para Lutero, la Biblia es la única fuente a 
través de la cual el hombre llega a conocer lo que Dios quiere de él (sola Scriptura). La 
mediación de la institución eclesial queda desplazada en la relación entre Dios y el 
individuo concreto, con lo que se incrementa fuertemente la conciencia subjetiva aunque 
hay que recordar que sin embargo, el hombre —por sí mismo— no está capacitado para 
salvarse: 


El hombre es incapaz de conectar con Dios y de actuar si no es por la única vía de la fe. Lo que equivale a 
decir que no es el hombre, por más obras que haga, sino Dios, por su promesa, el autor de la salvación, de 
manera que todo depende de su palabra poderosa, todo es dirigido y conservado por ella22, 


El pensamiento teológico de Lutero manifiesta abiertamente la desconfianza ante las 
posibilidades humanas cuando entiende que ningún hombre, por naturaleza, es cristiano 
o piadoso y en ello se sustenta la necesidad de establecer los cauces del gobierno secular 
para ordenación de la vida civil, ya que la vida sobrenatural viene marcada por el 
designio divino23. Distingue, por lo tanto, dos reinos —no olvidemos que fue fraile 
agustino— ambos queridos por Dios y de los cuales derivan dos gobernaciones 
diferentes. El primero de ellos, de orden espiritual y está regido por la palabra de Dios 
recogida en las Sagradas Escrituras, es propio de la comunidad de los creyentes; el 
segundo es el reino del mundo que debe ser gobernado por el poder secular haciendo uso 
de la espada y cuya finalidad es garantizar el orden social. La legitimación de este último 
es uno de los asuntos dominantes en la teología política luterana. En el escrito Sobre la 
autoridad secular: hasta donde se le debe obediencia de 1523, señala la necesidad de 
«fundamentar sólidamente el derecho y la espada seculares de modo que nadie pueda 
dudar de que están en el mundo por la voluntad y orden de Dios»24. 

El gobierno secular atiende al requisito de una ordenación jurídica que resuelva los 
problemas sociales, sobre todo, entre los no cristianos. Su límite, siguiendo la doctrina 
paulina sobre la autoridad, estaría en los asuntos de fe, que no pueden ser dirimidos por 
el Estado sino por la Revelación. En consecuencia —y esto es importante a la hora de 
interpretar la filosofía política afectada por el espíritu reformista— el gobierno secular 
solo tiene potestad respecto a los asuntos externos de la persona. 

Todos los miembros de la comunidad política están igualmente obligados a acatar la 
normas, se sea creyente o no y Lutero no contempla, en principio, el derecho de rebelión; 
si bien fueron muchos los príncipes alemanes adheridos a la nueva comprensión religiosa 
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y promovidos a hacer frente al Emperador; por lo que instado por estos príncipes, junto a 
otros teólogos, a legitimar la guerra contra el Emperador, formularon esta curiosa 
conclusión: dado que los juristas avalan el derecho de resistencia, amparados en el 
derecho constitucional del Imperio, no hay motivo teológico para no aceptarlo. Este 
fundamento inspirará a Lutero a defender la guerra de religión contra el Emperador pues, 
al fin y al cabo, se trata de un soldado del papa romano25. 

El otro gran reformador, Juan Calvino (1509-1546), también ofrecerá en su obra 
Institución de la religión cristiana numerosas pinceladas de su visión del orden social y 
político. Para Calvino el poder y la voluntad de Dios dominan toda la creación y toda 
criatura está predestinada a salvarse o condenarse irremisiblemente pues nada sucede en 
el mundo 51 Dios no lo quiere así. 

Precisamente de Dios emana todo derecho y siendo el Derecho Natural el principio 
regidor de la comunidad política, hay que entender ésta como deseada por el Creador, 
pues el Derecho Natural emana también de su voluntad. Partiendo del dualismo 
neoplatónico, habitual en los pensadores agustinianos, Calvino divide la realidad en lo 
tocante a lo divino y lo mundano, ya que «la inteligencia de las cosas terrenas es distinta 
de la inteligencia de las cosas celestiales». Por cosas terrenas ha de entenderse «el 
gobierno del Estado, la dirección de la familia, las artes mecánicas y liberales»; mientras 
que entiende por cosas celestiales «el conocimiento de Dios y su divina voluntad y la 
regla de conformar nuestra vida con ella»26. 

El orden social se establece a partir de la naturaleza del hombre que siente «una 
inclinación natural a establecer y conservar la compañía de sus semejantes», por ello 
tiene en sí mismo ideas morales y sociales como la honestidad, así como la comprensión 
de la necesidad de las leyes para regular la convivencia humana porque «naturalmente 
existen en cada uno cierta semilla de ellas» y también «cierto germen de orden político». 
De ahí que la cohesión espiritual de los cristianos obtenga su apoyo de la unidad política, 
que no se agota en su misión promotora de los valores cristianos. El objeto de la 
comunidad política es proveer una vida civilizada, no siendo su misión curar el alma, si 
bien el orden civil no es opuesto al orden espiritual pues, como desarrolla en el libro IV 
de la Institución de la religión cristiana, los cargos públicos, magistraturas, principados 
y reinos deben su autoridad y poder a la voluntad de Dios providente, que así ha querido 
que colaboren en la formación del reino de Cristo que empieza ya en este mundo: 
«Todos han confesado que no es posible ordenar felizmente ningún estado o sociedad 
del mundo, sin que ante todo se provea que Dios sea honrado», por lo que «los príncipes 
y gobernantes cristianos ha de avergonzarse grandemente de su negligencia si no se 
aplican con gran diligencia a esto»27. 

Resaltamos, pues, en los reformadores, cierta prevalencia de la civilización cristiana 
que dominará culturalmente sobre el orden temporal, cuya organización irá adquiriendo 
nuevos matices en las relaciones gobierno-religión. 


El pensamiento laico en John Locke 


La Reforma protestante jugó y sigue jugando, un papel considerable en la historia de 
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Europa. No nos equivocaríamos al afirmar que el pensamiento de los reformadores está 
al servicio de una ideología del poder. De manera que en el luteranismo la religión se 
somete al Estado, mientras que en el calvinismo el Estado se rige por la religión. La 
reforma anglicana directamente constituye una religión de Estado, cuyo máximo 
representante es el rey que ostentará el poder civil y religioso. Por lo demás, si algo 
aporta este periodo convulso a Europa, es la experiencia de que la religión supone uno de 
los elementos más fuertes de cohesión social, razón por la cual el objetivo de las 
sucesivas guerras europeas estará asociado al predominio de una determinada creencia 
religiosa. 

En 1618 estalla en Alemania una guerra de religión que duraría treinta años. A 
comienzos del siglo xvii, Inglaterra desempeñará un papel destacado en la nueva 
configuración ideológica europea para los siglos sucesivos, cuyo desarrollo acontecería 
someramente como sigue: en el inicio del siglo xvn el rey Jacobo I de Inglaterra, se 
consideraba unificador de credos y coronas, uniendo en su persona los tronos de 
Inglaterra, Escocia e Irlanda y estableciendo un gobierno despótico en el que persiguió a 
católicos, puritanos y protestantes, muchos de los cuales tuvieron que emigrar a 
América. 

Le sucedió su hijo Carlos I, que también continuó la línea despótica del padre, pero 
ingleses y escoceses se sublevaron dando origen en 1642 a una guerra civil conocida 
como la «Gran Rebelión», que enfrentaba a la aristocracia tradicionalista, partidaria del 
rey, con el Partido Parlamentarista constituido por un grupo heterogéneo en el que 
cabían puritanos, campesinos y parte de la burguesía. El celo anticatólico desarrollado en 
Inglaterra quedaba confiado, en gran medida, a un clero puritano que estaba apoyado por 
gran parte de los seglares. 

En 1648 la facción puritana, encabezada por Cromwell, derrotará al ejército del rey, 
quien fue hecho prisionero, juzgado, condenado por el Parlamento y finalmente 
ejecutado en 1649. Se inicia con ello un periodo republicano y autoritario en Inglaterra 
que concluirá con muerte de Cromwell en 1658. Seguidamente se restablecería la 
monarquía y dos años después Carlos Il, hijo de Carlos 1, fue proclamado rey. Tras la 
muerte de Carlos II resurgen los problemas religiosos pues su hermano, Jacobo Il, se 
convirtió al catolicismo generándose fuertes controversias entre el rey católico y la 
nación anglicana. El rey procuraría garantizar la seguridad de los católicos afirmando el 
poder real en la Constitución, lo cual quedaría plasmado en la abolición de la legislación 
anticatólica de las Test acts que impedían el desempeño de cargos militares o civiles al 
servicio de la corona, así como la ocupación de escaños en ambas cámaras. El 14 de abril 
de 1687 promulgó la Declaración de indulgencia que otorgó la completa libertad de 
culto, generando una nueva situación que chocaba de lleno con los intereses de la Iglesia 
de Inglaterra, ampliamente asentada en todos los estamentos sociales y, especialmente, 
alrededor de la corona. Anglicanos y puritanos no tolerarían la nueva situación lo cual 
desembocó en una conjura que invitaría al yerno holandés de Jacobo II, Guillermo de 
Orange, a asentarse en Londres para, más tarde, ocupar el trono. 

John Locke nació en Wrington en 1632, estudió en la universidad de Oxford, 
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obteniendo en 1658 el título de Master of Arts y allí desarrollará posteriormente su labor 
docente como profesor de Griego, Retórica y Filosofía Moral, aunque también obtuvo el 
título de médico y licencia para practicar la medicina. 

En 1665, fue contratado en calidad de médico y secretario por el conde de 
Shaftesbury, a quien debe el acceso a varios cargos políticos de importancia, pero ambos 
huyeron de Inglaterra para participar en la conjura contra Jacobo II y su recién nacido 
heredero. Precisamente ésa es la revolución que en 1688 otorgó la corona a Guillermo de 
Orange, quien ofrecería a Locke el cargo de embajador en Brandeburgo, aunque éste 
preferiría permanecer en Londres para ocuparse de otros asuntos políticos y económicos. 
La revolución inglesa de 1688 abolió el derecho divino del rey y estableció, por primera 
vez, el predominio del parlamento en un sistema político, cuando Guillermo II subió al 
trono aceptando el Bill of Rights donde se establecen las garantías parlamentarias. 

Estamos precisamente en los albores de la independencia de las colonias inglesas en 
América del norte que darían origen a los Estados Unidos. Destacamos en este ambiente 
socio-político cuatro aspectos: 

Inicialmente se genera una corriente de pensamiento en la que se aprecia un alto grado 
de laicidad tanto para los que se declaran cristianos como Locke, como para aquellos que 
se decantan por el ateísmo como Hume. A ello hay que añadir las tendencias realistas y 
empiristas del pensamiento británico que atenderá, preferentemente, los aspectos 
cambiantes de los hechos para adoptar formas políticas de apertura y equilibrio que 
faciliten la gobernabilidad. Otro aspecto a tener en cuenta es el pesimismo antropológico 
que acompaña a Locke —nunca tan extremo como el de Thomas Hobbes— en tanto 
considera el egoísmo humano como motor básico de su actividad práctica. Y, 
finalmente, aunque podamos considerar que estas soluciones políticas no son menos 
radicales que aquellas otras que derivan de formulaciones doctrinales de origen 
filosófico e incluso religioso, hay que reconocer que el liberalismo británico desarrolla 
un estilo que tiende a la consolidación de afanes pragmáticos, propiciando las 
convenciones más que las convicciones políticas28. 

Como ya se ha dicho, John Locke es el principal ideólogo de la Revolución Inglesa de 
1688 y científicamente aportará un interesante enfoque empírico a las ciencias del 
espíritu. Su posición, marcadamente iusnaturalista, es deudora del pensamiento del 
prestigioso y moderado teólogo Richard Hooker, al que refiere profusamente en su obra, 
quien aúna racionalismo y creacionismo. De hecho la comprensión antropológica de 
Locke dista enormemente de intenciones secularistas pues entiende que el hombre es el 
centro de la creación en la que disfruta de una situación privilegiada tanto por designio 
divino como por la razón que el mismo Dios le ha otorgado: «Dios, que ha dado en 
común el mundo a los hombres, también les ha dado la razón, a fin de que hagan uso de 
ella para conseguir mayor beneficio de la vida y mayores ventajas. La tierra y todo lo 
que hay en ella le fueron dados al hombre para soporte y comodidad de su existencia»29. 

No obstante, la cuestión político moral mantiene el carácter empirista de su 
pensamiento en el que se aprecia su capacidad como analista, cuando antepone el 
postulado de que la motivación de las conductas individuales no es otra que el propio 
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interés —en clara continuidad con el pensamiento de Hobbes— si bien difiere en la 
visión que tiene del supuesto «estado de naturaleza» al que no entiende como una 
situación de guerra permanente pues; aunque en la relación entre individuos asume la 
posibilidad del conflicto, éste también posibilita la cooperación. 

El fundamento moral no puede proceder, si embargo, de la práctica o la creencia 
religiosa y su raíz no debe ser confesional pues, al hecho consensuado del 
reconocimiento de la existencia de Dios hay que la comprensión pragmática de que las 
diferencias religiosas pueden generar discordias sociales. Dado que la existencia de Dios 
no es una evidencia necesitante, sino que supone un postulado empíricamente 
indemostrable, conviene que los asuntos públicos no estén regidos por trasfondo 
religioso alguno. 

Las claves interpretativas, entonces, deben estar más bien orientadas a comprender la 
escisión entre lo público y lo privado, lo externo y lo interno al sujeto. Lo público está 
asociado a los asuntos que han de ser regulados por el Estado dentro de la sociedad civil. 
Lo privado le compete única y exclusivamente al individuo como parte del conjunto de 
potestades que le otorga la libertad derivada de su naturaleza racional. 

La religión toma, como puede verse, un cariz privado e individual. En este contexto se 
entiende que los asuntos religiosos solo afectan a las relaciones del hombre individual 
con Dios y no a la de los hombres entre sí. En consecuencia, la privatización de la 
práctica religiosa nos lleva a la independencia de los individuos concretos respecto de 
laautoridad religiosa de carácter institucional y ahí puede situar Locke la base de la 
tolerancia religiosa. Siguiendo estrictamente las Sagradas Escrituras, Locke no encuentra 
un fundamento para propugnar un Estado cristiano; en consecuencia, se da inicio, con 
ello, a la laicidad del Estado. Pero, analicemos brevemente algunos pasajes de su Carta 
sobre la tolerancia: 


Ahora bien, toda la jurisdicción del magistrado se extiende únicamente a estos intereses civiles, y todo 
poder, derecho y dominio civil está limitado y restringido al solo cuidado de promover esas cosas y no puede ni 
debe, en manera alguna, extenderse hasta la salvación de las almas [...] porque el cuidado de las almas no está 
encomendado al magistrado civil ni a ningún otro hombre. No está encomendado a él por Dios porque no es 
verosímil que Dios haya nunca dado autoridad a ningún hombre sobre otro como para obligarlo a profesar su 
religión30. 


Dos cosas toca Locke aquí claramente diferenciadas. De un lado la competencia del 
gobernante que atañe a la ordenación de aquellos aspectos de la vida propios del ámbito 
político y que tendrían que ver con la regulación de la propiedad, la salud corporal, y las 
cuestiones derivadas de los asuntos públicos. De otro lado, las cuestiones relacionadas 
con la fe y la salvación no son competencia del gobernante, por lo tanto deja claro que, 
tras esta escisión, el Estado no debe inmiscuirse en asuntos religiosos que, como 
anteriormente hemos señalado, quedan relegados exclusivamente al ámbito de lo 
privado. Hay que ver en ello —teniendo en cuenta el contexto histórico en el que vive 
Locke— que esta premisa garantizaría una parte importante de la paz social, 
salvaguardando siempre, la conciencia individual. Los ámbitos de lo privado y de lo 
público tienen su correlación en la dicotomía de lo externo o lo interno al individuo: «El 
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cuidado de las almas no puede pertenecer al magistrado civil, porque su poder consiste 
sólo en su fuerza exterior, en tanto que la religión verdadera y salvadora consiste en la 
persuasión interna de la mente, sin la cual nada puede ser aceptable para Dios»31. Ahora 
bien: ¿qué papel juegan, entonces, las Iglesias como sistemas organizados 6 
institucionalizados de creencias religiosas? Si hemos visto como Locke remite los 
asuntos religiosos al ámbito privado e interior, ¿qué ocurre con el culto público? Locke 
no es ateo, ni siquiera tiene un buen concepto del ateísmo. Dotado como está de cierta 
carga deísta e inmerso en la cultura cristiana, vive bajo la convicción de que la práctica 
religiosa es buena en sí misma y debe tener sus cauces: 


Habiendo finamente liberado así a los hombres de todo dominio de uno sobre otro en materia de religión, 
consideremos ahora lo que deben hacer. Todos los hombres saben y reconocen que Dios debe ser adorado 
públicamente; ¿por qué, si no, se obligan unos a otros a reunirse en asambleas públicas? Por lo tanto, los 
hombres, constituidos en esa libertad, formarán alguna sociedad religiosa donde puedan reunirse, no solamente 
para edificación mutua, sino para mostrar al mundo que adoran a Dios y que ofrecen a su Divina Majestad un 
servicio del cual ellos no se avergiienzan32. 


Es decir, el reconocimiento de la grandeza de Dios implica también la necesidad de 
rendirle culto públicamente, esto es, de establecer unos sistemas cultuales organizados 
en los que los hombres puedan expresar y extender su fe religiosa, siempre en un ámbito 
que garantice las libertades de creencia y manifestación. «A estas sociedades religiosas 
yo las llamo Iglesias, y digo que el magistrado debería tolerarlas»33. Vemos aquí por lo 
tanto, una dirección en las relaciones Iglesias-Estado: la relativa a definir cada ámbito, 
delimitar sus funciones y salvaguardar sus libertades sin intromisión por parte del Estado 
hacia las confesiones religiosas. 

No obstante, ¿qué sucede en el sentido inverso? Parece que quede automáticamente 
respondido pero la lógica de este asunto no es tan aplastante. Si el Estado no interviene 
en los asuntos religiosos —porque no es su función— las instituciones religiosas, 
consecuentemente, no intervendrán en los asuntos estatales. Además, como señalamos 
más arriba, la ordenación política del filósofo empirista, no tiene su punto de apoyo en 
un modelo moral apriorístico. Pero Locke tampoco prescinde de la moralidad. Su 
filosofía iusnaturalista y su comprensión creacionista no parecen admitir cualquier 
situación que proceda de las prácticas particulares de un grupo religioso o de otra índole 
y, por supuesto, no parece pensar en cualquier tipo de legislación positiva que sea 
contraria al decálogo pues entiende que «en los asuntos comunes de la vida, el uso de 
cosas indiferentes que Dios no ha prohibido es libre y legal, y por lo tanto, la autoridad 
humana tiene sitio»34. Pero ante la hipótesis de que acontecieran o se postularan cosas 
contrarias a la ley natural querida por Dios, ¿deben ser toleradas o alentadas por el 
gobernante? La respuesta de Locke es clara y tajante: «Estas cosas no son legales en el 
curso ordinario de la vida, ni en ninguna casa privada y, por lo tanto, no lo son en el 
culto a Dios»35. 


La Edad Contemporánea 
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La Ilustración: apoteosis de la laicidad 


La imbricación de estos períodos, corrientes y acontecimientos en la configuración del 
pensamiento europeo del siglo xvii supone una continuidad ascendente del proceso 
revolucionario que se aprecia decisivamente marcado por la idea de progreso, la cual 
toma diferentes vertientes a lo largo de la historia y se convierte en uno de los 
paradigmas ideológicos de una modernidad que está superando los prejuicios de un 
pensamiento anquilosado en criterios metafísicos, y que se está atreviendo a emprender 
el camino hacia un nuevo proyecto de humanidad emancipada. 

Es curioso ver cómo todo el constructo del criticismo kantiano está marcado por la 
metáfora jurídica: conocer es legislar; subsumir bajo conceptos, lo que nos ofrece una 
idea acerca de que la nueva comprensión de las ciencias, la técnica y, por extensión, de 
las relaciones sociales y políticas, tienen una comprensión jurídica de fondo que marcará 
el devenir histórico del pensamiento occidental. 

La pretensión ilustrada de universalidad supone la aceptación de la igualdad de todos 
los individuos, en tanto que sujetos morales cuya autonomía implica su dignidad. 
Sobreviene a esta idea la consideración de que cada ser racional merece disfrutar de la 
libertad política, en tanto su autonomía le dota de una nueva dimensión de 
responsabilidad y es en esta coyuntura histórica, cuando se habla de una mayoría de 
edad de la humanidad. 

Los individuos libres e iguales, según su común naturaleza racional, están en 
disposición de dotarse de un entramado jurídico y político que garantice el buen 
funcionamiento social (recordemos la herencia contractual de la tradición escocesa y más 
tarde francesa). 

En tanto el mundo moral está dominado por el reino de los fines, solo el Estado de 
derecho puede sustentar dicho ámbito, en el que la política se encuentra en una situación 
subordinada respecto a lo moral. Así, «una ley es válida en sentido moral si puede ser 
aceptada por todos desde la perspectiva de cada cual. Puesto que solo las leyes 
universales cumplen la condición de regular una materia en igual interés de todos, la 
razón práctica se hace valer en este momento de universabilidad de los intereses 
considerados en la ley»36. 

Como consecuencia, la filosofía de la subjetividad, ya consolidada 
epistemológicamente con el pensamiento cartesiano, se incorpora también al ámbito de 
lo moral y lo político, determinando un tipo de sociedad marcada por la relación ética 
intersubjetiva donde cada cual examina, individualmente, cómo ha de producirse su 
incorporació a la sociedad, además de la forma en la que debe ajustar su criterio las leyes 
que —en última instancia— emanan del sujeto mismo. 

He apuntado ya, que podemos entender que la política se funda en el derecho, cuya 
legitimación no estriba ya en la felicidad y satisfacción de la ciudadanía —como vimos 
en Locke— sino en la garantía de ese estatuto antropológico y social que supone la idea 
misma de ciudadanía. El ideal republicano deberá implicar un sistema representativo y 
una separación de poderes que sean adecuados en la constitución de un Estado de 
derecho. 
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Sin embargo, un régimen republicano concreto sólo instituye imperfectamente el reino 
de la libertad, uno de los grandes problemas del criticismo kantiano; por lo tanto 
naturaleza y política nos conducirán a la legalidad pero no a la moralidad: «Las razones 
morales vinculan la voluntad de un modo diferente a como lo hacen las razones 
pragmáticas y éticas. Tan pronto como la autovinculación de la voluntad y razón se inter 
penetran completamente. Kant llama «libre», por tanto, solamente a la voluntad 
autónoma y determinada por la razón»37. 

La validez de las obligaciones morales se obtiene de la deducción de leyes que la 
emancipan del acontecimiento casual, fundándola simultáneamente a la razón práctica. 
El ideal kantiano está dirigido hacia un «político moralista» que nunca perderá la 
perspectiva del imperativo categórico dirigido intencionadamente hacia una segunda 
persona del singular que propicia la universalización situacional. Todos estamos 
llamados a experimentar la exigencia de ver a cada uno de nuestros semejantes como un 
fin per se. A partir de aquí el concepto de autonomía —de origen intersubjetivo— 
experimentará una reducción individualista que cobrará un especial relieve en el 
Liberalismo. 

Esta otra gran corriente surge quizá de una etapa más avanzada no tanto del 
pensamiento, como de las relaciones sociales, marcadas por el proceso económico. Para 
autores como John Stuart Mill, el estudio de la libertad civil así como de la naturaleza y 
límites del poder, será un asunto recurrente en ensayos tan relevantes como Sobre la 
libertad o Del Gobierno representativo. 

La experiencia inicial de los pensadores liberales, es haber logrado una estructura de 
poder legitimada y basada en la voluntad popular, pero cuyo riesgo prioritario puede ser 
la superposición de dicho poder sobre la autonomía personal de cada individuo. 

El Gobierno representativo, cuenta con un aparato administrativo lo suficientemente 
fuerte como para llegar a considerar procedimentalmente que, los intereses comunes 
generalmente tratados desde la perspectiva económica pueden supeditar la autonomía de 
cada sujeto, ahogada en el sistema mismo que le debe su legitimidad. 

Esta es, a grandes rasgos, la panorámica histórica a la que se remonta la discusión 
sobre la democracia contemporánea. En definitiva, el proyecto ilustrado, que subyace a 
estas dos grandes corrientes, pretende procurar la progresiva autonomización del sujeto 
en base a una racionalización a tres grandes niveles: social, donde los sujetos ya no 
obedecerán a personas o instituciones concretas ajenas a ellos mismos, sino a leyes 
marcadas por la garantía que ofrece un Estado de derecho; natural, que gracias a la 
ciencia y a la tecnología está dejando de ser el gran enemigo, para convertirse en algo 
perfectamente domesticado según el mandato bíblico contenido en el libro del Génesis; e 
individual, que se determinará por la búsqueda de un equilibrio entre el interés y la 
libertad de cada sujeto en el ámbito de lo social. 

Estos grandes logros emancipadores, se deben a una razón que está consiguiendo 
avances palpables en el ámbito del derecho, la ciencia y la antropología. Racionalización 
y humanización son una misma cosa en el proyecto Ilustrado. «Los valores que debían 
imperar en el estado y en la sociedad eran la razón, el debate público, la educación, la 
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ciencia y el perfeccionamiento (aunque no necesariamente la perfectibilidad) de la 
condición humana»38. 

La Ilustración no es un movimiento uniforme, podríamos decir que los tres grandes 
focos culturales de la Europa del siglo xvm generan su propia forma de Ilustración. La 
cultura inglesa es deudora de los filósofos empiristas y dan lugar a una cultura 
pragmática fuertemente marcada por una mentalidad comercial. 

La filosofía alemana, de un lado se afianza en sus grandes pensadores que desarrollan 
los últimos coletazos del pensamiento metafísico, como Christian Wolff; mientras otros 
pretenden crear, con su proyección literaria, una cultura genuinamente alemana, cual es 
el caso de Lessing. El compromiso ilustrado de Kant ya ha quedado explícitamente 
probado. 

Pero 51 un territorio parece haberse hecho dueño de la situación ilustrada, si hay una 
cultura que ha tomado el estandarte de la revolución cultural, social, política y religiosa 
en la Europa del siglo xvm, ésa es Francia. A veces, revolución, ilustración y 
afrancesamiento parecen ser la misma cosa. Lo cierto es que, la Ilustración francesa, se 
presenta básicamente como un movimiento laico (laicista)39 que, en numerosas 
ocasiones, manifiesta con despreciativo sarcasmo cierta intolerancia hacia la religión, 
especialmente la católica, a la que niega todo fundamento de racionalidad relegándola al 
oscurantista ámbito de la superstición. 

La actitud escéptica y frecuentemente irreverente de los intelectuales franceses 
conlleva, necesariamente, una secularización del pensamiento y también del 
ordenamiento político, si bien no cabe hablar propiamente de actitudes ateas ni 
agnósticas. Como en el caso de Locke, la fuerte presencia del pensamiento deísta, puede 
verse en controvertidos escritores como Voltaire quien acepta un atisbo de racionalidad 
en el reconocimiento de un ser supremo y creador (Dios), pero encasilla a toda 
manifestación religiosa en el ámbito de la superstición. No obstante, los seguidores de 
Voltaire combatirán la creencia en Dios y el seguimiento de la práctica religiosa como 
auténticos obstáculos para su ideal de progreso y no es de extrañar pues la obra de su 
maestro está obsesivamente plagada de alusiones antireligiosas y anticlericales. Cuando 
no enviste directamente contra la Iglesia romana en sus escritos literarios, pasa de 
puntillas en los escritos políticos hablando genéricamente del «fondo religioso» de la 
cultura europea, entendida como «comunidad de costumbres» pero sin aludir 
explícitamente al componente cristiano como precursor de Europa40. El materialista 
Diderot, dando un paso más, sustituirá a Dios por la naturaleza, no tanto en el sentido en 
que lo planteó Spinoza —como una forma de panteísmo— sino como una auténtica 
suplantación de la fuerza originaria. 

Pero no podemos avanzar sin reseñar, aún brevemente, cuál fue la situación en el 
acontecer político para analizar posteriormente dos textos de extremada relevancia: el 
Estatuto civil del clero, emanado de la Asamblea constituyente y El contrato social de 
Rousseau. 

En el siglo xvm, Europa mantuvo prácticamente la misma estructura social que se había 
vivido en la Edad Media. Tres órdenes o estamentos estancos: nobleza, clero y tercer 
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estado sostenían los reinos europeos con distinto grado de participación política, 
beneficiándose de distinto gradode privilegios. Pero en 1787 la Hacienda del Estado 
francés alcanza básicamente la bancarrota, por lo que los ministros de Luis XVI 
plantearon la participación tributaria de las clases privilegiadas, lo cual supondrá la 
rebelión de la nobleza alegando que tales imposiciones solo podían ser impuestas por los 
Estados Generales, los cuales no se reunían desde 1614 y  convocándolos 
consecuentemente. En esta coyuntura, no es de extrañar que uno de los debates políticos 
glrara en torno a la representatividad, difundiéndose la idea de que el Tercer Estado 
englobaría el 95% de la población francesa. Reunidos en mayo de 1789, el Tercer Estado 
demandaría la desaparición de los estamentos, formando una sola asamblea en la que 
cada miembro tuviera un voto, lo que derivó en la formación de la Asamblea Nacional 
en junio de 1789 a la que se sumaron algunos nobles y clérigos, votando el 4 de agosto 
de ese mismo año la abolición de privilegios, la abolición jurídica del feudalismo y 
proclamando la igualdad de todos los franceses. 

Antes de crear la Constitución, la Asamblea consideró conveniente redactar una 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano que históricamente se tiene 
como el precedente de los Derechos Humanos de 1948, y que en su preámbulo declaraba 
que los artículos a desarrollar se hacían «bajo los auspicios del Ser Supremo». Con este 
trasfondo deísta, la Asamblea comprometía cierto precedente iusnaturalista al posterior 
ordenamiento jurídico, pero el reconocimiento explícito a la Iglesia católica quedaba 
omitido. La libertad religiosa estaba amparada en el artículo décimo de la Declaración 
bajo el conjunto de la libertad de opinión: «Nadie debe ser incomodado por sus 
opiniones, inclusive religiosas, a condición de que su manifestación no perturbe el orden 
público establecido por la ley». Parece, además, que la intención de la Asamblea era que 
el catolicismo dejara de ser la religión del Estado pues, inmediatamente los protestantes 
serían elegibles para todos los puestos. 

En noviembre de 1789, la Iglesia de Francia quedaba desheredada, renunciando a 
todos sus bienes en favor del Estado, mientras éste se comprometía al sostenimientodel 
clero. La Asamblea prohibiría la emisión de votos perpetuos religiosos y, en febrero de 
1790, abolía las órdenes y congregaciones religiosas secularizando su patrimonio, lo cual 
supuso un grave azote para la Iglesia que, de esta manera, pasaba a depender totalmente 
del Estado, por lo que se consideró la conveniencia de regular jurídicamente la situación 
a través de la denominada Constitución Civil del Clero 41, que venía a situarlo bajo la 
condición de funcionarios. El documento comprendía cuatro títulos: 

Título I. Oficinas eclesiásticas: donde se establece que los límites territoriales de las 
diócesis deben coincidir conlos departamentos civiles, por lo que se suprimirían 57 sedes 
episcopales y se aboliría el título de arzobispo. Había prohibición expresa al clero y a los 
ciudadanos de reconocer la autoridad de un obispo designado por potencias extranjeras. 
Se abolieron las dignidades eclesiásticas y se prohibieron las apelaciones a Roma. Título 
11. Nombramientos al Beneficio: los obispos serían designados por la Asamblea Electoral 
del departamento y debían prestar juramento de fidelidad a la Nación, al Rey a la Ley y a 
la Constitución, sin pedir conformidad alguna al papa. También los párrocos serían 
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electos por la mismas asambleas y requerían del mismo juramento. Título ΠΠ|. Salarios de 
los ministros de la Religión: se establecían las cuantías económicas que recibirían 
obispos y presbíteros, viéndose estos últimos muy beneficiados respecto de su situación 
anterior. Título IV. Sobre la residencia. Donde se establecían condiciones muy severas en 
relación de las ausencias de obispos y pastores respecto a sus sedes de ejercicio. 

En resumidas cuentas, la Asamblea Constituyente sentaba las bases jurídicas para la 
implantación de una Iglesia Nacional, basada prácticamente en una religión civil de corte 
roussoniano, en la que la unidad disciplinar de la Iglesia católica quedaba radicalmente 
escindida de Roma y el clero pasaba a formar parte de las estructuras revolucionarias de 
la nueva Francia. Pero, ¿cuáles eran esas bases filosóficas antes aludidas? 


La religión civil en Rousseau 


Jean Jacques Rousseau (1712-1778), nacido en Ginebra en el seno de una familia 
calvinista, fue tutelado por la baronesa Warens quien influyó en su conversión al 
catolicismo, si bien su vida nunca fue la de un fervoroso creyente. Como pensador 
ilustrado rivalizó con Voltaire. En 1762 escribió El contrato social 42 obra que, desde 
entonces, quedaría como obligada referencia en los estudios políticos que abren paso al 
liberalismo contemporáneo. 

Partiendo de un hipotético estado de naturaleza donde los individuos vivirían solos y 
en armonía, en situación de igualdad, entregados a sus instintos y satisfaciendo sus 
necesidades primarias, gozando de la libertad innata, con la única diferencia que marque 
el momento biológico de cada uno. Rousseau considerará que el nacimiento de la 
sociedad viene marcado por la conveniencia que encuentra el hombre en la cooperación 
con sus semejantes, si bien la sociedad y sus estructura corrompen al individuo que 
naturalmente es bueno. 

Sin embargo, no es posible que el hombre subsista siempre en estado de naturaleza: 


Parto de considerar a los hombres llegados a un punto en el que los obstáculos que dañan a su conservación 
en el estado de naturaleza logran superar, mediante su resistencia, la fuerza que cada individuo puede emplear 
para mantenerse en ese estado. Desde ese momento tal estado originario no puede subsistir y el género humano 
perecería si no cambiase de manera de ser43. 


Lo cual implica la necesidad de asociación para la defensa común, origen mismo del 
problema contractual, que sería garantizar la libertad de los asociados, con tanta fuerza 
como en el estado de naturaleza, pero dentro del ámbito político. La idea de comunidad 
política da paso al Estado civil, donde el individuo asociado, atiende a «un cuerpo moral 
y colectivo» y propicia el cambio antropológico sustancial, en el que cada sujeto pasa a 
ser ciudadano y con ello a gozar de la justicia, del orden y del derecho abandonando los 
instintos naturales. Ser ciudadano supone entrar en el ámbito de la moralidad44. 

La voluntad general se convierte en el principio rector del destino social. El contrato 
social contempla todo un despliegue de formas políticas dirigidas a la mejor articulación 
de la república pues, si bien la regla de la mayoría es la que debe imperar, lo que define a 
la voluntad general es la cualificación interna del bien que persigue. La realidad de la 
sociedad civil, para Rousseau, está sumida en un proceso de corrupción, pero el Estado 
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civil mantiene mayor perfección que el estado natural pues, el alma humana alcanza 
mayor perfección dentro del ámbito moral. Pero ¿qué moral? 

En el capítulo VIII del cuarto libro, bajo el epígrafe «De la religión civil», Rousseau 
plantea una de las propuestas más radicales e innovadoras que habrían de calar en el 
espíritu revolucionario, tal vez instado por su formación familiar de origen calvinista y 
marcado también por un manifiesto pensamiento naturalista, propone sustituir la 
vigencia social de las religiones tradicionales por una religión civil. No se trata de abolir 
la religión, sino de someterla al servicio del Estado, pues reconoce en este fenómeno un 
elemento de apoyo y defensa, que difícilmente podría encontrar en personas 
desmotivadas como ateos o agnósticos. Descartado el propósito de eliminar la religión 
habrá de procurarse su incorporación al Estado a modo de fuente ideológica de 
sustentación, evitando la duplicidad de voluntades en torno a las legislaciones morales o 
terrenales45. 

La religión civil debe jugar en la República un papel estabilizador, no divisorio y, 
consecuentemente, no puede plantear más que las propias propuestas constitucionales. 
La división estamental puede poner en tela de juicio la nueva sociedad contractual. En su 
análisis, Rousseau divide la religión, según sus relaciones sociales, en dos especies:la del 
hombre y la del ciudadano. 

La primera queda bajo una suerte de naturalismo religioso en el que «sin templos, ni 
altares, ni ritos, se limita al culto puramente interior». Una vez más la escisión moderna 
entre lo interior y lo exterior, lo privado y lo público se hace presente en el pensamiento 
de los filósofos políticos liberales. Sin relación con el cuerpo político, apela Rousseau al 
originario sentido evangélico de la misma y añade su total abstracción sobre los asuntos 
públicos porque abandonando las leyes a sus propias fuerzas no sirve a la sociedad al no 
establecer lazos. Para Rousseau «no puede haber nada más contrario al espíritu social». 

«La segunda inscrita en determinado país, da a éste sus dioses [...] Esta tiene sus 
dogmas, sus ritos y su culto exterior prescrito por leyes», son éstas las que Rousseau 
entiende por religiones originarias que dotan de identidad a un determinado pueblo — 
argumento, por cierto, claramente pre-romántico—. Están muy relacionadas con las 
prácticas del paganismo y es buena en tanto «reúne el culto divino y el amor a las leyes», 
lo cual es un signo manifiesto de civilización; pero se erige Rousseau en precursor de los 
maestros de la sospecha cuando afirma que también es mala porque, basada en el error y 
la mentira, engaña a los hombres llegando a hacerse «exclusiva y tiránica» acabará 
derivando en intolerancia. 

Pero considera aún una especie más sobre la que carga toda culpabilidad: la «religión 
del sacerdote» a la califica como «tan visiblemente mala que sería perder el tiempo tratar 
de demostrarlo». 

Habiendo, por lo tanto, concluido que cualquier manifestación religiosa, ya intervenga 
o ya se abstraiga de los asuntos públicos de la sociedad civil, tiene una tendencia a 
derivarlo todo a su propio ámbito, generando una sociedad paralela de fieles que, además 
de ciudadanos, dinamitarían la cohesión social por causa de sus creencias o impondrían 
las mismas al conjunto social, concluye en la conveniencia de instituir una religión civil: 
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«Hay, pues, una profesión de fe puramente civil, cuyos artículos corresponde fijar al 
soberano, no precisamente como dogmas de religión, sino como sentimientos de 
sociabilidad, sin los cuales es imposible ser un buen ciudadano o un buen súbdito». Esta 
forma de religión es muy conveniente, en tanto sirve de impulso moral unificador de la 
conciencia de la ciudadanía que, a través de ella, defendería como propios los intereses 
del Estado. 

Implicaría la tolerancia con cualquier credo que no contradiga los principios del 
Estado y no antepongan ningún derecho de exclusividad. En conclusión, pensamos con 
Possenti que: «La religión civil del Contrato social es un dogma cívico, pensado para 
atribuir una base intelectual unitaria al Estado»46. 
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2. LAICO, LAICIDAD Y LAICISMO. 
APROXIMACIÓN TERMINOLÓGICA 


¿Qué es la laicidad? ¿Qué es el laicismo? El debate sobre la laicidad del Estado y las 
instituciones impregna la actualidad social, política, jurídica, cultural, teológica y 
filosófica. Nada más hay que comprobar el creciente número de publicaciones que estos 
últimos años han sido editadas tratando, directa o colateralmente, este asunto. Las voces, 
más o menos autorizadas, se pronuncian incesantemente en los medios de comunicación, 
haciendo un uso indistinto de la terminología. Se confunden ámbitos y términos: Estado 
aconfesional, Estado laico, sociedad laicista, cultura secularizada... ¿Qué designan 
estas expresiones? La respuesta no es unívoca. Lejos de encontrar un significado 
definitivo y aclaratorio, el estudio de la numerosa bibliografía a la que se ha recurrido 
nos hace considerar, sin pretensiones relativistas, que todo depende de quien emplee la 
expresión. 

Es habitual que un intelectual o un político haga uso de expresiones que gradualmente 
deban especificar. Con laicidad quiero designar... Entendemos por laicismo... Las 
actitudes laicistas son aquellas que... Este estudio se desarrolla en un ámbito 
conceptualmente resbaladizo y en un terreno que está en plena batalla conceptual. Si 
alguien pensó que la Ilustración había agotado el asunto de las relaciones con el 
fenómeno religioso y su influencia en el pensamiento, la política y la cultura se equivocó 
extraordinariamente. Hoy se debate a diario, y cada cual expone sus connotaciones. En 
las líneas que siguen intentaré, y sólo intentaré, acotar el territorio discursivo con la 
finalidad de orientar ulteriores polémicas. 


Origen etimológico y evolución del término /aico 


El recurso originario más eficaz a la hora de clarificar un concepto es la etimología. El 
origen etimológico de un término nos ayuda a perfilar, con extraordinaria exactitud, qué 
se quiere designar. Así, hay que decir que, laicidad procede de la palabra griega laos 
cuyo significado es pueblo. En este sentido hay que destacar que los griegos tienen otro 
vocablo que prácticamente es sinónimo: démos. 

Al sustantivo griego laós se le añadiría el sufijo ¡kos para designar, dentro de un 
pueblo, en el sentido de conjunto de personas, a aquellos que son de una categoría 
distinta a la de los jefes. Es decir, a los que no están dentro de la estructura de poder, lo 
que actualmente podríamos designar como ciudadano. De esta manera démos vendría 
referida inicialmente al lugar, pero también a los sujetos con capacidad de participación 
política. A decir de Peña-Ruiz: «Laico es, pues, el sujeto del pueblo que no es 
distinguido por ninguna misión, por ningún privilegio, por ningún poder sobre el 
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prójimo»l, tanto en los ámbitos civil como religioso. 

Posteriormente, con la irrupción del cristianismo en el mundo romano, la Iglesia fue 
configurando su estructura, conforme a las responsabilidades que en ella se asumen. Así 
los laicos pasarían a ser aquellos que no son parte de jerarquía eclesiástica formada por 
los sacerdotes. Esta concepción romana, que derivaría posteriormente en la 
configuración social de los estamentos medievales de la Cristiandad, seguiría igual 
suerte. En la cúspide de la estructura piramidal estaría el clero, y en la base el laicado o 
pueblo fiel. 

Por lo tanto, la cultura cristiana adquiere la significación griega originaria del 
sustantivo laico, incorporando el término, en época romana, para designar genéricamente 
a aquellos que no forman parte de la estructura jerárquica de la Iglesia; pero no por ello 
laico es un término contrario a religioso en sentido teológico o filosófico y, ni siquiera 
organizativo. Dentro de la comprensión eclesial, el laicado goza de su propio estatuto, 
«y su propio lugar tienen señalado los demás sacerdotes, y ministerios propios incumben 
a los levitas; el hombre laico, en fin, por preceptos laicos está ligado»(DS 42) 2. 
Posteriormente, en la historia de la Iglesia, el término sigue siendo utilizado con idéntico 
sentido, es decir, para designar al conjunto de los fieles de la Iglesia, que se distinguen 
de la jerarquía en sus deberes y funciones. Martín V, en la Bula /nter cunctas, cuestiona 
a wicleffitas y hussitas: «Si cree que es lícito a los laicos de uno y otro sexo, es decir, a 
hombres y mujeres, predicar libremente la palabra de Dios»(DS 687). Con lo cual no se 
refiere más que al hecho de resaltar la disparidad de funciones que, dentro de la 
comunidad cristiana, adquieren los distintos estamentos, sin que esto suponga oposición 
alguna. 

Con el Concilio Vaticano II, el laicado adquiere una mayor relevancia en cuanto a la 
participación organizativa de la Iglesia, siendo exhortados, en numerosas ocasiones, a 
realizar tareas dinamizadoras que supongan una cooperación activa para la implantación 
terrenal del reino de Cristo, tomando iniciativas asociacionistas y compromisos 
formativos. La Constitución pastoral Gaudium et spes dedica un importante apartado a 
los aspectos antes citados. Y el Decreto Apostolicam actuositatem está expresamente 
dedicado al apostolado seglar en la Iglesia. Ciertamente, se ha cambiado aquí el término 
laico por seglar pero, según se desprende de la lectura de los documentos conciliares, 
podemos afirmar sin temor a equivocarnos, que la significación es indistinta. Igualmente 
el Código de Derecho Canónico designa con el nombre de laicos a esa gran parte de la 
Iglesia que no está implicada en el ministerio sacerdotal, es decir, que no forma parte del 
clero, pero que como fieles, tienen su estatuto dentro de la Iglesia. Si bien quedan 
explícitamente definidos en la Constitución conciliar Lumen Gentium: 


Con el nombre de laicos se designan aquí todos los fieles cristianos a excepción de los miembros del orden 
sagrado y de los del estado religioso aprobado por la Iglesia. Es decir, los fieles que, en cuanto incorporados a 
Cristo por el bautismo, integrados al Pueblo de Dios y hechos partícipes, a su modo, de la función sacerdotal, 
profética y real de Cristo, ejercen en la Iglesia y en el mundo la misión que a ellos corresponde (LG, 31). 


Como cabe comprobar, a partir del Concilio Vaticano II se desarrolla toda una 
«teología del laicado» asociada al término laicidad y que, en principio, tampoco aparece 
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esencialmente escindido de la esfera eclesial. La laicidad sería, pues, la función y 
estatuto propio del laico en el ámbito de la Iglesia. Prácticamente desde el siglo 1 de 
nuestra era hasta nuestros días, en el ámbito de la cultura católica el término laico ha 
permanecido inalterado. Si bienJoseph Ratzinger aporta una significación reciente que 
señala como desconocida en la lengua alemana pero emergente en la esfera latina. Laico 
es lo distinto a creyente. Éste es un fenómeno comprendido como un cisma aparecido en 
el siglo xix. La sociedad se escinde en dos ámbitos en pugna suponiendo una fractura 
profunda en la conciencia europea. Es fruto del surgimiento del Estado secular «que 
abandona y deja de lado la garantía divina y la normatividad divina del elemento 
político, considerándolas como una visión mitológica del mundo» y que en consecuencia 
relegará a Dios al ámbito de lo privado y con ello del sentimiento,no de la razón3. Laico, 
por lo tanto, llegará a ser así, lo que no está imbuido por el espíritu religioso. 


Laicidad 


Una connotación diferente, es la que adquiere el término laicidad en la Modernidad 
filosófica, a veces nombrada explícitamente, las más de las veces buscando su posible 
desvelamiento a partir de los procesos en que se ve inmersa. Tolerancia es, por ejemplo, 
el principio evocado por John Locke para referirse a la laicidad. La libertad de 
conciencia de los individuos que conforman la sociedad civil no puede ser condicionada 
por el poder estatal. Éste, a su vez debe constituir el entramado jurídico y político al 
margen de las confesiones religiosas. En su Carta sobre la tolerancia,Locke antepone 
las bases constitutivas de una sociedad y un Estado asentados sobre los principios de no 
intromisión en el ámbito de la conciencia personal, asociada a las creencias religiosas. 
La laicidad es, pues, ese principio de libertad de conciencia. 

Entre los intereses civiles del Estado no encontramos la regulación religiosa, ni las 
autoridades religiosas pueden ni deben intervenir en los asuntos propios del Estado. La 
tolerancia y la libertad exigen una delimitación de funciones y ámbitos, mientras que la 
práctica política exige la separación de las mismas. Ahí radica el inicio del pensamiento 
laicista. Por lo cual me atrevo a afirmar que la laicidad, fuera del ámbito eclesiástico 
anteriormente expuesto, es un asunto político. 

Pero también es un principio epistémico. La razón ilustrada ya no está sometida a 
criterios ajenos; no son los principios ontológicos los que informan el conocimiento 
humano y tampoco los fundamentos trascendentes de origen teológico. El saber no es un 
proceso heredado del pasado, sino el descubrimiento de la reglas de la naturaleza que se 
hace cooperante en la emancipación del hombre que las acoge gozoso de saberse 
conocedor y, en cierta medida, controlador de las mismas. La Ilustración está impulsada 
por el lema sapere aude. La imparable idea de progreso, presente en el espíritu ilustrado, 
implica la acción creadora del hombre, en tanto que es constitutiva del saber. La 
filosofía, no es ya descubridora de lo escondido sino creadora. Cuanto hay de firme en la 
naturaleza, ya está siendo descubierto por la ciencia. Aparece la autoexigencia de saber 
con atrevimiento que, esta carencia radical de justificación trascendente de la conducta 
humana, ese vacío de sacralización del mundo fuera de la conciencia humana, cuanto 
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hay de firme en el hombre, solo puede ser hecho desde su libertad: «dos cosas llenan el 
ánimo de admiración y respeto, siempre nuevos crecientes cuanto más reiterada y 
persistentemente se ocupa de ella la reflexión: el cielo estrellado sobre mí y la ley moral 
dentro de mí»4. Nadie como Kant supo compendiar tan poéticamente todo el espíritu de 
la Ilustración. «El cielo estrellado sobre mi» se corresponde con el mundo visto desde la 
Crítica de la Razón Pura. La naturaleza se manifiesta fenoménicamente y la razón tiene 
sus límites mas allá de los cuales no hay conocimiento. Por eso no hay un auténtico 
saber metafísico. Por eso la ciencia desplazará el saber filosófico que, en el caso de Kant, 
queda reducido a una teoría del conocimiento. «La ley moral dentro de mí» ofrece el 
verdadero giro copernicano del saber moral. La normativa moral ya no es un elemento 
extrínseco a la conciencia del sujeto ya que no es admisible otro catalizador diferente a 
una voluntad autónoma. Ni Dios, ni los códigos humanos, ni los posibles perjuicios, son 
el elemento determinante de la ética formal; sólo el sujeto y su conciencia configuran el 
universo moral. Esto podría ser llamado con acierto filosofía de la laicidad. 

Para intelectual italiano Claudio Magris ——<quizá más en la línea originaria y 
pragmática del liberalismo naciente— la laicidad «no es un contenido filosófico, sino un 
ámbito mental, la capacidad de distinguir lo que es demostrable racionalmente de lo que 
en cambio es objeto de fe —sin tener en cuenta adhesión o falta de adhesión a tal fe— y 
de distinguir las esferas y los ámbitos de las distintas competencias»5. El discurso de 
Claudio Magris está inmerso en la interesante exposición de lo que significa ser laico. La 
laicidad aparece como un principio de autoexigencia para el individuo occidental que 
debe constituirse con una «profunda moralidad». «Laico es quien sabe abrazar una idea 
sin someterse a ella, quien sabe comprometerse políticamente conservando la 
independencia crítica [...] quien está libre de idolatrar y de desacralizar»6. En definitiva, 
para Magris la laicidad aparece como una actitud vital y con ello intelectual, donde el 
individuo ha asumido su responsabilidad última ante la historia y ante el devenir de los 
acontecimientos. No es una actitud de enfrentamiento sino de integración. La tolerancia 
está asumida en el motor mismo de la conciencia personal que eclosiona respecto a toda 
experiencia externa o interna. Asumirse, dentro de la red de relaciones y conocimientos 
en los que la vida nos sumerge ineludiblemente. La posición de Magris es moderada y 
abiertamente incluyente. La laicidad supone un ámbito de apertura personal, un espacio 
de conciliación crítica y avance que promueva actitudes integradoras y conscientes de la 
importancia que supone el legado cultural procedente del cristianismo. 

Otras corrientes más beligerantes consideran, sin embargo, que la laicidad supone un 
principio de independencia de los actores políticos respecto a los actores religiosos y 
viceversa, que está más o menos asentado y más o menos asumido por las partes. Frente 
a una cultura impregnada, en sentido amplio, de la cosmovisión religiosa adscrita a una 
determinada confesión —si bien la laicidad generalmente viene asociada a la Iglesia 
católica— Díaz-Salazar la define como: «La autonomía del Estado, de la política, de la 
conciencia moral, de la educación y de la vida espiritual. Una autonomía con 
fundamento ético que se establece frente a la dominación y colonización de estas esferas 
por las Iglesias, las religiones y las ideologías...»7. Por lo tanto, hay que ver en ciertas 
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corrientes una actitud necesariamente refractaria frente a la praxis religiosa. La laicidad 
es aquello que se define «frente a». Distinguiendo dos dimensiones: la política y la 
cultural. La primera «rechaza las concepciones sacras del poder político y la 
confesionalidad estatal», mientras la segunda «se basa en el libre pensamiento, en la 
autonomía moral individual y en la libertad de conciencia»8. 

Tenemos pues tres referentes a la hora de considerar qué sea actualmente la laicidad. 
Una actitud vital, y por ende, intelectual; una posición política y una posición cultural. 
Peña-Ruiz no considera que la laicidad tenga tanto que ver con la religión en sí «sino con 
su régimen de derecho en la esfera pública»9. Aquí, la laicidad sería entendida como la 
promoción de las medidas políticas y jurídicas, que delimitan la actuación de la Iglesia a 
la esfera de lo privado, en cuanto a su influencia en la configuración de la conciencia 
personal, pero también en cuanto institución. Angelo Scola, representante del ámbito 
católico, en su análisis sobre las dimensiones que la laicidad adquiere en el momento 
presente, también señala abiertamente hacia la dimensión política. La laicidad del Estado 
supondría para éste «la no identificación con ninguna de las partes implicadas [...] sean 
religiosas o laicas»10, lo cual no supone indiferentismo respecto a la identidad ni a la 
cultura. Precisa que laicidad y aconfesionalidad tampoco son términos sinónimos ni 
necesariamente incluyentes. En el transcurso de las relaciones Iglesia-Estado en los 
países europeos, la tensión de las partes exigen acusadas matizaciones, pero entiende que 
la laicidad debe suponer la búsqueda del diálogo y el entendimiento cooperativo entre 
los estados y la Iglesia. En este sentido, Benedicto XVI, en su visita a Francia el año 
2008, resalta la «la bella expresión laicidad positiva para designar esta comprensión más 
abierta», utilizada por el mandatario francés, e insta a una nueva reflexión sobre el 
significado auténtico y sobre la importancia de la laicidad ya que en el momento 
presente: 


Es fundamental, por una parte, insistir en la distinción entre el ámbito político y el religioso para tutelar 
tanto la libertad religiosa de los ciudadanos, como la responsabilidad del Estado hacia ellos y, por otra parte, 
adquirir una más clara conciencia de las funciones insustituibles de la religión para la formación de las 
conciencias y de la contribución que puede aportar, junto a otras instancias, para la creación de un consenso 
ético de fondo en la sociedad] 1. 


A tenor de lo expuesto en las líneas anteriores podríamos sintetizar la laicidad como la 
situación de no imbricación de los asuntos públicos con los asuntos religiosos. Lo cual 
implica una separación efectiva entre la Iglesia y el Estado. Manteniendo, ambos, sus 
respectivas esferas de actuación, pero abiertas al diálogo y a la cooperación en aquellas 
situaciones en la que se puedan requerir mutuamente. El objetivo de la laicidad será, 
sobre todo, mantener la independencia estatal respecto a doctrinas religiosas oO 
ideologías. 


Laicismo 


No obstante, el avance en el escrutinio conceptual que nos llevó del sustantivo laico a 
laicidad nos debe hacer reparar en el no menos polémico concepto de laicismo. El siglo 
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xix y la primera mitad del siglo xx están condicionados por los «ismos». Es el tiempo de 
las ideologías, que tan funestas consecuencias han desatado en los últimos ciento 
cincuenta años de nuestra historia: comunismo, fascismo, nazismo... También podemos 
asociar los ismos al arte de vanguardias. Recordemos que, las vanguardias artísticas, 
suelen presentarse, casi en su totalidad, a través o a partir de un manifiesto de 
pretensiones culturales pero con trasfondo ideológico. Si las ideologías entraron en ocaso 
con el declive del siglo xx, cuesta ahora estar abiertos a nuevas tendencias sustantivadas 
con este sufijo ¿es el laicismo una ideología? 

Según la Real Academia Española el sufijo i¡smo es usado para formar sustantivos que 
suelen significar doctrinas, sistemas, escuelas o movimientos. Así entendemos que 
laicismo sería el sustantivo que designa el movimiento promotor de la laicidad. O tal vez 
el sistema de pensamiento basado en los principios de la laicidad. También podríamos 
entender el laicismo como la doctrina política, social y cultural que se asienta en las 
bases de la laicidad. Qué duda cabe de que como actitud de promoción de la laicidad, el 
laicismo está caracterizado como un aparato ideológico. El laicismo es la ideología de la 
laicidad. Y como tal ideología debe contar con un fuerte aparato conceptual y un elenco 
de pretensiones. En el lenguaje común, aunque los eruditos del tema no llegan a ponerse 
de acuerdo en esto, parece que laicismo tiene una connotación negativa pues asumiría 
actitudes radicalizadas del principio de laicidad. Así, por ejemplo, leemos u oímos 
acerca del «azote laicista», «activismo laicista» o «legislación laicista» poniéndonos — 
no sé si oportunamente o no— alerta acerca de qué actitudes, activismo o cambio 
legislativo sea ése que se avecina ¿Es oportuno, entonces, distinguir entre laicidad y 
laicismo? Si con las páginas precedentes nos quedó medianamente claro qué sea la 
laicidad, procuraremos exponer, en las líneas siguientes qué es el laicismo. 

A tenor de lo que venimos desarrollando parece que, el laicismo, es un movimiento de 
reacción. La propuesta laicista tiene su origen en una comprensión global de la historia, 
especialmente de la historia de Europa, fuertemente marcada por la filosofía de la 
«sospecha». No se trata, en realidad, de aplicar tal o cual metodología de los maestros de 
la sospecha, ni de adscribirse dogmáticamente a sus postulados, sino de tener como 
punto de partida una actitud reactiva frente a algo. Ese algo es, precisamente, el 
fenómeno religioso europeo y, con mayor concreción, la Iglesia católica romana. La 
comprensión general de los laicistas, que suelen establecer su origen histórico en el 
movimiento ilustrado del siglo xvii, sostiene que el desarrollo de la humanidad se ha 
visto funestamente entorpecido por la influencia de la Iglesia. El catolicismo parece 
haber estado detrás de todas y cada una de las conciencias europeas como elemento 
frustrante del desarrollo científico y cultural, infiltrándose en las estructuras de poder 
para perpetrar, con ello, sus ansias de dominio. Detrás del elemento religioso, relegado a 
mera superstición, no hay más que la inventiva premeditada y alevosa de la clase 
sacerdotal que pretende minar las inocentes conciencias del pueblo para ejercer el 
dominio en favor de los intereses propios, políticos o de clase. Por eso, el laicismo se 
manifiesta siempre como una fuerza reactiva y liberadora, redentora me atrevería a 
decir, frente a las instituciones religiosas occidentales. 
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El profesor Díaz-Salazar —y este es un supuesto bastante consensuado— define el 
laicismo como «un movimiento ideológico, social y político que tiene como finalidad la 
instauración de la laicidad»12. Entre las pretensiones básicas del laicismo no estaría el 
rechazo de la Iglesia ni de la religión, sino «la libertad y la soberanía del individuo 
concebidas como libertad de conciencia y como autonomía moral con fundamento ético. 
El laicismo proclama la necesidad de la tolerancia activa, el respeto a las diferencias y el 
reconocimiento del pluralismo moral»13. Aunque no todos los laicistas son tan 
benevolentes. El mismo autor reconoce que: 


Bastantes laicistas plantean como un imperativo acabar con la hegemonía cristiana e incluso con cualquier 
tipo de influencia cristiana en la sociedad, aunque sea fruto de la implantación sociocultural de esta religión. 
Además, suelen pronunciar un discurso claramente antirreligioso, pues en el fondo se considera que la religión 
es una enfermedad que hay que aislar dentro de unas iglesias concebidas como centros hospitalarios para 
enfermos culturales14. 


Otros autores manifiestamente comprometidos con el ideario laicista, pronunciarán su 
discurso en torno a la reivindicación de la separación entre las Iglesias y el Estado 
haciendo hincapié en la exigencia del cese de todos los privilegios que atribuyen la 
Iglesia católica en Españal5. Hay que entender que, desde esta perspectiva, el objetivo 
del laicismo va más allá de la mera configuración personal del sujeto emancipado de los 
idearios religiosos o morales extrínsecos. También va más allá de la regulación de las 
relaciones del Estado con las confesiones religiosas en claves de autonomía mutua. 

Erigido en una suerte de movimiento redentor de las sociedades democráticas 
enraizado en el ideal ilustrado, el laicismo «no admite ni el adoctrinamiento en dogmas 
niel fanatismo doctrinario ni sectario»16, algo con lo que cualquier ciudadano medio 
podría coincidir. Lo que no parece quedar tan claro es el catalizador usado por los 
laicistas para designar tales fenómenos. ¿Qué dogmatismos? ¿Qué sectarismos? ¿Quién 
es fanático? Evidentemente Cifuentes aclara que el laicismo no pretende conformarse 
como «una nueva religión civil del Estado laico que se quiera imponer a todos los 
ciudadanos; no es la profesión de una fe antirreligiosa ni una ideología totalitaria del 
Estado contra las religiones, las convicciones religiosas o las creencias religiosas»17. 
Más, por otra parte, reconoce que «los autores franceses evitan siempre hablar de 
“laicismo” porque algunos lo consideran sinónimo de “hostilidad hacia la religión”, de 
“sectarismo laicista”»18. En el amplio estudio que Díaz-Salazar realiza sobre el tema 
que nos ocupa, el laicismo toma connotaciones no muy deseables por lo que prefiere el 
uso del término laicidad al resultar más suave que laicismo. 

Ahora bien, tampoco cabe hablar genéricamente de laicismo pues podemos distinguir 
diversos niveles, especialmente en Francia, terreno propicio para un debate en el que se 
ha visto inmerso el resto de Europa, donde se prefiere optar por el uso de la palabra 
laicidad por resultar menos agresiva. El filósofo italiano Vittorio Possenti resalta que en 
general el laicismo, a diferencia de la laicidad, no se limita a sostener la autonomía de la 
esfera civil respecto a la religiosa sino que, considerando que la religión no es un factor 
positivo, pretende recluirlo al ámbito de lo estrictamente privado. La política debe 
librarse de toda contaminación religiosa, relegando a los creyentes a un plano diferente, 
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aparte de la esfera política lo cual conduce, al final, a una restricción de la libertad 
religiosal9 que es visto con considerable recelo desde los ámbitos católicos, 
pretendidamente excluidos del debate público por parte de los laicistas mejor 
posicionados. 

Claudio Magris también desarrolla su discurso sobre la base de esta distinción 
metodológica, a saber, la existente entre la laicidad y el laicismo. Magris es un 
intelectual italiano al que me atrevería a calificar de progresista moderado y situado 
conceptualmente en la órbita de la laicidad, considera que el laicismo supone una 
amenaza para el espíritu laico, en la medida que puede venir cargado de actitudes y 
propuestas intolerantes, poniendo a la razón en «peligro de desnaturalizarse en la mera 
racionalidad». Recordemos que la tolerancia está en la base misma del discurso de la 
laicidad, así lo veíamos en Locke y así ha sido expresado por los teólogos reformistas 
como Calvino. Pero —observa Magris— que en la actual amalgama en la que está 
inmerso el debate cultural de nuestros días aparece «el laicismo como opinión difusa y 
dominante, [que] puede convertirse en indiferencia, en olvido del sentido de lo sacro y 
del respeto, en renuncia a la decisión personal y a la independencia de juicio»20. La 
indiferencia, es el contravalor temido por Magris, quien teme la pérdida del sentido de la 
laicidad por vía de la intolerancia. Si el discurso laico, lo hemos visto anteriormente, 
sobreviene a la historia a través de la tolerancia, la indiferencia se muestra contraria a 
ésta pues se escuda en la falacia de «la intercambiabilidad de cualquier cosa por 
cualquier otra»21, lo cual no entra legítimamente en el discurso de la laicidad. El 
laicismo —afirma— «es un término usado para designar una arrogancia agresiva 6 
intolerante, opuesta y especular a la del clericalismo»22. 


Niveles laicistas 


Los especialistas en laicidad señalan a Francia como la base experimental más 
apropiada en el análisis del laicismo. La tradición que hunde sus raíces en la filosofía y 
la política de la Ilustración, con sus consecuentes recelos intelectuales y regulaciones 
normativas, hacen de Francia el paradigma de la laicidad. En los siglos xix y xx esta 
realidad ha tomado distintas vertientes que van desde la más condescendiente con el 
fenómeno religioso, al más radicalizado enfrentamiento. Distingamos genéricamente tres 
niveles: 


a. Laicismo religioso: generalmente de raíz cristiana. Ésta forma primigenia de laicismo 
manifiesta cierto reconocimiento de las aportaciones que el cristianismo ha dado a la 
historia de la humanidad. Suelen tener una tendencia que parte del análisis cultural del 
cristianismo y de la figura de Jesús de Nazaret, disociada del carácter divino que 
adquiere en la práctica religiosa. De esta manera, la visión de la propuesta socio- 
antropológica que creen ver en el mensaje jesuano23 se convierte en un posible 
paradigma moral ejemplificante para la sociedad contemporánea, sin que esto conlleve 
exigencia religiosa alguna. Por otro lado, hay autores que reconocen que la actual 
cultura laicista nace en el ámbito cristiano y que, en consecuencia, es deudora del 
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cristianismo. 

Ὁ. Laicismo anticlerical y antirreligioso O laicismo de exclusión: viene a manifestarse 
como una suerte de ateísmo militante que reivindica la secularización radical de la 
sociedad. Visto como una ideología, sus manifestaciones históricas han pasado por 
diferentes fases que van desde la violencia (recordemos los distintos episodios que se 
han vivido en España desde el siglo xrx)24, hasta las diferentes campañas 
propagandísticas que pretenden aminorar el impacto religioso en la sociedad 
(publicidad, instancia a la apostasía legal, etc.). «Se defiende un modelo de Estado 
laicista que excluya a la religión y a las Iglesias de la vida pública. Como mucho se 
tolera la práctica individual o comunitaria de la religión»25. 

c. Laicismo de neutralidad: básicamente pretende impedir la influencia de la religión y 
de las instituciones religiosas en la vida pública, propugnando la neutralidad del Estado 
ante cualquier creencia, confesión o filosofía. No tiene pretensiones de asumir 
iniciativas que conculquen el derecho de libertad de conciencia de la ciudadanía y se 
declara compatible con posiciones ideológicas que carezcan de  trasfondos 
metafisicos26. 


Programa laicista 


Aunque, con todo lo expuesto anteriormente, podemos entresacar con claridad cuáles 
son las pretensiones del ideario laicista, no podemos dejar de dedicar un apartado a 
enumerar brevemente algunos de los aspectos en los que después profundizaremos. La 
laicidad o el laicismo tiene como referente el modelo francés cuyos objetivos son: 


a. Separación Iglesia/Estado: la configuración del ordenamiento político plantea una 
legislación que establezca los límites de actuación mutua. 

b. Privatización de la religión: como consecuencia de esos límites de actuación de las 
instituciones religiosas en el ámbito público, toda práctica y planteamientos deben 
mantenerse, para subsistir, en el ámbito de lo privado. 

c. Promoción de la educación pública y laica: la educación es uno de los fundamentos 
del ideario laicista pues la configuración profunda del nuevo diseño social que plantea 
tiene como objeto primordial la formación de los educandos como nuevos ciudadanos 
siguiendo su proyecto antropológico. 

d. Moral social laica: derivada de la práctica social normativa, emanada del Estado, se 
generarán leyes. Esas leyes derivarán en otros tantos problemas éticos cuya 
fundamentación religiosa resulta inadmisible. 

e. Constitucionalización laica de la república: precisamente la constitución francesa es 
la única que contempla expresamente la laicidad del estado. De ahí, se tratará de 
establecer una trama normativa que haga efectivo, en todos los ámbitos de la vida, este 
principio. 
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3. LA PROYECCIÓN POLÍTICA DEL PRINCIPIO 
DE LAICIDAD 


La materialización histórica del principio de laicidad ha tenido y sigue teniendo 
múltiples manifestaciones. Dejando de lado las persecuciones perpetradas por los 
regímenes marxistas en el siglo xx, los cuales aún siguen persiguiendo a la Iglesia; la 
constitución de las democracias occidentales —desde su creación— suponen numerosas 
variantes que ilustran perfectamente los distintos niveles de compromiso que adquiere el 
principio de la laicidad. En este capítulo no pretendemos mostrar cuál sería la discusión 
filosófico-política de la acción normativa de los estados democráticos del siglo xxi (a la 
cual dedicaremos un capítulo completo analizando las concepciones de Rawls, 
Habermas y Ratzinger). Mi pretensión es mucho más modesta y se enmarca en el 
desarrollo de la reconstrucción histórica que vengo desarrollando. La reflexión sobre la 
realidad circundante puede llevarnos a la conclusión de que, entre las múltiples formas 
de clasificación, la más eficaz es la cronológica y que, precisamente, el devenir de los 
acontecimientos y su interpretación hermenéutica, son la conjunción más razonable para 
comprender nuestro presente. Por ello me propongo exponer, con no menos rigor que 
brevedad, cuál ha sido el impacto de la laicidad en las constituciones norteamericana, 
francesa y española de 1978. 


El constitucionalismo norteamericano: in God we trust 


El proceso revolucionario europeo del siglo xvm tiene como modelo de referencia el 
proceso de independencia y posterior constitución de los Estados Unidos de América. El 
nacimiento del «mundo libre», derivado de las colonias transatlánticas de Inglaterra, 
suscitaría la creación de un «orden nuevo» en el ámbito político y social. Nacería una 
nueva nación, fruto de la expresa voluntad política de los colonos. El problema previo a 
la Revolución americana giraría en torno a la dotación de un marco institucional común 
aceptable, donde las colonias siguieran ejerciendo su autonomía interior. A mediados de 
siglo, el núcleo fuerte de conformación de los nuevos Estados Unidos gozaban de 
instituciones representativas a nivel colonial, pero sus actividades económicas eran 
gravadas con fuertes impuestos por parte de la corona británica, aunque en la metrópolis 
carecieran de representatividad parlamentaria. En 1774 Lord Mansfield establece el 
principio de que cuando sea otorgada una asamblea, desaparece el derecho de 
prerrogativa real a imponer tributos. 

En un ambiente social y económico efervescente, fruto de la iniciativa privada más 
que de las campañas estatales del Imperio Británico, las colonias revestían grandes 
diferencias en cuanto a origen geográfico y religioso de la población. Los nuevos 
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acontecimientos iban derivando en nuevos modelos de relación en las colonias. 
Evidentemente, de ahí tendría que surgir una reflexión política para orientar la 
configuración de las relaciones de una manera pragmática. Al fin y al cabo eran ingleses 
y pensaban como tales. Pronto, los escritores políticos americanos reconocerían la 
inspiración de autores ilustrados como Montesquieu o Rousseau, a los que pondrían al 
nivel de clásicos como Cicerón, pero sin olvidar el espíritu de la Constitución inglesa. 
Los pensadores políticos americanos, más que imbuidos del espíritu revolucionario, 
estaban influidos por la tradición antiautoritaria y contractualista inglesa, tan presente en 
su historia más reciente. 

En esta tradición se aprecia cierta desconfianza hacia la naturaleza humana, como es el 
caso de los escritos de Hobbes y Locke, así como la convicción de que el poder 
monopolizado puede tender a la corrupción. Recordemos que Locke, en el Segundo 
tratado del gobierno representativo, entendía que el Absolutismo monárquico 
funcionaba con tal arbitrariedad que devolvía al hombre al estado de naturaleza. Este 
último, es una pretendida referencia histórica ejemplificada con los pueblos de América 
a los que considera como un elemento empíricamente observable que conserva la 
condición singular de las relaciones prepolíticas. Por eso, los pensadores políticos 
americanos, buscarían una articulación ponderada del poder entre los diferentes 
miembros del cuerpo político, como vía imprescindible para garantizar la libertad. 
Influidos también por la crítica lanzada por el partido whig, de origen presbiteriano 
escocés; e imbuidos de un fuerte sentimiento religioso, los colonos manifestaron serias 
reservas hacia el poder. Jefferson llegaba a sospechar que los ingleses pretendían reducir 
las colonias a una situación de esclavitud. 

Los escritos y declaraciones norteamericanas, así como los documentos jurídicos de 
esta época, ponen de relieve una fuerte carga religiosa y, aunque la diversidad de credos 
y procedencia de los grupos colonizadores era más que notable, es de apreciar que el 
debate político sostuvo una apariencia uniforme en terminología y objetivos. En 1787 la 
Convención constitucional, donde se veían reflejadas una multitud de confesiones 
religiosas de origen cristiano, emitían la primera Constitución de los Estados Unidos de 
América. De este documento fundacional hallamos el que, posiblemente, es el punto 
fuerte del proyecto constitucional americano: su establecimiento bajo el signo de la 
laicidad, en un contexto de profundas raíces religiosas, en el que no se mencionaba a 
Dios en momento alguno. Con ello se establece la garantía de no inferencia religiosa 
entre los suscriptores del nuevo contrato social. Si el elemento religioso pudiera suponer 
algún tipo de disensión, con la omisión expresa en el texto constitucional, garantizamos 
las implicaciones estrictamente políticas. El pueblo se situaba en lugar preeminente 
como legislador y soberano único y plenipotenciario. 

Será en la primera enmienda donde se haga explícita la aconfesionalidad del estado y 
la garantía de la libertad de conciencia: «El Congreso no hara ley alguna con respecto a 
la adopción de una religión o prohibiendo el libre ejercicio de dichas actividades; o que 
coarte la libertad de expresión o de la prensa, o el derecho del pueblo para reunirse 
pacíficamente, y para solicitar al gobierno la reparación de agravios». Si bien 
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«consagra en “negativo” el derecho fundamental de la libertad religiosa al vetar al 
Congreso la posibilidad de dictar ley alguna que prohíba el ejercicio de la religión»!. 

Por lo tanto, la omisión expresa de cualquier mención a Dios, y la ausencia de 
reconocimiento religioso alguno, sumados a la primera enmienda, ubica el proyecto 
político norteamericano en una situación novedosa al tratarse de la primera nación 
nueva, fundada mediante el recurso a los principios básicos de gobierno. No obstante, la 
neutralidad confesional del Estado no derivaba en una política de exclusión de la religión 
del ámbito público. De hecho el himno de los Estados Unidos, escrito en 1814 por 
Francis Scott Key y declarado himno nacional por el Congreso en 1931, reconoce el 
sentimiento religioso como una de las virtudes nacionales del pueblo norteamericano en 
los últimos versos de la última estrofa: in God we trust. 

Este lema, que aparece en el himno y que fue adoptado por el estado de Florida, quedó 
reflejado en las monedas de dos centavos acuñadas en 1864 no siendo oficialmente 
adoptado por el Congreso hasta 1956. El lema sigue apareciendo actualmente en el papel 
moneda norteamericano sin que por ello se produzca enfrentamiento social alguno. 


Toqueville en La Democracia en América [consideraba que] una condición esencial para que se mantuviera 
unida esta formación constitutivamente quebradiza y fuera posible un orden de libertades en libertad vivida en 
común era, a juicio del gran pensador político, el que en América seguía viva la conciencia moral fundamental 
alimentada por el cristianismo protestante, la cual constituía el fundamento que sustentaba las instituciones y 
mecanismos democráticos2. 


El principio de laicidad establecido sobre la base política de la tolerancia 
norteamericana no parece haber pasado, tal y como hemos comprobado, por el activismo 
laicista de erradicación de los símbolos religiosos ni de la idea de Dios. 


De la católica Francia a la República laicista 


Los títulos de reconocimiento religioso que a lo largo de la historia han sido atribuidos 
por la Iglesia católica al país vecino no han sido pequeños. Sin embargo, en el afán de 
plasmar el proyecto revolucionario en una normativa constitucional que asiente las bases 
definitivas de la libertad política y de conciencia, ha hecho de Francia el baluarte 
paradigmático del laicismo en su versión contemporánea. Por eso, en el presente 
apartado, analizaremos la historia y el presente de la situación del laicismo francés. Una 
de las fuentes que mayor consideración merece, a la hora de interpretar simultáneamente 
el pasado y el presente del laicismo francés será el Informe Stasi. La Comisión Stasi 
inició sus trabajos el 3 de julio de 2003 y estaba compuesta por 20 miembros de 
diferentes orígenes y formaciones profesionales, constituyendo la base de un proyecto de 
ley, de iniciativa gubernamental, que fue aprobado el 10 de febrero de 2004 por la 
Asamblea Nacional francesa: 


Desde que Jacques Chirac asumió solemnemente la responsabilidad de la mayoría de los análisis y 
propuestas hechos por la Comisión Stasi, ha quedado claro que la opinión pública francesa en su gran mayoría 
es favorable a la concepción a la vez muy fuerte y muy nueva del laicismo presentado por el presidente de la 
República. Olvidamos demasiado que el laicismo nunca se ha definido, porque la ley de 1905, obra maestra de 
la política laica, es sencillamente una ley de separación de las Iglesias y el Estado, de reconocimiento de las 
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primeras por el segundo, pero también de no financiación por parte del Estado de las Iglesias y de sus diversas 
actividades, entre ellas las capellanías en los institutos, los hospitales y las prisiones3. 


¿Cuál ha sido esa evolución que ha experimentado el laicismo francés? «La 
afirmación del principio de laicidad en el ordenamiento jurídico francés ha 
experimentado diversas fases [...] la doctrina francesa ha individualizado cuatro 
momentos»4: a) la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, b) la Loi 
Ferry de 1882 durante la Tercera República, c) la ley de 1905 de separación de las 
Iglesias y el Estado y d) la Constitución de 1958 que declara expresamente el principio 
de laicidad del Estado francés. Intentaremos reseñar brevemente cada una de ellas dentro 
de su debida dimensión. 

Tras las convulsiones sociales y políticas, por todos conocidas, las Cortes Generales 
acaban nombrando, en julio de 1789, una Asamblea constituyente que daría origen a la 
primera constitución europea de la edad contemporánea. La Asamblea constituyente 
había elaborado —ya lo vimos en el capítulo anterior— la Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano, que establecería las bases jurídicas sobre las que se 
construiría el nuevo modelo de Estado Nacional francés y, cuyo artículo décimo venía 
orientado a consagrar la libertad religiosa y de conciencia: «Nadie debe ser incomodado 
por sus opiniones, inclusive religiosas, a condición de que su manifestación no perturbe 
el orden público establecido por la ley». Esta declaración hacía efectiva la libertad de 
conciencia como principio político, para cuya garantía el Estado establecería los límites 
de la actividad pública de la Iglesia católica, sin que por ello el principio espiritual de 
reconocimiento de la existencia de Dios quedara desplazado en el nuevo proyecto. 

Así, el propio texto constitucional, en su preámbulo, sitúa a la Asamblea constituyente 
«en presencia del ser supremo», dentro de un ideario marcadamente deísta que no 
desechaba la creencia religiosa en la inspiración constitutiva del orden público pues, aún 
al margen de los compromisos confesionales, el preámbulo consagraba los subsiguientes 
artículos al testimonio de la divinidad, cualquiera que ésta fuera. Podría entenderse éste, 
en principio, una vertiente negativa del principio de neutralidad estatal tal y como viene 
a ser consagrado en la declaración de principios como en el propio texto constitucional. 
Pero también hay que tener en cuenta la situación de la Iglesia católica tras el 
establecimiento de su nuevo estatuto jurídico en este mismo periodo: la Constitución 
civil del clero, que supondría el intento revolucionario de establecer una pretendida 
religión civil bajo los auspicios de una ¡glesia nacional. Hasta aquí se podría delimitar el 
primer momento. Pero la realidad francesa respecto al hecho religioso, especialmente en 
lo concerniente a la Iglesia católica vería acontecer un vertiginoso avance de actitudes 
laicistas. 

El proceso de restauración reconciliaba a la Revolución con el trono de Francia pero, a 
la vez, era más libre para desempeñar su particular batalla contra la Iglesia. En el siglo 
xix y primeros del siglo xx los afanes laicistas ya quedaban perfilados de una manera muy 
similar a como se defienden actualmente: 


1879: exclusión del clero de las comisiones administrativas de los hospitales y de las oficinas de beneficencia. 
1880: supresión de las capellanías militares. Prohibición a los magistrados de asistir en corporación a las 
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procesiones del Corpus. Supresión de la enseñanza religiosa en los exámenes. 

1881: Supresión de la enseñanza religiosa en las escuelas de párvulos. Secularización de los cementerios. 

1882: El crucifijo es quitado de las escuelas. Supresión de los capellanes de los Liceos. Prohibición de la 
enseñanza religiosa en las escuelas primarias. 

1883: prohibición a las tropas de aparecer en formación en las ceremonias religiosas. 

1884: supresión de la oración en la apertura del Parlamento. Supresión de los capellanes en los hospitales y de 
la inmunidad de los clérigos con respecto al servicio militar. 

1886: exclusión de las congregaciones religiosas de la enseñanza pública. Organización de la escuela laica. 

El 9 de diciembre de 1905: separación de la Iglesia y del Estado. 

1907: supresión de los capellanes de Marina y de la fórmula «Dios proteja a Francia», inscrita en las monedas 


po 


hasta entonces... 


51 nos detenemos brevemente en la ΠῚ República francesa, la laicidad es una doctrina 
de combate en los ámbitos filosófico-políticos cuya pretensión primordial será el 
confinamiento de la práctica religiosa al ámbito de lo privado. Entendiendo la 
importancia de la educación, como uno de los fundamentos esenciales del nuevo 
régimen, la laicidad se especifica jurídicamente en un compendio de leyes destinadas a la 
creación de un modelo de escuela laica que aplicará un pretendido principio de 
neutralidad a través de la escuela pública. Se trata de la Loi Ferry de 1882. A partir de 
aquí podemos considerar el paso del segundo al tercer momento del proceso histórico- 
jurídico del laicismo francés. 

La Ley de 9 de diciembre de 1905 establecía la separación de las Iglesias y el Estado, 
planteando dos problemas básicos: de un lado la República reconocía la libertad de 
conciencia personal y con ello, de culto. Pero de otro no reconocía, pagaba ni 
subvencionaba culto alguno, lo cual derivaba en una situación grave para la Iglesia 
porque, al no reconocérsele personalidad jurídica, no era sujeto de derecho haciéndose, 
por lo tanto, necesario encontrar a alguien que asumiera la titularidad de sus bienes pues, 
en caso contrario, pasarían a ser propiedad del Estado. La ley establecía que habrían de 
constituirse unas asociaciones de culto para tal efecto. Los edificios de culto pasarían a 
ser propiedad del Estado o de los ayuntamientos que los pondrían a disposición de dichas 
asociaciones6. 

El episcopado francés rechazó unánimemente esta ley por considerarla enteramente 
injusta y el papa Pio X la condenó mediante dos encíclicas, ambas aparecidas en 1905, 
pronunciándose en la encíclica Vehementer nos en los siguientes términos: 


Nos, por la suprema autoridad que de Dios tenemos, reprobamos y condenamos la ley sancionada que 
separa de la lelesia a la República Francesa, y ello por las razones que hemos expuesto: porque con la mayor 
injuria ultraja a Dios, de quien solemnemente reniega, al declarar por principio a la República exenta de todo 
culto religioso; porque viola el derecho natural y de gentes y la fe pública debida a los pactos; porque se 
opone a la constitución divina, a la íntima esencia y a la libertad de la Iglesia, porque destruye la justicia, 
conculcando el derecho de propiedad legítimamente adquirido por muchos títulos y hasta por mutuo acuerdo, 
porque ofende gravemente a la dignidad de la Sede Apostólica, a nuestra persona, al orden de los obispos, al 
clero y a los católicos franceses. Por lo tanto, protestamos con toda vehemencia contra la presentación, 
aprobación y promulgación de tal ley y atestiguamos que nada hay en ella que tenga valor para debilitar los 
derechos de la Iglesia, que no pueden cambiar por ninguna fuerza ni atropello de los hombres (DS 1995). 


La ley situaba a la Iglesia en una encrucijada. Las citadas asociaciones de culto debían 
ser laicas y, por ello, estar sujetas únicamente a los poderes civiles. No solo dispondrían 
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de los bienes eclesiásticos, sino que también serían las organizadoras del culto católico. 
La situación obligaba a la Iglesia a aceptar las condiciones o perderlo todo. El papa Pio 
X fue inflexible y en 1908 el gobierno francés procedía a la incautación de todos los 
bienes eclesiásticos. 

La culminación normativa de la ideología laicista francesa vendría a plasmarse en la 
Constitución de 1958, actualmente vigente, en cuyo artículo primero declara 
explícitamente la laicidad del Estado: «Francia es una República indivisible, laica, 
democrática y social que garantiza la igualdad ante la ley de todos los ciudadanos sin 
distinción de origen, raza o religión y que respeta todas las creencias». 

S1 bien —como hemos visto— la historia del laicismo francés, desde las normativas 
emanadas de instancias Estatales no constitucionales siempre había ejercido una política 
abierta de combate contra la Iglesia, hay que reconocer que en cuanto a las declaraciones 
de principio, siempre ejerció una neutralidad negativa en el sentido de poner límites al 
ejercicio del poder para garantizar la libertad de conciencia y la libertad de culto. El 
viraje que presenta la Constitución de 1958 sí supone la adopción de un ideario, tal vez 
no definido explícitamente, pero si promovido por la República. No es ya, por lo tanto, 
un principio de neutralidad negativa, como se deriva de la segunda parte del artículo 
primero, referente al respeto de la diversidad de origen, raza, religión o creencia, lo cual 
quedaría dentro del ámbito de la «tolerancia» constitucional. Ante todo, Francia ha sido 
definida como una república laica, adscribiendo positivamente el Estado a un ideario 
(ideología) que, si bien no quedaba claramente definido, sí recurría ya a una consolidada 
tradición que se remonta al proceso revolucionario del siglo xvm. 

Cabría hablar ahora de un quinto momento, el momento presente en el que el debate 
sobre el laicismo vuelve a tomar plena vigencia cuando, en el año 2003 el presidente de 
la República Jacques Chirac, encarga a Bernard Stasi la coordinación de una Comisión 
ad hoc, con el propósito de definir y aplicar el principio de laicidad. 

Curiosamente la valoración que en el año 2003 hace la comisión Stasi sobre la ley de 
1905, como normatividad previa a la constitución vigente, ejerce el punto definitivo de 
inflexión en el proceso de secularización política y, sobre todo, social. De los meros 
criterios de laicidad neutral que cabría suponer en los estados democráticos actuales, la 
valoración supone la aclamación del laicismo: 


La dissociation de la citoyenneté et de l”appartenance religieuse est affirmée; la religion perd sa fonction 
d'instance de socialisation officielle; enfin la France cesse de se définir comme nation catholique tout en 
renoncant au projet d'une religion civile républicaine. Cette séparation est douloureusement ressentie par 
beaucoup de Francais et suscite de nombreux conflits. Aprés l'épreuve partagée de la premiere guerre 
mondiale, la paix religieuse est rétablie avec l'accord de 1924 entre le Saint-Siége et le gouvernement 
francais7. 


Los expertos que elaboraron este informe vienen a expresar que la ley de 1905 es el 
momento culminante, no ya de la disociación jurídico-política entre la Iglesia y el Estado 
sino —y este es un extraordinario paso cualitativo— la pretendida disociación «entre 
ciudadanía y pertenencia a una religión», valoración que supondría algo así como 
disociar el Estado de la sociedad civil. Con esta arriesgada polarización parece 
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reconocerse expresamente que los creyentes, o aquellos que están adscritos a un credo 
religioso, son relegados socialmente a un estatuto aparte en el conjunto de la ciudadanía. 
Como señala el profesor Ollero: 


La actitud laicista reposa en efecto en un doble motivo. Por una parte, niega en la práctica la condición de 
ciudadano al creyente. Si dice algo, habrá que dar por supuesto que es porque desde arriba le han dicho que lo 
diga. Lo discrimina con ello, al negarle toda capacidad de pensar por cuenta propia, o de arbitrar 
autónomamente entre las diversas soluciones que cabe diseñar al servicio de idénticos principios8. 


Evidentemente, hay que ser honestos con el informe valorándolo en su conjunto. En 
los apartados siguientes viene a establecer una delimitación teórica de lo que se pretende 
que sea el principio de laicidad. Supone la comisión y, ésta es una idea común entre los 
promotores del laicismo, que el principio de laicidad es consustancial a las democracias 
liberales contemporáneas; es decir, ser demócrata supone ser laicista y viceversa. 
Partiendo de esa premisa, la laicidad es uno de los valores esenciales de la vida política 
contemporánea y es presentado como el elemento garante de la armonía social y la 
tolerancia. Si las claves de la transformación social de nuestro tiempo está en la 
integración de los ciudadanos procedentes de otras culturas, la laicidad es, para el 
Informe Stasi la panacea de la integración social. 

Dos son los fundamentos básicos que conciernen a la laicidad: neutralidad del estado y 
libertad de conciencia9. 

«La neutralidad del Estado es la primera condición de la laicidad»10; lo que nos 
lleva a dos implicaciones consecuentes, derivadas de esa neutralidad. La primera está 
inserta en el mismo artículo constitucional y hace referencia a la igualdad legal de 
origen, raza o religión. El principio de laicidad vendría indisociablemente unido a la 
igualdad como garante de la efectividad legal de la misma. En consecuencia, hay que 
garantizar también la apariencia de los servicios públicos para que los usuarios no duden 
de la neutralidad, para lo cual restringe la libertad de manifestación de opciones 
personales de los empleados públicos: 


Toute manifestation de convictions religieuses dans le cadre du service est interdite et le port de signe 
religieux l'est aussi, méme lorsque les agents ne sont pas en contact avec le public. Méme pour l'accés ἃ des 
emplois publics, l”administration peut prendre en compte le comportement d'un candidat ἃ l'accés au service 
public, s*il est tel qu'il révele l'inaptitude ἃ l'exercice des fonctions auxquelles il postule dans le plein respect 
des principes républicains] 1. 


En lo concerniente al régimen fiscal, el punto de partida es la ley de 1905 pero se 
aboga por el ejercicio de «acomodos razonables» que en materia económica permita a 
cada cual ejercer su libertad religiosa. 

El segundo pilar jurídico del Estado laico es la libertad de conciencia, lo cual 
históricamente se ha contemplado como un derecho negativo o de no intervención estatal 
sobre las iniciativas privadas de personas o grupos, con la consecuente salvedad de que 
no suponga alteración del orden público. 

Hasta aquí quedaría expuesto el perfil básico del la República Francesa en la 
actualidad. Evidentemente si ésos son los pilares sobre los que se fundamenta el 
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reconocimiento constitucional del principio de laicidad. Ahora bien, sobre la aplicación 
de ese principio en los diversos ordenamientos jurídicos que vertebran la vida social y 
política de un país, cuales son la educación, la sanidad, el ordenamiento civil, etc., serán 
tratados en el capítulo posterior. 


El laicismo en España 


Antecedentes históricos del laicismo español:La Π República 


Es necesario dedicar un apartado a la situación actual de las relaciones Iglesia-Estado 
en nuestro país, prescindiendo, en gran medida, de realizar una síntesis histórica —como 
ha sido el caso del laicismo francés— de la aplicación del principio de laicidad en la 
España contemporánea. El caso francés merecía un especial detenimiento como 
precursor genérico del laicismo europeo y, por lo tanto, como obligado punto de 
referencia, también para España. No es que el laicismo español no sea importante, para 
nosotros es muy importante; sin embargo la historia del mismo es tan extensa y rica en 
pormenores que sería objeto de grandes estudios. Baste mencionar que el laicismo 
español, en gran medida deudor del francés, ha venido tradicionalmente de la mano de 
un acusado anticlericalismo que, desde el siglo xix, ha derramado mucha sangre. En 
cuanto a los documentos normativos, hay que decir que entre la Constitución confesional 
de 1812 y la restauracionista de 1876, acontecieron «casi diez cambios constitucionales, 
situados cada cual la mayoría de las veces en el polo más radicalmente opuesto al 
anterior y al siguiente»12. Por eso insisto en que no es momento ni lugar para exponer, 
ni siquiera someramente, los procesos que desde la invasión francesa de 1808 hasta el 
final de la Guerra Civil han dado lugar a episodios de encuentros y desencuentros entre 
la Iglesia española, el Estado y la sociedad. Baste señalar que «a lo largo del siglo xix la 
Iglesia sufrió privatización de sus bienes, censura a su enseñanza doctrinal, supresiones, 
exclaustraciones, destierros, asesinato de un buen número de religiosos como el que tuvo 
lugar en Madrid en julio de 1834...»13. En cuanto a los acontecimientos desarrollados 
durante la Il República y la Guerra Civil, de sobra son conocidos y cada uno puede 
recurrir a la bibliografía que sea de su mayor agrado. No pretendo con ello borrar el 
pasado y pasar página, la bibliografía publicada al respecto es inmensa y generalmente 
bien documentada, pero este no es, ni pretende ser un estudio histórico, sino de 
evolución conceptual y consecuencial en el pensamiento contemporáneo. 

Mas por ello, no puedo dejar de pararme en los antecedentes legislativos más 
próximos a nuestra actual Constitución de 1978. Si la «memoria histórica», actualmente 
legislada y sancionada, establece que los episodios de continuidad democrática toman su 
fundamento en la Segunda República española (1931-1939), será ahí donde debamos ver 
las fuentes de las que bebe nuestro Parlamento, en el cual está representada la soberanía 
del pueblo español. El asunto religioso, en el pensamiento político de los años treinta, no 
es un tema de segundo orden. Muy al contrario, si analizamos el texto constitucional de 
1931 la palabra religión o religioso aparece muchas veces en el orden que seguidamente 
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se expone: 
Artículo 3.” El Estado español no tiene religión oficial. 


Artículo 25. No podrán ser fundamento de privilegio jurídico: la naturaleza, la filiación, el sexo, la clase 
social, la riqueza, las ideas políticas ni las creencias religiosas. 


Artículo 26. Todas las confesiones religiosas serán consideradas como Asociaciones sometidas a una ley 
especial. 

El Estado, las regiones, las provincias y los municipios, no mantendrán, favorecerán, ni auxiliarán 
económicamente a las lelesias, Asociaciones e instituciones religiosas. 
Una ley especial regulará la total extinción, en un plazo máximo de dos años, del presupuesto del clero. 
Quedan disueltas aquellas Órdenes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos 
canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legitima del Estado. Sus bienes serán 
nacionalizados y afectados a fines benéficos y docentes. 
Las demás Órdenes religiosas se someterán a una ley especial votada por estas Cortes Constituyentes y 
ajustada a las siguientes bases: 


1.* Disolución de las que por sus actividades, constituyen un peligro para la seguridad del Estado. 

2.” Inscripción de las que deban subsistir, en un Registro dependiente del Ministerio de Justicia. 

3.” Incapacidad de adquirir y conservar, por sí o por persona interpuesta, más bienes que los que, previa 
justificación, se destinen a su vivienda o al cumplimiento directo de sus fines privativos. 

4.“ Prohibición de ejercer la industria, el comercio o la enseñanza. 

5.” Sumisión a todas las leyes tributarias del país. 

Los bienes de las Órdenes religiosas podrán ser nacionalizados. 


Artículo 27.La libertad de conciencia y el derecho de profesar y practicar libremente cualquier religión 
quedan garantizados en el territorio español, salvo el respeto debido a las exigencias de la moral pública. 

Los cementerios estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción civil. No podrá haber en ellos separación 
de recintos por motivos religiosos. 

Todas las confesiones podrán ejercer sus cultos privadamente. Las manifestaciones públicas del culto habrán 
de ser, en cada caso, autorizadas por el Gobierno. 

Nadie podrá ser compelido a declarar oficialmente sus creencias religiosas. 

La condición religiosa no constituirá circunstancia modificativa de la personalidad civil ni política, salvo lo 
dispuesto en esta Constitución para el nombramiento de Presidente de la República y para ser Presidente del 
Consejo de Ministros. 


Artículo 41. ...No se podrá molestar ni perseguir a ningún funcionario público por sus opiniones políticas, 
sociales o religiosas... 


Artículo 48. El servicio de la cultura es atribución esencial del Estado, y lo prestará mediante instituciones 
educativas enlazadas por el sistema de la escuela unificada. 

La enseñanza primaria será gratuita y obligatoria. 

Los maestros, profesores y catedráticos de la enseñanza oficial son funcionarios públicos. La libertad de 
cátedra queda reconocida y garantizada. 

La República legislará en el sentido de facilitar a los españoles económicamente necesitados el acceso a todos 
los grados de enseñanza, a fin de que no se halle condicionado más que por la aptitud y la votación. 

La enseñanza será laica, hará del trabajo el eje de su actividad metodológica y se inspirará en ideales de 
solidaridad humana. 

Se reconoce a las Iglesias el derecho, sujeto a inspección del Estado, de enseñar sus respectivas doctrinas en 
sus propios establecimientos. 


Como puede ser constatado el asunto religioso no es baladí para la constitución 
republicana, ni para la sociedad, ni la intelectualidad del momento. En seis artículos 
constitucionales se tocan las relaciones Iglesia-Estado desde los puntos de vista más 
diversos. En el artículo 3% se consagra de manera normativa la aconfesionalidad del 
Estado, el artículo 25 viene a garantizar la igualdad de todos los españoles no pudiendo 
ser privilegiado nadie por los motivos expuestos, entre los que se cuentan los religiosos. 
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El artículo 26 es el más polémico pues regula la actividad de la Iglesia a nivel 
institucional. Además del férreo control sobre el patrimonio material de la Iglesia, se 
establece la disolución de la Compañía de Jesús, ya que incorpora el cuarto voto de 
obediencia directa al papa, confiscando sus bienes en favor del Estado. 

Del resto de prohibiciones, probablemente, la que más afecta a la Iglesia sea la del 
ejercicio de la enseñanza, no tanto por las consecuencias económicas que conlleva, 
cuanto por los límites que se imponen a la libertad de enseñanza para los docentes, para 
los alumnos y para las familias. 

En el artículo 48 se emplea explícitamente el término laico para designar el modelo 
educativo público promovido por el Estado, constituyendo con ello al laicismo, como un 
principio decisivo para la ideología oficial y dominante. 

Sin duda, a juzgar por el número de artículos en que se trata el asunto religioso en la 
Constitución de 1931, hay que considerar la gran relevancia del mismo en el panorama 
político e intelectual español. El laicismo quedaba ideológicamente consolidado a través 
de su imposición normativa. La ilusión ilustrada de procurar «una Iglesia libre en un país 
libre» quedaría relegada para otro momento de la historia. A decir de Cifuentes: «La 
Segunda República española consagró el modelo laico de Estado en todas sus facetas y 
hasta las últimas consecuencias. Y ello lo hizo de tal modo que se puede decir que aplicó 
un modelo laicista anticatólico, más que un modelo laico y aconfesional»14. «Tanto es 
así que, doctrinalmente, se apunta que aunque la Constitución de 1931 proclamara la 
libertad religiosa y de cultos, la posición de las Constituyentes ante las confesiones 
religiosas, y muy especialmente hacia la Iglesia católica, era de gran animadversión»]S5. 

Sobre la consecuente persecución religiosa perpetrada en los años republicanos no 
queremos hacer más mención que el enorme número de beatos y santos que la Iglesia ha 
tenido a bien elevar a los altares. Todos ellos, habiendo padecido probado martirio por su 
fe, y solo por su fe, fueron víctimas de la barbarie anticlerical desatada en los años 
treinta, auspiciada por las izquierdas16 y consentida por los distintos gobiernos. Señala 
Cuenca Toribio que: 


La opinión pública se radicalizaba y el ministerio azañista no reducía su marcha anticlerical. Se incurrirá en 
un craso error de perspectiva el olvidar que una vez proclamada laica, la República carecía de otra opción que 
la de desenvolver y aplicar las leyes y decretos que así la configurasen; pero no cabe disimular que tal camino 
se anduvo, como expresara el politólogo más creador del siglo xx español, con «exceso de agresividad» [...] 
Del plano normativo debe descenderse al impacto de esta legislación a la conciencia popular. Al llegar la 
primavera de 1932 la sociedad española vivía ya inmersa en un clima de relativo laicismo jurídico17. 


Sobre los cambios del acontecer político de España, como es bien sabido, tras el 
vencimiento del General Franco en abril de 1939, se instauró un régimen dictatorial de 
corte autoritario personalizado en la figura del Caudillo, con varias etapas bien marcadas 
según los avatares históricos del mundo y de España pero que, de alguna manera, 
mantuvo un hilo conductor en lo que se ha dado en llamar nacionalcatolicismo. Sea 
como fuere, la historia reconoce que España vuelve a ser una nación que compromete su 
confesionalidad católica, con reconocimiento expreso de la tolerancia religiosa y, 
durante más de un decenio, se desarrolló en un ambiente restauracionista nunca visto en 
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la Europa del siglo xx18. El Fuero de los españoles de 1945 asentaba en su artículo 6”: 


La profesión y práctica de la religión católica, que es la del Estado español, gozará de la protección oficial. 
Nadie será molestado por sus creencias religiosas ni el ejercicio privado de su culto. No se permitirán otras 
ceremonias ni manifestaciones externas que las de la Religión oficial. 

En consonancia con el Fuero, la Ley de Principios del Movimiento Nacional de 1958 
establecería en su artículo II que «la Nación española considera como timbre de honor el 
acatamiento de la Ley de Dios, según la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica 
y Romana, única verdadera y fe inseparable de la conciencia nacional, que inspirará su 
legislación». Convirtiéndose así en uno de los principios básicos del régimen franquista 
el invocar el principio de autoridad emanado de la Iglesia católica, cuyas relaciones se 
regularían a través de 1 Concordato de 1953, 

El nacionalcatolicismo comenzaría a decaer en el mismo momento en que la 
denominada tecnocracia tomara las riendas del régimen de Franco, justo en la década de 
los sesenta en pleno desarrollismo económico y apertura hacia las influencias culturales. 
Por otro lado, el Concilio Vaticano HU y las consecuentes crisis post-conciliares, serían 
asunto para extensos estudios pero simultáneamente a la aplicación del denominado 
«espíritu del Concilio» vendría también la decadencia y muerte de Franco y su régimen 
en 1975. La restauración de la monarquía en la figura de Juan Carlos I y el cambio 
político, nacido del propio régimen, nos traería el sistema de libertades democráticas que 
disfrutamos gracias a la Constitución española de 1978. 


La España democrática: ¿Estado aconfesional o Estado laico? 


Probablemente la transición ha sido el acontecimiento político español, de la historia 
del siglo xx, más admirado y reconocido internacionalmente. El paso del régimen del 
general Franco a la España democrática que, a través de un pacífico proceso 
constituyente se ha dotado a sí misma de una Constitución garante de los derechos y 
libertades de los españoles, en una sociedad moderna y conforme a los Declaración 
Universal de los Derechos Humanos ha supuesto, para todos, asumir el gran reto de la 
convivencia presente y futura, en un clima de reconciliación nacional con perspectivas 
de formar algo nuevo y estable. La Constitución española materializa la concordia 
definitiva de los españoles en favor de valores democráticos con proyección universal. 
Pero, en esa España de reconocida influencia católica, ¿cómo se contemplan las 
relaciones Iglesia-Estado en nuestra Constitución? 

La respuesta no es nada fácil. Como en otros ámbitos de la vida social y política 
española, más de treinta años después de la proclamación de nuestra Carta Magna hay 
actitudes políticas y grupos de presión social que reclaman cambios. Una vuelta de 
tuerca que sitúe las cosas en su sitio, en lo referente a aspectos que quedaron 
aparentemente resueltos en el llamado «espíritu de la transición». El tema de la laicidad, 
en España, es uno de ellos y, en principio, el proyecto laicista cuenta con cierta 
interpretación de los textos constitucionales a partir de los cuales, de manera similar a lo 
que recientemente ha hecho el país vecino con el Informe Stasi, se pueda concretar en la 
legislación española el principio de laicidad. Pero, ¿qué dice la Constitución?: 
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Artículo 16. 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más 

limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la 

ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas 

de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las 

demás confesiones. 

Este artículo dividido en tres apartados establece lo siguiente: la primera parte 
prefigura el ámbito normativo que pretende regular, es decir, señala las libertades 
individuales y colectivas en lo referente a las ideologías, a las religiones y al culto 
religioso. El segundo apartado, de carácter restrictivo, va dirigido a impedir las 
injerencias estatales y particulares en el ámbito de la conciencia personal; la última parte 
va dirigida a establecer la neutralidad estatal respecto a las confesiones religiosas y a 
reconocer el espíritu de apertura para la colaboración con las mismas y en especial con la 
Iglesia católica. 

Las libertades ideológica y religiosa parecen recibir, por parte del legislador, un 
tratamiento paralelo; por lo que hay que considerar, a partir de aquí, dos derechos 
fundamentales, tratados bajo el mismo nivel axiológico bajo el cual reside la libertad de 
conciencia que, sin embargo, no viene expresamente definida en el texto constitucional. 
Ideología y religión reciben un mismo y equiparado tratamiento jurídico; ahora bien, por 
ideología no cabe entender cualquier opinión emanada del individuo sino aquellas ideas 
que puedan adquirir el rango de auténticas convicciones, que afecten a las 
comprensiones morales de las personas. Ideología y religión, paralelamente, mantienen 
un mismo estatuto ontológico en tanto que, de ambas, deriva el consecuente estatuto 
axlológico. 

La ambigiedad que se impuso en la discusión y redacción de algunos pasajes del artículo 16 suscitaría 
debates en torno a la interpretación que debía darse a los mismos. Para ciertos sectores, el precepto no 
garantizaba la aconfesionalidad con la rotundidad que deseaban. Algunos veían en el artículo 16.3 una 
declaración de confesionalidad encubierta del Estado, mientras que otros entendían que expresaba 
perfectamente el nuevo estatuto laico del mismo pero con una fórmula retórica menos explícita. Frente quienes 
defendieron la necesidad de suprimir la mención expresa a la Iglesia católica en el artículo 16.3 para evitar 


cualquier indicio de confesionalidad encubierta, otros se postularon a favor de su mantenimiento, señalando 
que no concedía ningún privilegio particular y era acorde a la realidad social del momento19. 


Cabe entonces interpretar que el principio de laicidad, derivado del apartado tercero, 
en tanto a la aconfesionalidad del Estado, reviste un claro carácter de neutralidad 
positiva, en tanto asume un criterio de no inferencia estatal en las cuestiones de 
conciencia de la ciudadanía. El principio de neutralidad garantizaría que el Estado y la 
subsiguiente legislación no impone normativamente ningún presupuesto moral 
procedente de ideología o religión alguna. Pero, por otro lado, el Estado asume los 
posibles tratados con la Iglesia católica u otras confesiones para garantizar el ejercicio de 
la libertad religiosa. 

Ante este artículo podemos considerar dos líneas interpretativas. De un lado las 
posiciones que, atendiendo literalmente a la formulación recogida, no ven en él más que 
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el principio de aconfesionalidad del Estado. De otro lado, hay quienes partiendo de ese 
principio de aconfesionalidad, interpretan que en la voluntad del legislador está implícita 
la laicidad del Estado. Para Andrés Ollero «la Constitución de 1978 excluye tanto un 
modelo confesional, reiterado a lo largo de la historia española, como sus efímeras 
alternativas de separatismo en versión laicista»20. En sentido opuesto se pronuncia Ana 
Valero al entender que «el modelo de neutralidad confesional del estado diseñado por el 
Texto constitucional español responde a un modelo “laicidad positiva o abierta”»21. 

Estamos de acuerdo en que la aconfesionalidad Estatal, consagrada en el artículo 16.3 
de la Constitución española de 1978 implica cierto grado de laicidad de una manera 
práctica. Es decir, la aplicación del precepto constitucional lleva consigo la neutralidad 
del Estado y de las instituciones a la hora de aplicar la ley. Pero la neutralidad es un paso 
y el compromiso laicista es otro muy diferente. Si nos atenemos a la investigación sobre 
qué significan laicidad y laicismo —vistos en el segundo capítulo— podemos apreciar 
que una de las diferencias entre la primera y el segundo es el activismo. Esa actitud que, 
para quienes quieren considerar que la Constitución consagra la laicidad como valor sine 
qua non en el ejercicio efectivo de los valores democráticos, supone someter a la nación 
española a un marco ideológico de pretendido diseño social. 

El laicismo es un principio usado como caja de Pandora para neutralizar cualquier 
planteamiento ético, que escape de la formulación legal positivista generadora de nuevos 
supuestos derechos y garantía de nuevas supuestas libertades, en terrenos enormemente 
resbaladizos como son: la valoración de la vida humana en los momentos más delicados 
de la misma (nacimiento, muerte, fecundación, etc.); la regulación familia («matrimonio 
homosexual», adopciones) así como la legislación educativa. 

Por eso, cuando en el debate político y social se cuestionan estos aspectos, derivados 
de las nuevas legislaciones de diseño e ingeniería social, uno de los caballos de batalla 
que usan los políticos es el laicismo. Las anteriormente enunciadas, no son cuestiones 
que pasen inadvertidas a la sociedad. La ciudadanía, independientemente de las 
imposiciones políticas del pensamiento único, tiene conciencia y capacidad activa. Y es 
aquí donde entra en colisión el debate democrático. La democracia no puede ni debe 
reducirse a un procedimiento de designación de gobiernos por vía electoral. Reducir la 
democracia al momento electoral es negar al pueblo (demos), la capacidad de intervenir 
en los asuntos públicos, en sus asuntos. 

Y, nos guste o no, la conciencia moral está arraigada en cada uno de nosotros a partir 
de la cosmovisión libremente aceptada por quienes desde hace mucho llegaron a la 
mayoría de edad legal, práctica y espiritual. Está en el fondo mismo de la libertad de 
conciencia implícitamente reconocida en el artículo 26 de la Constitución a través de la 
libertad de ideología y religiosa, el conformar los criterios morales que rigen a cada 
individuo. Pero la legislación, no puede ni debe estar desprovista de un trasfondo 
axlológico. Sería falso legislar en virtud de un trasfondo cientificista. Y es aquí cuando 
la ciudadanía que no puede desvestirse de su sistema de valores según el pretendido 
«velo de la ignorancia» propuesto por Rawls, reclama individual y colectivamente ser 
escuchada. 
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Los creyentes están precisamente amparados en una instancia socialmente superior por 
su carácter institucional: la Iglesia católica. Cuando la Iglesia se pronuncia, su magisterio 
afecta única y exclusivamente a aquellos que libremente y en conciencia quieren 
sumarse a ella. ¿Qué problema hay —centonces— en los argumentos de la Iglesia? 
¿Acaso los creyentes no forman parte de la sociedad? Si, tal y como es la moda actual, 
hay diversos colectivos de la más variada condición que reclaman la posibilidad de ver 
reflejados en la sociedad democrática sus reivindicaciones o criterios, ¿por qué los 
católicos no pueden? 

El laicismo se antepone como principio colectivo de conciencia fuera del cual no 
habría convivencia democrática. Democracia, relativismo y laicismo parecen ir de la 
mano. No solamente reclama la legitimidad del campo del consenso sino que además 
impone las reglas de juego. Veamos cómo. 

En el magnífico estudio España laica, publicado por el profesor Díaz-Salazar se 
recogen las reivindicaciones de las asociaciones laicistas españolas. Tras haber estudiado 
las campañas, manifiestos, etc., de diversas asociaciones, compendió de manera genérica 
las siguientes y que resumimos de manera no literal: 


1. Impulsar iniciativas legislativas que recojan el pluralismo moral y religioso, pues la 
Iglesia no es el único referente moral en España. Se adscriben asociaciones en favor de 
la eutanasia, del aborto y colectivos homosexuales. 

2. Acabar con los privilegios de la religión católica que no debe recibir trato de favor por 
parte del Estado. 

3. Derogación del Concordato Iglesia-Estado vigente y eliminar la asignación tributaria a 
través del IRPF. 

4. Impulsar el laicismo escolar erradicando la enseñanza de la Religión en los centros 
públicos. 

5. Rechazar la creación de una asignatura no confesional de Religión, como alternativa o 
complementaria a la Religión. 

6. Escuela pública laica y neutral exenta de símbolos religiosos. Conciliación del ideario 
propio con quienes no lo comparten en los centros concertados. 

7. Introducción de dos nuevas asignaturas: Educación para la ciudadanía y Ciencia para 
el mundo contemporáneo. 

8. Derogación de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa de 1980. 

9. Asegurar el carácter neutral, aconfesional y laico del Estado a través de un Estatuto de 
la laicidad. 

10. Dentro del marco de una Ley de libertad de conciencia y religión, política de 
cooperación con organizaciones laicistas y confesiones religiosas. 

11. Reconocimiento de las subvenciones públicas a organizaciones religiosas siempre 
que no vayan destinadas al mantenimiento del clero ni del culto22. 


Muchas de estas reivindicaciones, señaladas anteriormente, ya han tenido cobertura 
legal: la reforma del Código Civil para reconocer legalmente la unión entre 
homosexuales —denominándola matrimonio— la ley que reconoce el aborto como un 
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derecho de la mujer, la progresiva retirada de símbolos religiosos en lugares públicos, las 
asignaturas Educación para la Ciudadanía y Ciencia del Mundo Contemporáneo 
incluidas en los planes de estudio en la LOE, etc. Podemos afirmar, por lo tanto, que nos 
encontramos actualmente en un Estado de tendencia laicista. 

Asociaciones como Europa Laica, además de suscribir los puntos anteriores en su Plan 
de acciones y campañas, contempla propuestas de mayor radicalidad que pasaría por la 
modificación constitucional (artículo 27.3) que consagra el derecho de los padres a 
escoger el modelo educativo que quieran para sus hijos. 

Por otra parte, el estudio de Cifuentes, reclama también la elaboración de un Estatuto 
de Laicidad cuyo punto principal «es que la ética pública garantice eficazmente la 
discreción y la protección de todos los ciudadanos en el ejercicio de sus convicciones 
religiosas y morales»23. También aboga por la revisión del concordato con la Santa Sede 
pues entiende no aplica adecuadamente el pretendido principio de laicidad. 


l Ana VALERO, Libertad de conciencia, neutralidad del Estado y principio de laicidad (Un estudio 
constitucional comparado), Ministerio de Justicia, Madrid, 2008, p. 44. 

2 Joseph RATZINGER, Verdad, valores, poder, Rialp, Madrid, 2006, p. 38. 

3 Alain TOURAINE, «El laicismo: ¿regresión o progreso?», El País, 29-12-2003. 

4 Ana VALERO, Libertad de conciencia, neutralidad del Estado y principio de laicidad (Un estudio 
constitucional comparado), Ministerio de Justicia, Madrid, 2008, p. 140. 

5 Jean OUSSET, Para que Él reine, Speiro, Madrid, 1972, p. 182. 

6 De manera anecdótica para ilustrar este hecho, cabe destacar que, muy avanzado el siglo XX, cuando la crisis 
postconciliar supuso la reacción del arzobispo francés Marcel Lefebvre y éste, y los sacerdotes de la Fraternidad 
Sacerdotal de san Pio X —por él fundada— fueron suspendidos ad divinis en primera instancia y separados de la 
comunión más tarde, ocuparon la iglesia parisina de Saint Nicolas du Chardonnet en virtud de la ley aquí referida 
y aún la usufructúan, contrariamente a las peticiones del arzobispo de París. 

7 Informe Stasi, 1.1. 

8 Andrés OLLERO, Un Estado laico. La libertad religiosa en perspectiva constitucional, Aranzadi, Pamplona, 
2009, p. 78. 


9 Informe Stasi, 2.2. 
10 Op. cit., 2.2.1. 


11 Ibíd., 2.2.1 

12 Antonio MONTERO, Historia de la persecución religiosa en España, BAC, Madrid, 2004, p. 3. 

13 Angel David MARTIN RUBIO, La cruz, el perdón y la gloria, Ciudadela, Madrid, 2007, p. 17. Cfr. Rafael 
Díaz-SALAZAR, España laica, Espasa, Madrid, 2008, p. 82. 

14 Luis María CIFUENTES; ¿Qué es el laicismo?, Laberinto, Madrid 2005, p. 121. 

15 Anna M, Pla Borx, «Libertad religiosa, aconfesionalidad del Estado y laicidad», En Xavier ARBÓS y otros 
(eds.), La Laicidad desde el derecho, Marcial Pons, Madrid, 2010, p. 157. 

16 Sobre la política laicista de Azaña y las referencias a las tesis izquierdistas más radicales en referencias 
bibliográficas cfr. Rafael DÍAZ-SALAZAR, España laica, Espasa, Madrid, 2008, p. 83. 

17 José Manuel CUENCA TORIBIO. «Laicismo y confesionalidad en las relaciones Iglesia-Estado de la España 
contemporánea». En Xavier ARBÓS y otros (eds), op cit., pp. 105-106. 

18 Stanley G. PAYNE, El catolicismo español, Planeta, Madrid, 2006, p. 227. 

19 Anna M, PLA Borx, «Libertad religiosa, aconfesionalidad del Estado y laicidad» en, Xavier ARBÓS y otros 
(eds.), op. cit., pp. 161-162. 


56 


20 Andrés OLLERO, Un Estado laico, Aranzadi, Pamplona, 2009, p. 21. 

21 Ana VALERO, Libertad de conciencia, neutralidad del Estado y principio de laicidad (Un estudio 
constitucional comparado), Ministerio de Justicia, Madrid, 2008, p. 161. En otro apartado dice explícitamente: 
«Tratando de evitar las discrepancias doctrinales planteadas en torno a la elección de uno u otro término, puede 
afirmarse, sin embargo, que existe un consenso generalizado en torno a la idea de que el modelo de relaciones 
entre el Estado y las confesiones religiosas fijado por la Norma suprema del 78, integra todos y cada uno de los 
elementos que integra el principio jurídico de la laicidad». Op. cit., p. 125. 

22 Cfr. Rafael DÍAZ-SALAZAR, España laica, Espasa, Madrid, 2008, pp. 123-124. 

23 Luis María CIFUENTES; ¿Qué es el laicismo?, Laberinto, Madrid 2005, p. 139. 
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4. UNA CONSTITUCIÓN PARA EUROPA 


Uno de los episodios más recientes de la historia de Europa ha sido el proyecto de 
promover un Tratado por el que se establece una Constitución para Europa, (en 
adelante Constitución Europea). Documento que no parte ex nihilo, pues vendría a ser la 
culminación del largo proceso de unificación de los Estados europeos desde que en 1951 
se creara la Comunidad Europea del Carbón y del Acero impulsada por Schuman. Desde 
aquella propuesta inicial, hasta la creación de la Unión Europea, pasando por la CEE, 
han sido muchos los tratados y decisiones internacionales que se han suscrito en un 
marco de cooperación económica que, más tarde, se extendería a los ámbitos social y 
político. Un nuevo proyecto político como éste, debía sostenerse sobre unas bases 
filosóficas contundentes y, los padres de la Unión Europea, así lo habían considerado 
porque «habían partido de una compatibilidad de la herencia moral del cristianismo y de 
la herencia moral de la Ilustración europea»l. Siempre bajo el criterio unívoco de 
asunción y proyección de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Unión 
Europea ha ido perfilando el marco de libertades que haga posible la convivencia plural, 
pacífica y en clima de cooperación entre los ciudadanos de Europa. Hay que destacar, 
especialmente, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, a la que 
podemos considerar el germen de la Constitución Europea, pues esta última la incorpora 
como Parte II del Tratado. Ésta se centraba, fundamentalmente, en el reconocimiento y 
protección de la dignidad humana como raíz de la futura Constitución. 

¿Cómo contemplaba la cuestión religiosa la Carta? El artículo 10 bajo el epígrafe 
«Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión», se reconoce a toda persona el 
derecho a «la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión [...] así como la 
libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en 
público o en privado, a través del culto, la enseñanza, las práctica y la observancia de los 
ritos»2. Derecho ampliamente consolidado en el artículo 14.3, sobre la educación, 
cuando dice que: 


Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de creación de centros 
docentes dentro del respeto a los principios democráticos, así como el derecho de los padres a garantizar la 
educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosófica y pedagógicas. 


Vistos así, el principio de laicidad quedaba enmarcado, en la práctica, a través de una 
neutralidad jurídica de no intromisión —salvo problemas de orden público—, y de 
garantías de la práctica y la manifestación religiosa en los ámbitos privado, público y 
educativo. Estos preceptos han sido asumidos por el Tratado, cuyo proceso de 
elaboración ha sido, resumidamente como sigue: 

El año 2001, la llamada Declaración de Láeken sobre el futuro de Europa, ponía la 
bases para la creación de una Convención europea, con el fin de promover, redactar y 
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aprobar la futura constitución; contemplando la apertura de un foro que ofreciera una 
cabida efectiva a los agentes sociales europeos, a los que estructuraría como una red de 
organizaciones a las que la Convención informaría regularmente, consultaría en temas 
específicos y cuyas aportaciones serían tenidas en cuenta para el debate. La Iglesia 
católica, y otras confesiones cristianas, serían parte de esas «organizaciones que 
representan a la sociedad civil» puesto que, en la mayor parte de los países miembros, se 
considera a las Iglesias como un componente más de la sociedad civil aunque, 
ciertamente, en la Declaración no se mencionaban explícitamente. El papa Juan Pablo Π 
en un discurso pronunciado ante el Cuerpo Diplomático acreditado ante la Santa Sede ya 
establecía las siguientes observaciones: 


Entre los motivos de complacencia se han de mencionar sin duda la progresiva unificación de Europa, 
simbolizada recientemente por la adopción de una moneda única por parte de doce Países. Se trata de una etapa 
decisiva en la larga historia de este Continente. Pero todo es tan importante que la ampliación de la Unión 
Europea sigue siendo una prioridad. Sé también que se piensa en la oportunidad de una Constitución de la 
Unión. A este respecto, es fundamental que se aclaren cada vez mejor los objetivos de esta construcción 
europea y los valores sobre los que ha de apoyarse. Es por esto que, no sin cierta pena, he visto que, entre los 
miembros que deberían contribuir a la reflexión sobre la «Convención» instituida durante la cumbre de Laeken 
el mes pasado, las comunidades de creyentes no han sido mencionadas explícitamente. La marginación de las 
religiones que han contribuido y todavía contribuyen a la cultura y al humanismo de lo que Europa está 
legítimamente orgullosa, me parece que son al mismo tiempo una injusticia y un error de perspectiva. 
¡Reconocer un hecho histórico innegable no significa en absoluto ignorar toda la exigencia moderna de una 
justa laicidad de los Estados y, por tanto, de Europa!3. 


Acerca de los motivos, para no mencionar a las confesiones religiosas en la 
Declaración de Láeken, no hubo respuesta alguna. Quiero hacer notar las palabras del 
Santo Padre cuando resalta, ante el cuerpo diplomático, no solo su pesar por causa de 
que el proyecto europeo ignorase deliberadamente a las Iglesias de Europa, sino su 
apelación a una «justa laicidad» que no contradice el reconocimiento histórico de la 
aportación del cristianismo a la cultura e identidad europeas. 

La Convención europea, presidida por Valery Giscard D”Estaing, contó con 105 
europarlamentarios y 102 suplentes. Esta Convención no tendría el carácter de instancia 
constituyente, sino sólo de órgano preparatorio. La Comisión redactora tuvo su sesión 
inaugural el 28 de febrero de 2002 y la clausura el 10 de julio de 2003. Aprobado en 
Roma el mes de junio del año 2004, vendría a reemplazar los Tratados Constitutivos y 
modificadores de la Unión, alcanzando un valor normativo similar a la constitución de 
un país, aspirando a ser la primera norma para 553 millones de europeos. Se trata de un 
tratado internacional y, consecuentemente, está sometido a las normas del derecho 
internacional que regulan las relaciones entre los Estados soberanos. Entre los objetivos 
de este Tratado, estaban el de definir la Unión Europea como unión de estados y 
ciudadanos con unos derechos fundamentales y armonizar establemente la legislación 
comunitaria en un documento jurídicamente vinculante. 

A finales de noviembre de 2002 los Obispos católicos de la COMECE junto a la 
Conferencia de Iglesias europeas trasladaron a la comisión un escrito en el que 
expresaban la conveniencia de que el Tratado refiera a la religión y a las Iglesias, siendo 
también entregado al presidente de la Comisión, Romano Prodi. Fueron varias las 
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formulaciones propuestas, por el papa y por los obispos, acerca de la identidad religiosa 
de Europa. También se instó a que la futura Constitución reconociera la personalidad 
jurídica de las Iglesias y las comunidades religiosas, lo cual fue compartido y apoyado 
por ortodoxos y evangélicos. 

Los resultados, de todos conocidos, no fueron favorables para quienes reclamaban la 
justicia histórica de reconocer en el cristianismo los valores fundacionales de Europa. 
Los sectores laicistas, temiendo que ese reconocimiento supusiera una «tutela intelectual 
del proceso de construcción política europea por parte de la Iglesia católica»4 decidieron 
no mencionar a Dios ni al cristianismo en el preámbulo. 

Por su parte, Juan Pablo Il, insistía en que la Iglesiano reivindicaba las antiguas 
fórmulas confesionales, pero no podía admitir el laicismo ideológico que generaba 
formas hostiles de separación entre las instituciones civiles y las confesiones religiosas: 


Quisiera recordar la pérdida de la memoria y de la herencia cristianas, unida a una especie de agnosticismo 
práctico y de indiferencia religiosa, por lo cual muchos europeos dan la impresión de vivir sin base espiritual y 
como herederos que han despilfarrado el patrimonio recibido a lo largo de la historia. Por eso no han de 
sorprender demasiado los intentos de dar a Europa una identidad que excluye su herencia religiosa y, en 
particular, su arraigada alma cristiana, fundando los derechos de los pueblos que la conforman sin injertarlos en 
el tronco vivificado por la savia del cristianismo?. 


Las asociaciones laicistas, por su parte, insistían en que no había que ceder en este 
punto y se afanaban por influir en el ambiente político de sus respectivos estados. El 
mapa de la discusión fue como sigue: la inclusión de la referencia al cristianismo se 
propuso formalmente por parte de Irlanda, Lituania, Malta, Polonia, Portugal, España y 
Eslovaquia; estos países fueron apoyados por: Italia, Hungría, Países Bajos y República 
Checa; mientras no plantearon objeciones Alemania, Austria, Luxemburgo; y se 
mostraron indiferentes Finlandia, Grecia y Eslovenia; manifestando finalmente su 
oposición Bélgica, Dinamarca, Estonia, Suecia, Gran Bretaña y Francia. 

La mayoría de los representantes de los países citados abogaban por la inclusión de 
una referencia al cristianismo como fuente espiritual de la identidad europea. Pero el 
disenso en la discusión llevó a tomar una decisión a favor de las posturas laicistas. En 
una primera redacción, se reconocían, sin embargo, «las corrientes filosóficas del siglo 
de las Luces» como fuente de inspiración, junto a las civilizaciones helénicas y romana6 
lo cual —evidentemente— fue visto como un tremendo agravio contra el cristianismo. 

Cabe resaltar que la Constitución recogía en el artículo 1-52 un estatuto jurídico para 
las Iglesias y organizaciones no confesionales que quedaba redactado de la siguiente 
manera: 

Artículo 1-52 Estatuto de las Iglesias y de las organizaciones no confesionales. 


1. La Unión respetará y no prejuzgará el estatuto reconocido en los Estados miembros, en virtud del Derecho 
interno, a las Iglesias y las asociaciones o comunidades religiosas. 

2. La Unión respetará asimismo el estatuto reconocido, en vir- tud del derecho interno, a las organizaciones 
filosóficas y no confesionales. 

3. Reconociendo su identidad y su aportación específica, la Unión mantendrá un diálogo abierto, transparente y 
regu lar con dichas Iglesias y organizaciones. 


En cuanto al proceso de aplicación de la Constitución también hubo disparidad de 
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criterios según los países. Habiendo sido convocada la ciudadanía, solo de algunos 
países —por vía de referendo el año 2005— para ratificar o no la voluntad de adhesión a 
la nueva Constitución Europea, los resultados de participación y aprobación fueron 
desiguales. 

En España, el Partido Socialista Obrero Español, el Partido Popular, Partido 
Nacionalista Vasco y Convergencia 1 Unió apoyaron el Tratado. La participación fue del 
44% de los que el 76,7% votaron a favor. En países como Francia, hubo un índice de 
participación del 69% votando en contra el 54,87%. Holanda también tuvo un alto índice 
participativo con el 63% y obteniendo el 61,6% de votos desfavorables a la adhesión. Es 
por ello que, al no haber unanimidad entre los países integrantes el proyecto quedó 
aplazado para mejor ocasión. 

Pero, como hemos visto, la propuesta no dejó indiferentes a los principales actores 
sociales europeos. Un tratado de esta envergadura, que vendría a tener prácticamente la 
eficacia de los procesos constituyentes que dieron origen a los diferentes estados 
nacionales occidentales, implicaba un profundo estudio sobre la imagen y proyección 
que se debía dar de Europa. A decir del Magistrado y vocal del Consejo General del 
Poder Judicial, José Luis Requero: «Los términos no son gratuitos y cuando se apela no 
a una modificación o refundición de los actuales Tratados sino a una Constitución para 
Europa, es que la empresa política es de primera magnitud», a través de la cual 
obtendríamos una norma destinada a «ordenar la convivencia, [y] debe reflejar la 
idiosincrasia, la cultura y la tradición en general, y jurídica en particular de una 
comunidad»”7. 

Retomando el problema del surgimiento e identidad de Europa, asunto que ha sido 
tratado en los más diversos ámbitos políticos e intelectuales, sobre todo en lo que va de 
siglo, hay que considerar seriamente la necesidad de volver a pensar y definir Europa, su 
thelos e identidad en tanto que ha sido y es fuente y vehículo de un modelo de 
civilización. En ese sentido, es de vital importancia la comprensión normativa que un 
Estado o conjunto de Estados recojan en su documento fundacional y que, a decir de 
Weiler, no puede renunciar, normalmente, a tres funciones cuales son: la de organizar los 
poderes del Estado y el reparto de competencias institucionales; definir y cualificar 
normativamente las relaciones entre los individuos y la autoridad pública; y finalmente, 
pero no menos importante, ser «una especie de depósito que refleja y custodia los 
valores, ideales y símbolos que comparte una determinada sociedad. Es, pues, un espejo 
de esa sociedad, un elemento esencial de su autocomprensión»8. La grandeza de miras 
exige, para Requero, «partir del nervio, del alma de HEuropa»9, remitiéndonos 
ineludiblemente a la comprensión histórica de las raíces de Europa y del proyecto 
presente, lo cual exige una necesaria mención al cristianismo, como base fundamental 
forjadora de la cultura europea. ¿Puede entenderse Europa sin la filosofía griega, sin el 
derecho romano y sin la cultura cristiana? Éste es un punto de gran claridad para Joseph 
Ratzinger quien insiste en que «no hay ninguna duda de que los padres fundadores de la 
unificación europea consideraban la herencia cristiana como el núcleo de esta identidad 
histórica»10. 
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Como custodio de «valores, ideales y símbolos» de la sociedad que va a reflejar, la 
redacción del texto constitucional requirió y, aún requiere, una profunda reflexión por 
parte de la comisión encargada de redactarla y el resultado final no ha estado exento de 
polémica. El preámbulo del documento incluye una breve reseña de los valores con los 
que se hace reflejo de la identidad del pueblo que la adopta como carta fundamental. 
Pero la redacción final omitía mencionar al cristianismo como principio histórico 
constitutivo de la realidad cultural europea, cuyo preámbulo se limitó a decir: 
«Inspirándose en la herencia cultural, religiosa y humanista de Europa, a partir de la cual 
se han desarrollado los valores universales de los derechos inviolables e inalienables de 
la persona humana, la democracia, la igualdad, la libertad y el Estado de Derecho». 

Esta deliberada omisión del cristianismo es vista, desde la perspectiva laicista, como 
un logro ineludible de exigencia democrática. Para el laicismo, democracia y laicidad 
son valores coimplicados por el nexo de la tolerancia. No se hace posible una sociedad 
plural, multiétnica y multicultural en un ámbito político donde la referencia a una 
confesión concreta pueda hacer del espacio público un lugar preferente para la religión. 

La consigna laicista es la siguiente: «Al pensar la religión como esencia de la cultura y 
de la vida social se hace algo más que jugar con una ambigúedad: se legitima la deriva 
clerical porque se considera la dominación de la religión parte constitutiva de la vida 
sociab»11. 


Principios que deben constituir el Estado: perspectiva laicista 
El pensamiento actual 


Dotar a un pueblo de un marco normativo donde desarrollar la vida social y política, 
contando con las debidas garantías jurídicas, es la tarea propia de las constituciones 
democráticas occidentales. Tanto en su dimensión consuetudinaria, como en su vertiente 
escrita, una Constitución debe partir siempre de una realidad temporal y social reflejando 
la trama de relaciones, valores y aspiraciones que un pueblo deposita en su «ley marco» 
y, eso es, precisamente lo que establece el nexo de unión entre el Estado y la sociedad 
civil. Dejando de lado la discusión sobre el origen de la soberanía, pues consideramos 
que no aporta nada a nuestro estudio, podemos derivar el problema a su auténtica raíz. 
¿Qué valores sustenta o debe sustentar el documento constitucional? ¿De dónde emanan 
esos valores? Si, como hemos pretendido apuntar, el documento parte de la realidad 
social e histórica, parece coherente que la declaración de intenciones inicial, ya sea 
normativa, ya sea un preámbulo no vinculante, deberá reflejar los fundamentos últimos 
sobre los que se erige la sociedad, siendo éstos de carácter axiológico. 

Señala Peña-Ruiz, preguntándose sobre la fuente del principio constitucional, que: 


Cuando un pueblo exige una constitución, como en 1789, es que no quiere seguir estando a merced de lo 
arbitrario y que quiere redefinir, ante todo, los fundamentos de la unión que hacen de él un verdadero pueblo, 
una entidad política declarada [...] El Estado no debe confundirse con el gobierno, al menos, desde el momento 
en que su institución jurídica fundadora ha marcado el régimen de pensamiento en el que hay que 
comprenderlo12. 
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De donde se puede colegir la extraordinaria importancia de reflejar explícitamente 
esos fundamentos en la redacción del texto constitucional. Una pretendida neutralidad 
mantendría los principios axiológicos constitucionales, única y exclusivamente bajo el 
dominio procedimental de la ley positiva. 51 bien, no podemos dejar de entender que, la 
ley tampoco parte de una derivación estrictamente racional o científica definitiva. ¿Cuál 
es el fundamento de la ley? Esto nos llevaría, prácticamente, hacia un campo que 
acabamos de rehusar: la soberanía. Aquel actor social sobre el que recaiga la soberanía 
será también la fuente de la que derive la ley13, independientemente de la bondad o no 
de la ley pues no habría ninguna instancia superior que legitime el valor moral de la 
misma. Ahora bien, si con evidente sentido roussoniano se apunta hacia el «régimen de 
pensamiento» que ha de presidir las relaciones sociales, políticas y jurídicas de un 
Estado, éstas no pueden venir sino de la laicidad. 

En efecto, la construcción de una nueva realidad social y política, nacional o 
supranacional, cual es el caso de la Unión europea, supone esencialmente «la voluntad 
de vivir juntos según principios comunes»14. Lo cual nos remite a la exigencia de 
conocer y establecer las reglas del juego. De acuerdo con el elemento común 
denominador de los Estados integrantes de la Unión y de los aspirantes a integrarse. La 
democracia es el fundamento de la convivencia libre y pacífica en un ámbito de mutua 
tolerancia. Pero, para los laicistas, laicidad y democracia son términos consustanciales 
cuando propugnan que «la soberanía popular, jurídicamente afirmada en la laicidad 
republicana, requiere, pues, una emancipación democrática, decisiva en el dominio de 
las relaciones sociales y de las condiciones de vida»15. Parece que según esta visión, la 
democracia no puede hacerse efectiva si no es aplicando el principio de laicidad, que 
aporta al pueblo la capacidad emancipatoria sobre cualquier traba social o política. 

Como ya es sabido, la reclusión de la conciencia religiosa —como una dimensión más 
de la libertad de conciencia— al ámbito de lo privado es una de las premisas básicas del 
liberalismo. El pensamiento liberal escinde el ámbito público, social y político, respecto 
del ámbito de lo privado, doméstico y de conciencia. Los presupuestos axiológicos que 
van a configurar las democracias liberales, conllevan la separación jurídica formal entre 
los ámbitos morales; filosofías, religiones, etc., (lo que Rawls llama doctrinas 
comprensivas) respecto de la ordenación político-jurídica. Según Peña-Ruiz «el principio 
jurídico del reconocimiento de la esfera privada mantiene, pues, con la laicidad una 
relación esencial y constitutiva. Da un sólido cimiento a la libertad religiosa, la deja 
fuera del alcance de todo cuestionamiento desde el momento desde que la considera un 
asunto privado»16. 

En la medida en que las cuestiones religiosas y de conciencia son un asunto privado, 
no queda mayor regulación, por parte de un texto constitucional, que la de garantizar a 
los individuos la efectividad del derecho conferido o reconocido por el propio texto. La 
neutralidad del Estado, en claves de desvinculación confesional va a implicar un paso 
más. Ser garante de la no inferencia ideológica de los grupos adscritos a las doctrinas 
comprensivas17. No obstante, el alcance pretendido por el laicismo va más allá de las 
meras garantías jurídicas de neutralidad. «Fundar, en última instancia, la democracia so- 


63 


bre la república laica es prevenir toda deriva susceptible de alinear la soberanía popular a 
una soberanía irreflexiva y también de las falsas apariencias de los riesgos y peligros de 
la propia democracia»18. La laicidad, así entendida, tiene pretensiones de prevención 
terapéutica definiendo los límites del ejercicio popular en el juego democrático más allá 
de los procedimientos mismos, si los procedimientos no le son favorables: 


Al trágico tema del abandono de la libertad consentido «libremente», si es que se puede calificar como libre 
un acto realizado sin conocimiento de causa. Un pueblo que vota por una fuerza político-religiosa no le da carta 
blanca para violentar a las conciencias, ni tampoco los cuerpos. Pero, ¿cómo evitar semejante riesgo si la 
constitución no define las diferencias de nivel y de registro entre los tipos de reglas?19 


Curiosamente esto contrasta con la doctrina expuesta con el jurista Seglers Gómez- 
Quintero, cuando en la interpretación de la aconfesionalidad del artículo 16 de la 
Constitución española expone que: 


Con aconfesionalidad el texto constitucional rechaza no sólo la estatalización de las Iglesias, sino también 
que éstas obliguen al Estado a inspirar su legislación civil ateniéndose a unos concretos valores morales y 
religiosos. Ello no quiere decir, obviamente, que esos valores no puedan ser tutelados, ya que serán integrables 
en función de los resultados electorales de las distintas opciones políticas, no por el hecho de ser valores 
religiosos, sino por ser patrimonio de la ciudadanía20. 


Ciudadanía cuyos intereses de conciencia deben quedar tutelados por el principio de 
laicidad y sus promotores pues, para Peña-Ruiz, «la fundación republicana de la 
democracia, por la laicidad, consiste, en un sentido, en desvincular la política de lo 
social, o de la sociedad del momento, para darle esa dimensión de universalidad 
liberadora que eleva a cada individuo por encima de su particularidad, sin llevarle, no 
obstante, a renegar de ella»21. 

Si no he entendido mal el sentido de esta cita, la laicidad aparece como juez y parte, 
una especie de principio mesiánico-redentor, como ya sucedió también con el marxismo 
en su versión doctrinal y después práctica más dura, que impone las condiciones de 
posibilidad del juego social y político; escindiendo los ámbitos, convenientemente, para 
decidir qué y hasta donde debe llegar la capacidad de discusión y aplicación del poder y, 
ejerciendo una tutela efectiva en la población, «la sociedad del momento» para — 
secuestrando eventualmente su soberanía y su capacidad de razonar y de decidir— 
devolverla a una minoría de edad, fijar las reglas del juego político y devolverle, una vez 
liberada del yugo de su propia conciencia —posiblemente contaminada a priori— la 
ansiada libertad, esta vez dibujada con el pincel de la laicidad. 

Niegan los laicistas, las acusaciones de que el laicismo ha devenido en un cuerpo 
dogmático, que pretende su imposición a toda costa, por encima de los principios 
democráticos, a los que pretende redefinir; rechazan de pleno esta consideración pero 
parece que, esta visión cuasi beatífica de la laicidad, supera las pretensiones más 
arraigadas del discurso procedente de la revelación bíblica. Magris advertía que «la 
razón corre peligro de desnaturalizarse en la mera racionalidad calculante, técnica de 
poder que no reconoce valores más allá de los hechos, y de identificarse con una 
sociedad anónima e impersonal, que nivela y anula la responsabilidad del juicio 
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individual que es el eje de la laicidad»22. 

El actual laicismo, no parece satisfecho con los logros políticos que la historia 
contemporánea le ha brindado y se aventura a un arriesgado ejercicio de ingeniería social 
a través del cual pretende rediseñar, incluso, la conciencia personal de los individuos de 
la sociedad occidental. La libertad de conciencia queda mitificada solo en el marco de 
quienes piensan en clave laicista, porque cualquier voz discrepante es arrinconada 
inmediatamente fuera del debate social. Debate que cesa en cuanto deja de haber partes y 
todo se diluye en un confuso galimatías que ha sido denominado pensamiento único y 
que tendría más que ver con el lanzamiento programado de consignas aprendidas y 
repetidas hasta la saciedad, que con el razonamiento discursivo. La afirmación de Magris 
de que «en democracia, como es sabido, las cabezas se cuentan, incluidas las vacías y las 
deshonestas»23 viene a confirmar que, cuando un sistema democrático incurre en ciertos 
vicios; los que en él vivimos somos considerados como ganado de uso, según la especie 
y utilidad. 

Uno de los principales problemas que plantea el proselitismo laicista es la pretensión 
de excluir a los creyentes del debate social. Garantizada la separación jurídica entre 
Iglesias y Estado a través de la normatividad constitucional, se llega al extremo de 
recluir a los creyentes en guetos. 


El principio jurídico del reconocimiento de la esfera privada mantiene, pues, con la laicidad una relación 
esencial y constitutiva. Da un sólido cimiento a la libertad religiosa, la deja fuera del alcance de todo 
cuestionamiento desde el momento en que la considera un asunto privado. Decir esto, una vez más, no es 
restringir el sentido ni el ámbito de expresión de las religiones, sino adjudicarles un modo de existencia que 
rompe con cualquier pretensión clerical de tutelaje24. 


Retomando el hilo del discurso, que venía sosteniendo, la laicidad se erige como un 
principio incuestionable, que está capacitado para tomar medidas preventivas partiendo 
del supuesto, muy extendido, de que el espacio público es necesariamente laico y que, 
por lo tanto, la laicidad constitutiva de los criterios democráticos hace concesiones de 
conciencia en el ámbito privado. Visto así es incluso garante de la existencia de la 
religión que, sometida a la «cría en cautividad», puede sobrevivir si se establecen las 
condiciones adecuadas para ello. Surge necesariamente la cuestión sobre si no es éste un 
orden inverso al que marcaba el pensamiento liberal desde su inicio donde, la iniciativa 
privada —y no me remito solamente a las cuestiones económicas— eran las que 
generaban los convenios del espacio público (teoría contractual de la sociedad) para 
garantizar la convivencia pacífica, armónica y la defensa de intereses comunes. La 
inclusión de un criterio previo al juego político, el criterio de laicidad (que no 
necesariamente debemos identificar con la aconfesionalidad), supone condicionar las 
reglas del contrato. Para suscribir el contrato se establecería una cláusula adicional que 
afecta a la cuestión religiosa exigiéndole, para sobrevivir, el ámbito estricto de la 
reserva: lo privado. 

Si en una sociedad plural, constituida por individuos libres, un elemento activo de la 
sociedad civil son las Iglesias ¿por qué hay que marginarlas del debate social? 


Este aspecto de la laicización tiene pleno sentido en nuestros días para la adaptación de una legislación 
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todavía fuertemente marcada por la presencia de una visión cristiana de la familia, de la sexualidad y en general 
de las relaciones interpersonales. 
La dimensión colectiva de las religiones prolongando su estatuto jurídico privado no puede fundar en 
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derecho ningún estatuto público reconocido 


No me cabe más respuesta que, la completa ideologización social con pretensiones de 
erigirse en criterio dominante, donde no cabe hacer posible un modelo social sustentado 
en un complejo normativo que, hundiendo sus raíces en la civilización occidental, debe 
ser cambiado en virtud de las pretensiones transformadoras del nuevo diseño social. Más 
allá de la separación de poderes entre las Iglesias y el Estado, el pensamiento laicista 
diseña un nuevo modelo social que no puede ser reflejo de su propia historia. Razón por 
la cual se hace impensable la inclusión de la referencia al cristianismo en el preámbulo 
de la denominada Constitución europea. «Por eso —dice Cifuentes— la nueva 
Constitución europea tiene que ser laica por necesidad. Es la única forma de proteger el 
ejercicio público de los derechos y libertades de todos los ciudadanos»26. 

El triunfo del laicismo como ideología, en las claves antes citadas, se ha visto 
reflejado en el texto constitucional, como ha sido reconocido y promovido, por ejemplo, 
por el Grupo Socialista en el Parlamento Europeo, quienes elaboraron una Guía de la 
Constitución Europea en la que puede leerse lo siguiente: 


7. Algunos dicen que: «El proyecto de Constitución amenaza el laicismo» ES FALSO 

El Tratado constitucional no hace ninguna referencia a «la herencia cristiana»: 

El Preámbulo sólo habla de las herencias culturales, religiosas y humanistas: en el seno de la Convención, 
después de la Conferencia Intergubernamental, una mayoría de representantes y de Estados miembros, como 
Polonia e Italia, hubieran querido una referencia a «Dios», a las «herencias cristianas» en el Preámbulo. No la 
han obtenido. Es una victoria de los laicos. 

El artículo 1-52, que promueve un diálogo con las religiones, no constituye en modo alguno una rebaja de la 
causa del laicismo27. 


La fundamentación ¡uspositivista en el pensamiento de Kelsen 


Kelsen es el teórico tuspositivista que con mayor fuerza ha defendido esta situación 
descrita desde una perspectiva jurídica, con pretensiones de fundamentación política. 
Podemos considerar iuspositivistas a aquellas posturas que sitúan los criterios 
fundamentadores o legitimadores del campo jurídico positivo, en factores empíricos de 
carácter intrínseco a la sociedad que los produce, por lo cual, encuentran su justificación 
en el sistema mismo en el que tienen lugar. Por lo tanto, no hay más fuente de 
producción y legitimación del derecho que el sistema al cual pertenecen, sin posible 
contaminación metafísica y ni siquiera moral. 

Se trata de un posicionamiento jurídico de carácter monista, donde no hay más 
Derecho que el positivo, comprendido como una sucesión de normas coactivas, donde se 
otorga primacía a la Ley como fuente del Derecho. Kelsen, como hemos indicado, es 
uno de los más destacados teóricos el Derecho positivo y viene a considerarlo como un 
objeto de estudio independiente y perteneciente, únicamente, a la esfera de lo normativo. 

Filosóficamente parte de un relativismo radicalizado y sustentado en un agnosticismo 
metafísico, en el que propone la ininteligibilidad del absoluto y considera que las únicas 
verdades posibles son las procedentes de las ciencias positivas. Con una doctrina que 
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Possenti califica de «corrupción del kantismo», sostiene que la razón humana es incapaz 
de crear objetos del conocimiento que trasciendan lo empírico y que, en consecuencia, 
ante la clara distinción/separación entre realidad y valor, los juicios de valor —que no 
son constitutivos de conocimiento alguno— se basan en factores emotivos del 
conocimiento humano que vendrán referidos a los deseos y temores humanos. 

Para el filósofo católico Vittorio Possenti, a quien en gran medida, Ratzinger tomará 
como referencia para su crítica al pensamiento de Kelsen en la obra Verdad, valores, 
poder, Kelsen dirigirá su reflexión a «criticar doctrinas, tanto la del derecho natural, que 
encarna posiciones metafísicas y teológicas antirrelativistas, como a elaborar una teoría 
de la libertad, de la democracia, del derecho en clave normativista formal y 
procesual»28. 

En el análisis de Possenti tres son los temas fundamentales a destacar en el 
pensamiento jurídico-político de Kelsen: 1.”, la libertad entendida como obediencia a sí 
mismo; 2.*, la correlación entre relativismo filosófico y democracia; 3.*, la indiferencia 
pública respecto de la verdad, esto es, el «divorcio entre política y verdad»29. 


Comprensión kelseniana de libertad 


La libertad, es entendida por Kelsen como plena autonomía de la voluntad, pero la 
necesidad de suscribir un contrato social, en sentido roussoniano, supone la entrada en 
juego de la heteronomía. Esto lleva, consecuentemente, hacia una comprensión de la 
libertad de carácter social, inscrita en los sistemas democráticos. Pero la democracia 
también presenta aporías y el propio Kelsen declara, según cita Possenti que, «si me 
pronuncio a favor de la democracia, lo hago exclusivamente [...] por la relación que 
existe entre la democracia y la teoría relativista»30. Ello le llevó a establecer una teoría 
de la libertad y de la democracia en la que prescindió del bien (bien común, bien 
político), centrándose únicamente en la libertad. 

La libertad humana, no lo es en sentido metafísico, pues no supone exención del 
principio de causalidad, sino que —para Kelsen— lo es en sentido racional pues exige la 
combinación del binomio libertad-responsabilidad: «El sujeto no es responsable porque 
es libre, sino que se tiene o se supone libre en cuanto se le imputa una responsabilidad 
por las normas morales jurídicas, aunque se sepa que no está libre de las cadenas de la 
causalidad»31. 


Relativismo y democracia 


En cuanto al relativismo, «es la visión del mundo presupuesta en la democracia»32, 
por lo que no es de extrañar que afirme que cualquier filosofía, con una fundamentación 
metafísica, es absolutista porque quiere imponer la verdad en la que cree33. Por lo tanto, 
totalitarismo y verdad van indisolublemente unidos en el ámbito de lo público. La verdad 
debe ser erradicada del mismo si queremos vivir en un clima de tolerancia. Para Kelsen: 


La óptica metafísica y absolutista está afiliada a la posición autocrática, la óptica crítica y relativista o 


científica, a la democrática. Lo cierto es que todos los grandes metafísicos se han declarado en contra de la 
democracia y en favor de la autocracia, y los filósofos que se han manifestado a favor de la democracia se han 
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inclinado casi siempre hacia una visión ΘΠΊρΡΙ ΓΙ δία y relativista34. 


El relativismo ofrece, consecuentemente, una validez relativa de los juicios éticos que, 
en tanto juicios de valor, no son más que expresiones del emotivismo irracional del ser 
humano, por lo que se hace imposible rechazar plenamente los postulados opuestos: «En 
tanto que las normas morales son creadas por actos de seres humanos, [...] existen 
muchos diferentes Órdenes morales, válidos en diferentes tiempos dentro de distintas 
sociedades [...] sólo tiene un carácter relativo»35. Ello conlleva que el dominio de la 
acción no puede ser de carácter intrínseco sino siempre exterior. Ésa es la base de la 
democracia procesual de Kelsen; sustentada sobre la consulta periódica a una mayoría 
que prescinde de la verdad y del bien. 


Desde el punto de vista del conocimiento científico, se rechaza la aceptación de valores absolutos, en 
general, y en especial, la de un valor moral absoluto —dado que el valor absoluto solo puede admitirse a partir 
de una fe religiosa en la autoridad absoluta y trascendente de una divinidad— y si, en consecuencia, se acepta 
que, desde ese punto de vista no cabe encontrar una moral absoluta [...] si se niega que lo que es bueno o justo 
según una moral, sea bueno o justo en todas las circunstancias [...] existen sistemas morales válidos muy 
distintos y entre sí contradictorios36. 


Y dado que no puede existir un referente moral de carácter pre-jurídico pues, como se 
ha visto en el textode Kelsen, la moral está relativizada en el campo estricto de lo 
contingente, en referencia a los gustos y a las opciones humanas, no cabe más que 
acentuar la dicotomía del análisis excluyendo del ámbito democrático cualquier opción 
metafísica: 


En estas dos teorías antagónicas del Estado van apareciendo con indiscutible claridad la disparidad de 
visiones del mundo en la que tiene finalmente sus raíces el conflicto de convicciones políticas. Y esta 
disparidad proviene de su actitud frente a lo absoluto, pues de lo que se trata es de creer en un valor absoluto, y 
por lo tanto, en una verdad y realidad absolutas, o aceptar que solo valores relativos y realidad relativas, son 
accesibles para el conocimiento humano. La creencia en lo absoluto, profundamente arraigada en el sentir, 
genera como presupuesto una visión metafísica del mundo. El rechazo de este presupuesto, por parte del 
entendimiento, el criterio de que sólo hay valores relativos y, por lo tanto, sólo verdades relativas [...] 
desemboca en una óptica del mundo crítica, positivista y empirista37. 


Divorcio entre política y verdad 


El Derecho se convierte así en el resultado de la voluntad del legislador, quedando 
descartada cualquier otra fuente generadora de Derecho. Eso nos lleva a situar otro 
emparejamiento indiscernible cual es Derecho y Estado. Todo Derecho, en tanto emana 
del Estado, es Derecho de Estado; por lo que los problemas jurídicos son reducibles a la 
validez del orden jurídico. Ha positivizado con ello, en extremo, todo el fundamento del 
Derecho, dejando fuera de lugar a todos los supuestos derechos pre-estatales que no 
serían sino «mera ilusión». 

De ahí que, si el Estado es el origen del Derecho, no hay posibilidad jurídica alguna de 
poner límites al poder del Estado. El Estado libre es el democrático en tanto refleja la 
voluntad de aquellos que están sometidos al Estado mismo. En consecuencia el 
legislador carece de límites en su actuación, pues no hay ningún fundamento ni principio 
regulador de carácter prepolítico, ni metafísico que sea apelable a la hora de pedir 


68 


responsabilidades al legislador. 

Eso conlleva que la norma tiene una mera validez formal sustentada en otra norma de 
carácter superior y así sucesivamente. Un ordenamiento jurídico obtendría su validez a 
través del procedimiento por el que se establece y nunca por su contenido; pues el 
procedimiento remite a la apelación de la voluntad de la mayoría, que decide en los 
sistemas democráticos, cuál es la opción que prefiere; mientras los contenidos apelarían 
a instancias externas al mero proceso, generalmente de carácter metafísico y, por lo 
tanto, antidemocráticas. Se hace patente lo que Possenti denominó «divorcio entre 
política y verdad». 

El texto de Kelsen es revelador y fundamentado sobre la base evangélica de San Juan, 
en cuyo capítulo decimoctavo, cuando Jesucristo es llevado ante Pilato para ser juzgado 
y discuten acerca de la verdad, ante cuya imposibilidad de apelación, según la 
neutralidad del gobernador romano, no pudo sino recurrir al criterio de la mayoría, 
interpretada por Kelsen como principio democrático, para procesar al inocente. ¿O, no lo 
era?: 


Pilato, para quien como romano, aquel hombre no podía ser sino un pobre infeliz, le pregunta irónicamente: 
«¿Eres tú el rey de los judíos?» Y Jesús, con absoluta seriedad, transportado por el ardor de su divina misión, 
responde: «Tú lo dices: yo soy rey. Yo para eso nací, y para eso vine al mundo, para testificar la verdad; todo el 
que es de la verdad escucha mi voz». Y Pilato, escéptico como es, pregunta: «¿Qué es la verdad?» Y porque no 
sabe lo que es la verdad, y porque en su provincia debe preservar las formas democráticas, se dirige al pueblo y 
lo somete a voto38. 


Sobre los resultados de aquella votación son sobradamente conocidos y se saldaron 
con la muerte de un inocente, pero lo sorprendente de tan ingeniosa interpretación es la 
consolidación relativista que Kelsen realiza tomando como referencia inicial el texto 
evangélico pues, al igual que Pilato, interpreta que la verdad referida a los creyentes, 
solo era verdad para ellos; ante lo cual no queda otra capacidad de decisión política que 
la apelación de recurso a la mayoría. Verdad y política quedan —en democracia— 
definitivamente disociadas. 


Principios que deben constituir el Estado: perspectiva católica 


Le toca el turno, ahora, a los pensadores católicos que han reflexionado acerca de los 
fundamentos últimos de la democracia como sustento inexcusable de la vida política 
occidental en el tercer milenio. No se trata de hacer un breve compendio de la doctrina 
social de la Iglesia en torno a los sistemas políticos, sino de rescatar la crítica de los 
intelectuales más destacados del ámbito creyente, entre otros: Scola, Possent1, Weiler — 
constitucionalista judío que viene a sostener una posición muy similar a los anteriores— 
y Ratzinger —papa Benedicto XVI—. Generalmente los escritos que tomamos como 
base de la exposición que vamos a realizar, son anteriores a su elección para asumir el 
Sumo Pontificado de la Iglesia católica el año 2005, por lo que no se deben considerar 
parte del Magisterio, ni siquiera ordinario, sino que son atribuibles a uno de los teólogos 
más destacados del siglo xx y de lo que va del xx. 

El punto de partida, coincidente en estos pensadores, no puede ser otro que la 
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consideración de que Europa ha sido históricamente un continente cristiano. Que 
precisamente las raíces de la cultura europea, tal y como aparecen hasta nuestros días, se 
hunden en el cristianismo. Sin confundir los términos, hay que reconocer que el 
cristianismo ni siquiera ha nacido de Europa, por lo que no es calificable como religión 
europea, «pero ha sido precisamente en Europa donde el cristianismo ha recibido su 
impronta cultural e intelectual más eficaz»39. Por otra parte Europa, como realidad 
cultural que trasciende en el tiempo y es cuna forjadora de civilización, también toma del 
cristianismo la base de su identidad formando lo que llama, Julián Marías, la 
«perspectiva cristiana», es decir, una forma de vida humana a la que le corresponde su 
condición histórica40. 

Sin embargo, Europa parece negar esta perspectiva y, con ello parece renegar de su 
historia pues Dios, en el mejor de los casos, es confinado a la esfera de lo privado. Apela 
Ratzinger al polémico pero sugestivo ensayo de Friedrich Wilhem Bracht que «ha 
interpretado el cambio profundo de 1789 como el momento en que Dios deja de ser el 
summum bonum público, y su puesto es ocupado por la nación, y posteriormente —a 
partir de 1848— por el proletariado o por la revolución mundial»41. Lo cual también 
revertirá en las conciencias particulares, sustrayendo el rango de la idea de Dios en la 
cultura europea, lo cual hace pensar en «una sociedad posteuropea», donde «se habría 
perdido o abandonado lo que ha constituido a Europa como realidad espiritual»42. 

Cuando surge el Estado puramente secular, apartado de la garantía divina y de la 
normatividad divina del elemento político, éstas quedan reducidas a una visión 
mitológica del mundo y, por lo tanto, marginadas al ámbito estricto de lo privado. Dios, 
por lo tanto, es erradicado de la vida pública, porque el ámbito de lo público se incluiría 
exclusivamente en el ámbito de la razón. Ya que Dios «no resulta claramente 
cognoscible: religión y fe en Dios pertenecen al ámbito del sentimiento, no al de la 
razón. Dios y su voluntad dejan de ser principios relevantes en el desarrollo de la vida 
pública»43. El análisis de Ratzinger sobre el origen de la crisis de las religiones en el 
ámbito público occidental viene a señalar con extraordinaria agudeza que, el siglo xrx 
generará un nuevo cisma donde de un lado quedarán los creyentes y de otro los laicos 
(entendidos en esta ocasión como aquellos que buscan la emancipación respecto de la 
conciencia religiosa e incluso de la perspectiva cristiana). 

Pero, ¿sobre qué base se fundamentan tales estados? Parece consolidado que las 
democracias occidentales se fundamenten sobre el relativismo. La cuestión sobre 51 el 
relativismo es condición esencial de la democracia es uno de los ejes sobre los cuales 
gira el pensamiento socio-políticode Ratzinger. Pero, ¿qué ha de entenderse por 
relativismo? 


La crítica al relativismo 


Ratzinger viene a designar como tal a aquel posicionamiento onto-epistémico, ético- 
político y estético, caracterizado por la ausencia de reconocimiento de unos elementos o 
principios de referencia, generalmente de origen metafísico y, derrvadamente, de origen 
axlológico, que sirvan de fundamento último de la realidad. Partiendo de la premisa de 
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que no existe la verdad en ninguno de los ámbitos previstos, el relativismo considera 
que, todo queda a merced del libre arbitrio de las contingencias del sujeto o de la 
sociedad que, haciendo uso de una indeterminada voluntad, va tomando rumbos inciertos 
en el devenir histórico, social y personal, por causa de una deliberada falta de 
coordenadas. Marcelo Pera, en su obra Por qué debemos considerarnos cristianos, 
ofrece el siguiente esquema del relativismo limitado al campo de los valores: 


(a) no existe la verdad moral, (b) no existe una escala moral con la que medir los diferentes valores, (c) no 
existen valores transculturales, (d) no existe una solución para los conflictos de valor que sea válida en todas 
partes. Y, por último, la tesis más dura y paradójica, aunque coherente con el punto de partida, es ésta: si no 
existe nada de todo esto, entonces (y) todo sistema de valores, juzgado desde dentro, es la única perspectiva 
desde la que se los puede juzgar, no puede ser considerada ni mejor ni peor que cualquier otra44. 


El relativismo es la fuente, pero también la paradójica consecuencia de la crisis 
metafísica que ha derivado, posteriormente en una imposición indiscriminada del 
capricho, pues habiendo prescindido de las coordenadas metafísicas y del 
reconocimiento de cualquier autoridad, quedaríamos arrojados a la más absoluta de las 
incertidumbres a las que nos arrastraran las pasiones humanas. Así se pronunciaba 
Joseph Ratzinger en la homilía de la Misa inmediatamente anterior al Cónclave que le 
llevaría a asumir el reinado de la Iglesia, tras el pontificado de Juan Pablo Il: 


¡Cuántos vientos de doctrina hemos conocido durante estos últimos decenios!, ¡cuántas corrientes 
ideológicas!, ¡cuántas modas de pensamiento!... La pequeña barca del pensamiento de muchos cristianos ha 
sido zarandeada a menudo por estas olas, llevada de un extremo al otro: del marxismo al liberalismo, hasta el 
libertinaje; del colectivismo al individualismo radical; del ateísmo a un vago misticismo religioso; del 
agnosticismo al sincretismo, etc. Cada día nacen nuevas sectas y se realiza lo que dice san Pablo sobre el 
engaño de los hombres, sobre la astucia que tiende a inducir a error (cfr. Ef 4, 14). A quien tiene una fe clara, 
según el Credo de la Iglesia, a menudo se le aplica la etiqueta de fundamentalismo. Mientras que el relativismo, 
es decir, dejarse «llevar a la deriva por cualquier viento de doctrina», parece ser la única actitud adecuada en 
los tiempos actuales. Se va constituyendo una dictadura del relativismo que no reconoce nada como definitivo 
y que deja como última medida sólo el propio yo y sus antojos45. 


Pero cuando ese relativismo trasciende el plano de lo personal, para erigirse en el 
único principio jurídico-político posibilitante del orden social democrático, entonces el 
orden social está viciado de raíz. Ésta es una de las claves de la crítica política de 
Ratzinger. Entiende que en las democracias europeas el concepto de verdad ha sido 
relegado del ámbito público pues viene a relacionarse con intolerancia metafísica46; esto 
ha dirigido la discusión por un derrotero diferente en el que se prefiere hablar de valores, 
siendo la libertad el valor indiscutible de los proyectos políticos dela Europa de nuestros 
días. La libertad individual es exaltada como condición incondicionada de la ciudadanía. 

Es consecuente pensar que «la libertad necesita, pues, un contenido»47, pues la 
libertad no puede quedar negativamente definida como mera indeterminación. Junto a la 
idea de libertad usada en el marco social y político, aparecen los conceptos justo y 
bueno. La libertad sería el valor constitutivo de la vida democrática y lo justo y lo bueno 
sus contenidos lo que conlleva que «se hallan entre sí en un estado de tensión que 
representa el contenido esencial de la lucha actual por la forma legítima de democracia y 
de política»48. Se hace necesaria una concepción adecuada del bien, de la verdad y de la 
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justicia, para garantizar el contenido de la libertad. 

No se trata, como pretenden algunos, de poner cortapisas a la libertad y de definirla 
arbitrariamente, desde la perspectiva de una determinada doctrina comprehensiva de la 
realidad humana. Se trata precisamente de comprender en su justa medida los contenidos 
de la libertad para garantizar sus condiciones de posibilidad. Creo que ésta es una de las 
claves para entender la democracia actual, porque ésta es precisamente una de las claves 
del liberalismo originario. Precisamente por ello, no podemos dejar de ver en el 
liberalismo originario y sus planteamientos la fuente de nuestra comprensión actual de 
libertad. 

Dada la inaceptación política del concepto de verdad en el ámbito público, pues es 
asimilada a doctrinas comprehensivas intolerantes, el espacio a rellenar sólo puede ser 
cubierto a través del positivismo jurídico, descrito en el apartado anterior desde la 
perspectiva kelseniana. Se realizarán leyes que doten de contenido normativo la laguna 
dejada por el espectro axiológico limitado al ámbito particular de la conciencia. La 
libertad, por lo tanto, estará estipulada por la normatividad 1uspositivista. 

El positivismo jurídico no encuentra otro fundamento que el principio de la mayoría 
en el proceso de elección política. Pero esa mayoría, democráticamente representada en 
el gobierno queda absolutizada a través de una acción legislativa que no encuentra 
límites sobre sí misma. 51 la ley no tiene más fundamento que la arbitrariedad de los 
grupos políticos dominantes, del hecho inicial de las garantías procedimentales del 
proceso electoral, no se derivan las garantías veritativas de las consecuencias 
legislativas. Para Joseph Ratzinger, situado claramente en un posicionamiento próximo 
al iusnaturalismo, toda ley positiva debe tener un fundamento previo, de carácter moral, 
que justifique la conveniencia de la misma. 

Pero las democracias actuales, al haber desterrado a la verdad, como fundamento 
ontoepistémico del ulterior proceso normativo encontrará, única y exclusivamente, en el 
supuesto deseo soberano de la mayoría representativa, el principio de validez de toda 
normatividad. Lo cual supone que «el positivismo estricto, que se expresa en la 
absolutización del principio mayoritario, se transforma inevitablemente antes o después 
en nihilismo»49. Con lo cual nos muestra Ratzinger otra de las caras del relativismo. 
Esta totalización del principio de la mayoría en la configuración jurídica de un Estado 
conlleva necesariamente la comprensión del poder como criterio supremo, pues se 
prescinde de los contenidos normativos para dar paso al fenómeno normativo mismo. 

Podríamos recordar aquí, las dramáticas situaciones a las que Europa se ha visto 
arrastrada a lo largo del siglo xx cuando, en nombre de ideologías revolucionarias o 
reaccionarias, todas ellas hijas bastardas del liberalismo, la política derivó hacia sistemas 
totalitarios férreamente burocratizados y normativizados, donde la supresión del 
individuo, en nombre de los intereses del Estado era el elemento primordial del abuso 
irracional de la racionalización. Para este pensamiento positivista y antimetafísico en el 
que Dios no encuentra cabida, «el hombre no encuentra ninguna instancia moral que esté 
fuera de sus cálculos y, como ya hemos visto, el concepto de libertad que a primera vista 
podría dar la impresión de poseer una expansión ilimitada, termina por llevar a la 
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autodestrucción de esa misma libertad»50. 

Mas, volviendo a la cuestión sobre el derecho a tomar decisiones que reviertan en 
espacios normativos comunes, en un mundo sin puntos fijos, donde por lo tanto, deja de 
haber direcciones, solo podemos experimentar la disolución profunda de la libertad, 
como consecuencia de la disolución de la conciencia y por ello, del individuo; por otra 
parte, tan falsamente exaltado por el pensamiento único: 


En un mundo sin puntos fijos de referencia dejan de existir las direcciones. Lo que miramos como 
orientación no se basa en un criterio verdadero en sí mismo, sino en una decisión nuestra, últimamente en 
condiciones de utilidad. En un contexto «relativista» semejante, una ética teológica o consecuencialista se 
vuelve al final nihilista, aunque no lo perciba. Y todo lo que en esa concepción de la realidad es llamado 
«conciencia», si lo estudiáramos a fondo veríamos que no es más que un modo eufemístico para decir que no 
hay ninguna conciencia en sentido propio, es decir, que no hay ningún «consaber» con la verdad51. 


El ejemplo kelseniano del proceso de Cristo ante Pilato es paradigmático de esta 
situación. Al carecer de referencias respecto a qué sea la verdad de la propia dinámica 
procesal del encausado, Pilato se lava las manos en un gesto simbólico que marcará 
profundamente nuestra cultura y remitirá al pueblo la toma de decisiones de la que Roma 
solo será ejecutora. No hay justicia ni injusticia en el proceso de Jesús de Nazaret. 
Únicamente la visión parcial de aquellos que creyeron o no en Él aparecen como 
argumentos más o menos razonables, más o menos laudatorios pero nunca definitivos. 
La decisión de la mayoría, enaltecida, se presenta como criterio inapelable de las 
decisiones sociales, independientemente de las consecuencias que ello conlleve. Para 
Possent1 «la reconstrucción no se mantiene. Pilato debía ejercitar su función de juez y 
establecer si Jesús actuó mal. Él apelando a la muchedumbre y dejándole la 
responsabilidad del juicio no es un demócrata, sino un vil que abdica de sus 
responsabilidades», lo cual nos llevará a las dramáticas consecuencias que le costaría la 
vida a un inocente «a no ser que se de a entender que está bien que perezca el que ha 
osado afirmar verdades absolutas»52. 

Kelsen, aparece en el horizonte teórico de la crítica de Ratzinger como fuente de 
inspiración del relativismo desdeel campo jurídico. Ratzinger ve en la filosofía 
jurídicade Kelsen, una suerte de relativismo radical que aparta el bien y la verdad de los 
objetivos políticos y jurídicos; lo cual nos devuelve a la discusión acerca de los fines del 
Estado y del Derecho pues, ese reduccionismo kelseniano del Derecho y de la 
democracia al criterio último y exclusivo de los dictados de la mayoría, puede suponer 
una situación donde el derecho se vea pisoteado porque «lo único que cuenta, a fin de 
cuentas, es el poder del más fuerte, que la mayoría sabe disponer a su favor»53. 

Aquí es donde vuelve a entrar la crítica de Possenti a Kelsen por entender que ese 
binomio democracia/relativismo se sustenta sobre dos equívocos: el primero radica en el 
concepto de tolerancia de Kelsen atribuido únicamente a los filósofos y políticos 
relativistas. Kelsen, en sus argumentaciones, no muestra evidencias de esas atribuciones; 
tan solo aplica al relativismo un supuesto humanismo y la negación del fanatismo; de lo 
cual viene a resultar que: 


De una ética sin verdad, es decir, de la igual admisibilidad de todo juicio de valor, no se deduce solo la 
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tolerancia sino con igual probabilidad tanto la tolerancia como la intolerancia: tanto una como otra tienen 
exactamente las mismas razones (o ausencia de razones). La elección por la tolerancia hecha por Kelsen no es 
sino un reflejo de la herencia cristiana y liberal de la tradición europea54. 


El otro error gira en torno a la relación verdad/democracia de Kelsen, que Possenti 
reconduce al binomio teórico-práctico, pues actualmente sólo en las doctrinas que 
asumen la unidad teoría-praxis, como es el caso de «la marxista, existe el riesgo de que 
la posesión de la verdad provoque políticas absolutistas y totalitarias»; fuera de esto no 
podemos sino considerar que «personas de iguales convicciones especulativas pueden 
valorar de manera muy diferente los hechos y las decisiones a tomar; sujetos que se 
adhieren a una misma verdad pueden entrar en conflicto...»55 por lo que no es legítimo 
atribuir un valor de carácter personal a un sistema de pensamiento cuando, sobre todo, se 
rompe con el principio de contrastabilidad empírica al que el propio Kelsen aludía en sus 
escritos, como fuente de certeza también en el campo de las ciencias jurídicas y de las 
ciencias sociales56. La pretendida neutralidad, en la filosofía de Kelsen, sería inviable. 

Esto nos lleva a otro estadio de discusión pues, si el Estado es la fuente última del 
Derecho y ese derecho carece de antecedentes morales, en la praxis social y en el ámbito 
de lo público ¿qué es lo constitutivo de moralidad? Suponer la absoluta neutralidad del 
Estado en materia moral es un argumento falaz cuando la producción normativa afecta a 
la dignidad del ser humano (aborto, eutanasia, manipulación genética, etc.). Por lo tanto, 
detrás de la constitución normativa de un Estado, hay siempre una comprensión 
antropológica previa, que deriva en su consecuente concepción moral57. Por eso 
Ratzinger cuestiona retóricamente qué sea el Estado y su utilidad. Coincidimos en que 
tiene como misión fundamental mantener en orden la convivencia humana, así como 
«crear un equilibrio entre libertad y bien que permita a cada hombre llevar una vida 
humana digna»58. 

Lo cual nos devuelve a la fundamentación de Europa ¿sobre qué bases sustentar el 
proyecto constitucional europeo? Tal y como es de suponer, no parece existir un 
consenso sobre las bases antropológicas ni morales sobre las que erigir el proyecto 
europeo, como lo constatamos a través de la breve reseña histórica, anteriormente 
reflejada; de tal manera que, ante la falta de consenso, el relativismo se erige como la 
corriente filosófica dominante, de la que Kelsen y sus epígonos a la facción hegemónica 
a la hora de tomar decisiones de presente y de futuro. Es la quiebra del iusnaturalismo 
frente a la hegemonía del tuspositivismo laicista. 

Apunta Ratzinger, muy certeramente, que los textos nos remiten, hacia un programa 
axlológico, el preámbulo constitucional alude a «los valores universales de los derechos 
inviolables e inalienables de la persona humana». 

La universalidad huye de toda contingencia y hay que reconocer la crítica de ciertas 
culturas no occidentales hacia los proyectos normativos emanados, por ejemplo, de 
Naciones Unidas, donde quiere verse un dominio unilateral de Occidente pretendiendo 
imponer sus propios valores y, en consecuencia, devendría una relativización de esos 
valores humanos inviolables e inalienables, mencionados en el preámbulo, y presentados 
como un conjunto de derechos. Sin duda, éstos no pueden ser otros que los Derechos 
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Humanos si tenemos en cuenta que «un primer elemento es la “incondicionalidad” con 
que se deben presentar la dignidad humana y los derechos humanos como valores que 
preceden a cualquier jurisdicción estatal»59. A juicio de Raztinger, el último reducto 
tusnaturalista son los derechos humanos, en los cuales tenemos un amplio campo de 
trabajo en la medida en que deben ser descubiertos y promovidos, como testimonia la 
historia más reciente en cuanto a los avances políticos y sociales; pero ello no conlleva 
invención de derechos que no están inscritos en la naturaleza humana: 


El último elemento que ha quedado del derecho natural (que, en el fondo, pretendía ser un derecho racional, 
por lo menos en la modernidad) son los derechos humanos, los cuales no son comprensibles si no se acepta 
previamente que el hombre, por sí mismo, simplemente por su pertenencia a la especie humana, es sujeto de 
derechos, y su existencia misma es portadora de valores y normas que hay que descubrir, no inventaró60. 


Este pensamiento, que sitúa a Ratzinger en clara oposición al positivismo jurídico de 
Kelsen, viene a reclamar la existencia originaria de unos principios eternos y universales, 
que atañen a la esencia de especie humana; de donde se deriva que esos derechos son 
prepolíticos e inalienables. De ahí que toda actividad legislativa y jurídica no pueda sino 
reconocer y garantizar esos derechos. La historia del constitucionalismo europeo así lo 
atestigua cuando, bien desde los preámbulos, a modo de declaración de intenciones, bien 
desde los propios textos normativos, reconoce la existencia de los mismos. 

Ahora bien, es cierto que los textos pueden manifestarlos con vaguedad, es decir, 
mencionar y reconocer su existencia pero no clarificar cuáles son o en qué consisten 
estos derechos. De ahí la conveniencia de positivizarlos para establecer los límites de 
actuación y garantizar, en todo momento, su efectividad universal dentro del marco 
constitucional. Esto es así porque, sobre ellos, se ciernen serias amenazas que pueden 
alienarlos en nombre del progreso científico o social. Por lo tanto: «El fijar por escrito el 
valor y la dignidad del hombre [...] implica una imagen del hombre, una opción moral y 
una idea de derecho que no son en absoluto obvias, pero que son de hecho factores 
fundamentales de identidad de Europa que deberían estar garantizados en la futura 
Constitución europea»61l. 

Hay que reconocer que se hace necesario establecer claramente los principios sobre 
los que construir la nueva Europa, pues sin una antropología adecuada se hace difícil el 
adecuado desarrollo de la vida política62. 


Volviendo a Europa 


El asunto central de este apartado no es otro que la comprensión de Europa desde el 
fallido proyecto constitucional y sus ulteriores posibilidades. La visión de los pensadores 
católicos sobre Europa y su origen cristiano es uno de los debates más candentes de la 
actualidad. Ya comentamos, anteriormente, que partimos de la comprensión de Europa 
como un continente cristiano, nuestra historia y nuestra cultura así nos lo ha demostrado. 
«Una Europa de la que podría decirse que, en épocas pasadas fue el continente cristiano 
por excelencia»63, si bien, a tenor del estudio que estamos realizando, parece que 
pretenda prescindir de sus raíces cristianas, suscribiéndose a una ideología determinada, 
en nombre de elevados valores como la libertad y la tolerancia, pero bajo una peculiar 
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comprensión: 


Prescindir de las raíces cristianas no es la expresión de una tolerancia exquisita que respeta todas las culturas 
de la misma manera, sin privilegiar a ninguna de ellas, sino elevar a la categoría de absoluto unas ideas y unas 
vivencias que se contraponen radicalmente a las demás culturas históricas de la humanidadó64. 


Estas ideologías dominantes, bajo del signo del relativismo, están generando un 
conflicto entre el hombre y la cultura, pues históricamente, la visión religiosa del mundo 
está profundamente inserta en la conciencia de la humanidad. Tal y como se plantea la 
actual cultura europea que pretende excluir a Dios del ámbito público, no puede generar 
sino una profunda contradicción entre la realidad cultural y sus raíces más profundas; 
esto es, entre lo que somos y el proyecto que se pretende que seamos. Para Ratzinger: 


El rechazo de la referencia a Dios no es expresión de una tolerancia que desea proteger a las religiones no 
teístas y la dignidad de los ateos y de los agnósticos, sino más bien la expresión de una mentalidad que desearía 
ver a Dios definitivamente expulsado de la vida pública de la humanidad y relegado al ámbito subjetivo de las 
culturas residuales del pasado6S5. 


Ciertamente Europa es también la cuna del racionalismo y de la nueva ciencia, la cuna 
del progreso tecnológico-científico; pero la mentalidad positivista pretende generar 
contradicciones entre dicho progreso y los fundamentos espirituales que han 
caracterizado nuestra civilización. Incomprensiblemente Europa ha entrado en los 
últimos siglos en una dinámica de autoaniquilamento en la medida en que parece 
renunciar a su propia identidad espiritual y cultural que tiene el objetivo común de 
erradicar a la Iglesia del espacio público. 

Es lo que Weiler ha denominado «cristofobia» europea, caracterizada por «una forma 
de resistencia que no deriva de razones constitucionales de principio, sino de motivos de 
tipo psicológico, sociológico o emotivo»66 y que está generando toda una cultura de 
exclusión hacia la conciencia cristiana a la que se pretende acallar en la discusión social, 
como si el conjunto de los creyentes y la Iglesia como institución, no formara parte de la 
sociedad civil; como si, por el hecho de tener una implicación y una conciencia cristiana, 
se perdiera el derecho de ciudadanía. Europa se manifiesta así contra sus fundamentos 
espirituales. Mientras Marcelo Pera recuerda a Jacques Delors, cuando afirmaba la 
necesidad de darle un alma a Europa, señalando que «la contribución del cristianismo 
sigue siendo esencial, precisamente a causa de la sabiduría de que se nutre su visión del 
hombre...»67. 

Qué duda cabe de que, el cristianismo, ha aportado a Occidente y a la humanidad ese 
descubrimiento y reconocimiento de la dignidad personal que nos ha llevado hasta la 
codificación de los derechos humanos universales e inalienables, recogida en la 
Declaración de 1948. En ninguna otra cultura se hubiera hecho posible algo así. 
Giovanni Reale destaca la radical importancia de la comprensión europea del concepto 
de persona, imbricada desde la dialéctica cristiana, en relación con Dios. Y no se reduce, 
simplemente, a un concepto teorético de la historia del pensamiento, sinoa una realidad 
orgánica de mutua exigencia de tal modo que «una vez eliminado el concepto del Dios 
cristiano, se elimina eo ipso el concepto de “persona”, tomado en su acepción ontológica 


76 


plena»68. De ahí la insistencia en la necesidad de dejar bien definido, en el proyecto 
constitucional europeo, la antropología que subyace al mismo. No es una cuestión 
nominal ni gratuita, no es cuestión de gustos. La vida humana está en juego cuando, en 
virtud de esa comprensión, las consecuentes legislaciones sobre el aborto, la eutanasia y 
la manipulación genética hacen del hombre y de la vida humana un valor absoluto o 
relativo a quien escoge en el supermercado moral que mencionaba Magris. 

Consideremos una evidencia: precisamente en un momento como el nuestro, de 
innegables avances científicos y tecnológicos, que suponen una indiscutible mejora para 
esa parte del mundo que se puede permitir gozar del progreso material, nos encontramos 
con la paradójica regresión de la que se ha denominado cultura de la muerte. La 
reflexión no es nueva; quiero recordar los ensayos de una parte de la Escuela de 
Frankfurt que, en su Dialéctica de la ilustración denunciaba que, esa misma razón 
ilustrada, había desembocado en los procesos más destructores que había experimentado 
la humanidad hasta entonces, desembocando en el genocidio antisemita de la Alemania 
nacionalsocialista o en la destrucción masiva de la bomba atómica69. 

Paradojas que siguen vigentes cuando, la mayor parte de los avances tecnológicos de 
que disfrutamos actualmente (móviles, GPS, tecnología digital, láser terapéutico o de 
entretenimiento), tienen su origen en la investigación patrocinada por la industria bélica, 
esto es, en el progreso de la guerra y con ello de la muerte. Pero si hablamos del 
genocidio nacionalsocialista, no podemos por menos que mencionar ese otro genocidio 
silente de los que nunca tuvieron voz para defenderse y por el que Europa se suicida 
como grupo humano. A razón de 1,2 millones de abortos anuales en Europa, en pocos 
años estamos llamados a la extinción. La vida humana, el bien más básico y elemental 
del que podemos disfrutar, aquel derecho natural del laico liberal John Locke, está a 
merced de una ideología que ha dejado de respetarla, de una cultura que ha dejado de 
promoverla. «A los hijos, que son el futuro, se les ve como una amenaza para el 
presente; se piensa que nos quitan algo de nuestra vida. No se les percibe como una 
esperanza, sino como un límite para el presente»70 y el propio sistema, exaltando la 
falsedad de una individualidad que no acepta más límites que sus deseos inmediatos, se 
deshace de su futuro, como si fuera un desecho orgánico más en los procesos de reciclaje 
de residuos urbanos. 

Para Ratzinger, éste es uno de los asuntos más hirientes de la nueva configuración 
política de Europa, viendo en ello un alejamiento deliberado del respeto a la vida 
humana, en nombre de supuestos derechos y libertades: 


Sigue siendo controvertido un punto esencial: el derecho a la vida de cada ser humano, la inviolabilidad de 
la vida humana en todas sus fases. En nombre de la libertad y en nombre de la ciencia se asestan heridas cada 
vez más graves en relación con este derecho: cuando se considera el aborto como un derecho de la libertad, la 
libertad de uno se pone por encima del derecho a la vida de otro. Cuando se reclaman experimentos humanos 
con embriones en nombre de la ciencia, se niega y se pisotea la dignidad del hombre en el ser más indefenso” 1. 


La pérdida del referente moral europeo conlleva algo más que un asunto de elección 
política o religiosa. Conlleva ni más ni menos que la posibilidad de que Europa siga 
siéndolo o no. El Estado no puede ser fuente de verdad ni de moralidad. Por ello hay 
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instancias necesariamente anteriores y superiores a las legislaciones emanadas de los 
Estados nacionales o supranacionales. Esto, que supo ser visto con nitidez por el 
liberalismo inicial, ha dejado de ser un principio dentro de nuestras democracias y 
precisamente porque el cristianismo supone una garantía de conciencia moral en este 
sentido, se hace objeto permanente de ataque por los sectores laicistas que pretenden 
aplicar sus modelos de ingeniería social. 

No podemos llevarnos a engaño, porque la discusión contemporánea no gira en torno a 
la confesionalidad o no de los estados. La Iglesia no tiene como objetivo la imbricación 
política con el poder. El cristianismo y su concepción de la dignidad humana son una 
denuncia permanente contra la cultura de la muerte y contra el supermercado moral. 


En el enfrentamiento de las diversas confesiones, que tuvo como consecuencia la quiebra de la imagen de 
Dios, se intentó mantener fuera del debate los valores esenciales de la moral, y buscarles una evidencia que los 
hiciera independientes de las múltiples divisiones e incertidumbres de las diversas filosofías y confesiones. De 
este modo se pretendió asegurar las bases de la convivencia y, de un modo más genérico, las bases de la 
humanidad?7?2. 


Una sociedad que no quiera autoliquidarse, se debe sustentar sobre valores 
indiscutibles. Los principios democráticos no son incompatibles, como pretenden los 
relativistas, con situaciones con las que no de debe transigir y el proyecto europeo exige 
encontrar una base, por mínima que sea, de valores no negociables73. El cristianismo no 
es un diseño artificioso fabricado con supuestos éticos más o menos atrayentes. Solo 
bajo el reconocimiento de la base cristiana de nuestra cultura, podemos valorarla en su 
amplia dimensión. Los principios de igualdad y libertad de ella emanados, solo se hacen 
posible, asentados sobre la base de la que nacieron: la cultura cristiana. 


Un estatuto para las religiones 


En cuanto a los textos de la Constitución Europea, ya mencionamos en apartados 
anteriores que en el preámbulo se había evitado mencionar al cristianismo, en nombre de 
la consabida neutralidad de la Unión Europea, si bien algunos lo veían como el triunfo 
del laicismo y, como bien dice Weiler: «Significa simplemente privilegiar, en la 
simbología del Estado, una visión del mundo sobre otra, haciendo que todo esto pase 
por neutralidad»74. 

51 bien es verdad, que las religiones gozan en la Constitución de un estatuto jurídico, 
más o menos perfilado, a partir del artículo I-52 que ya reprodujimos anteriormente. 
Ante este hecho Ratzinger señala la profunda contradicción en la que parece entrar el 
texto constitucional cuando, por una parte, en el Preámbulo no se nombra a Dios, ni al 
cristianismo como fuente espiritual de Europa y por otra, reconoce el estatuto jurídico de 
las Iglesias y garantiza el diálogo con ellas. La cuestión es que, mientras las Iglesias 
encuentran un sitio en el compromiso político, al garantizarse los estatutos jurídicos y el 
diálogo, «la impronta de su contenido no encuentra ningún espacio»75 al no reconocer 
su influencia cultural histórica, y presumiendo que el espacio público europeo es laico76. 

Para Ratzinger, Pera, Weiler y otros, eso conlleva una clara discriminación por parte 
del pensamiento laicista que tiende a ampliarse. Las legislaciones de marcado tinte 
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ideológico tienden a totalizarse en el espacio público hasta el extremo de impedir que 
otras corrientes de pensamiento puedan pronunciarse de manera diferente a como está 
impuesto, incluso bajo la amenaza de constituirse en delito el pensamiento disidente (es 
el caso, por ejemplo, de la ideología de género). Técnicamente la cuestión de la 
redacción tal y como se ha acometido remite a un modelo preexistente que es el de la 
Constitución francesa —ya estudiado en otro capítulo— y cuyo seguimiento supone, una 
vez más, un ejercicio de elección preferente porparte de los redactores. Si todas las 
constituciones actualmente vigentes en Europa tienen igual valor ¿por qué se incide en el 
modelo francés? 

El reconocimiento normativo de las Iglesias, es visto como una amenaza por parte de 
los laicistas, quienes se niegan a admitir a las instituciones religiosas en los debates 
sociales, negándoles la condición de ciudadanía a una institución que, precisamente es 
forjadora de cultura y civilización y reclama su estatuto jurídico frente al Estado, desde 
su inicio, dentro del Imperio Romano. La Iglesia tiene y reclama su dimensión pública 
irrenunciable en la sociedad europea77. 
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5. LAICIDAD DESDE EL DEBATE FILOSÓFICO- 
POLÍTICO 


El presente estudio me ha llevado, a través de la lectura de la más diversa bibliografía 
a considerar la raíz filosófica del debate presente. No se trata tanto de recurrir a los 
fundamentos del contractualismo ilustrado, sino a los posibles fundamentos del 
contractualismo presente, razón por la cual hay que tratar con especial atención a tres 
pensadores que han aparecido referidos por los diversos especialistas de modo 
recurrente: se trata de Habermas, Rawls y Ratzinger, como pesadores de referencia 
ineludibles en el debate actual. 

Curiosamente Habermas ha conseguido debatir con los otros dos pensadores. El 
primer debate en torno al liberalismo político y sus posibilidades en la aplicación de las 
democracias plurales actuales, se produjo con John Rawls. Será el objeto de estudio de la 
primera parte de este capítulo. 

Con Ratzinger, sostendría Habermas una candente Dialéctica de la secularización, 
donde partiendo del debate anterior, se centra en el problema de la religión como 
fundamento moral o normativo de las democracias presentes. En las líneas que siguen, 
procuraré perfilar ambos debates. 


Debate sobre la constitución liberal 
Habermas. genealogía de un problema 


Como vimos en el primer capítulo, la configuración de la actual situación moral, 
social y política tiene su inicio en el pensamiento Ilustrado que va adquiriendo desarrollo 
hasta constituirse en la génesis de la estructura política de nuestro tiempo. 

En un intento de abordar sistemáticamente el problemático entramado en que se sitúa 
el debate del que aquí nos ocuparemos, Habermas dirige nuestra mirada hacia la forma 
en que se descubren actualmente las estructuras de desarrollo socio-político; es decir, los 
Estados nacionales. La relación entre Nación, Estado de Derecho y democracia puede 
suponer el eje inicial a partir del cual podemos ver cómo se imbrican los demás 
problemas colaterales al debate fundamental que aquí nos ocupal: el liberalismo 
político. 

Según Habermas, «el Estado nacional y la democracia surgieron de la Revolución 
francesa como dos gemelos. Y culturalmente se hallan bajo la sombra del 
nacionalismo», lo que le lleva a considerar este fenómeno como algo específicamente 
moderno y cuya dirección se orienta hacia la integración cultural. 

La explicación del concepto de Nación desde la Antigiledad clásica nos remite a la 
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integración geográfica, lingúística, étnica y cultural de las comunidades de origen, aún 
no regladas políticamente bajo una organización estatal2; concepto que nos dará mucho 
juego a la hora de ver su evolución romántica. 

La conciencia nacional moderna nace, sin embargo, como una estrategia liberadora 
frente a los poderes de la sociedad estamental, ligada a unos procesos de modernización 
económica y social que supone una nueva forma de integración y que experimentarán un 
proceso de dinamización a partir de la emergencia de la autonomía individual. «El 
nacionalismo es una forma de conciencia que presupone una apropiación de las 
tradiciones culturales filtrada por la historiografía y la reflexión» que «surge en el 
público burgués culto»3. Pero a medida que avanza la Modernidad se va adquiriendo 
otro sentido pues, a mediados del siglo xvm significa tanto una comunidad de 
descendencia 4 como la población de un Estado; lo cual apunta hacia el derecho de 
autodeterminación política por la que se caracteriza la fuente de soberanía estatalS5. 
«Según la concepción clásica de finales del siglo xvm se llama nación al pueblo estatal 
que se constituye como tal y se da una constitución democrática»6. Por lo tanto, con la 
Revolución francesa, aquello que se entendía como una situación prepolítica pasa a 
constituirse en la «identidad política de los ciudadanos de una comunidad 
democrática»”. 


El concepto de ciudadanía se desarrolla a partir del concepto roussoniano de autodeterminación. 
Inicialmente la expresión «soberanía popular» se había entendido como una restricción o inversión de la 
soberanía del príncipe, soberanía ésta que descansaba en un contrato entre el pueblo y el gobierno. En cambio, 
Rousseau y Kant no entienden la soberanía popular como un traslado de poder político de arriba abajo, o como 
un reparto del poder político entre dos partidos. Para ellos soberanía popular significa la transformación de la 
dominación política o poder político entre dos partidos. Para ellos soberanía popular significa la 
transformación de la dominación política o poder político en autolegislación8. 


De esta manera el ciudadano es un sujeto autónomo capacitado para autogobernarse 
según unas leyes que son decididas en el aparato estatal que ahora no le es ajeno, sino 
que está directamente relacionado con él, en función del contrato por el cual se 
establecen las relaciones sociales, políticas y jurídicas. «La progresiva inclusión de la 
población en el status de ciudadano abre para el Estado no sólo una nueva fuente secular 
de legitimación, genera a un tiempo el nuevo plano de una integración social mediada 
por el derecho»9. 

Éste es, inicialmente, un esbozo del modelo ilustrado. Pero aún podemos exponer una 
variante evolutiva que llega hasta nuestros días con mucha fuerza y actualidad. El 
concepto romántico de pueblo viene a afirmar su existencia y diferencia en lucha con 
otras naciones en el supuesto espontáneo e imaginado de un origen y lengua común, 
enraizado en la ficción de un pasado común transformado en comunidad de destino10. 
Este modelo, hoy resurgente ——nuevos nacionalismos de la Europa del este, 
autoafirmaciones locales, inmigración africana, etc.— da origen a lo que Habermas ha 
mencionado como terminología no inocente: el etno-nacionalismo. 

Este concepto de origen romántico, pero de plena actualidad, pondrá de manifiesto la 
concurrencia nuclear de dos categorías: la étnia y la nación, que tienen en común una 
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arraigada conciencia del nosotros, entendido como demos (pueblo). «Este concepto 
etnológico de nación entra en competencia con el concepto empleado por los 
historiadores porque borra toda referencia específica al orden jurídico positivo del 
Estado democrático de derecho»] 1. 

El trasunto de este nacionalismo fundado en la estrecha conexión entre ethnos y 
demos, tiene en su origen un modelo de libertad colectivista basado en la autoafirmación 
nacional frente a los otros —reafirmación de la conciencia del nosotros a que antes 
aludía— y que transfiere a la libertad de nosotros un carácter ambivalente en tanto 
supone una abertura interior afirmada desde el cierre al exterior. Se establece la 
suposición de que el demos debe enraizarse en el ethnos para lograr ciudadanos libres e 
iguales en una comunidad jurídica; lo cual es una falacia pues «conceptualmente la 
ciudadanía fue desde siempre independiente de la identidad nacional». «Esta libertad 
nacional no coincide con la libertad genuina política de los ciudadanos en el interior». 
Lo que produce que la posterior comprensión de la libertad republicana quede desligada 
de la libertad nacional aunque podamos ubicar en ella su origen12. 

Ahora bien, Habermas expone en reiteradas ocasiones que el nacionalismo no es 
ningún requisito necesario para un proceso democrático, en tanto la identidad de 
ciudadanía no coincide con los rasgos étnico-culturales, «sino en la praxis de ciudadanos 
que ejercen activamente sus derechos democráticos de participación y comunicación»13. 

Como ejemplo de generador de problemas jurídicos y políticos al hilo de lo que 
venimos diciendo, Habermas trae a colación la construcción etno-nacionalista de la 
Constitución de Weimar (Schmitt), donde se establece la separación entre el orden 
jurídico y el orden político, quedando la nación como bisagra entre los principios 
heredados del Estado de derecho burgués y el principio democrático de 
autodeterminación popular, y de donde se infiere la necesidad de una homogeneidad 
nacional para el ejercicio democrático del poder político. Es decir, que la democracia 
puede ejercerse sólo como una praxis común cuya igualdad interna se identifica y exige 
una igualdad sustancial, donde el concepto fundamental es el de pueblo como 
contraposición al de humanidad. 

En definitiva la nación media entre Estado de derecho y democracia porque solo 
participan en el poder democrático las personas privadas, convertidas en nación política. 
Lo cual revertirá en un desacoplamiento entre los derechos reguladores del trato privado 
en el seno de la sociedad civil y el republicanismo inspirado en el derecho racional14. 

Lo que Habermas nos está ofreciendo en este discurso es la apreciación casi 
simultánea —cronológicamente— de varios paradigmas que van conformando los 
modelos contemporáneos sobre los que debemos trabajar y que se pueden agrupar en dos 
tradiciones: la liberal (Locke y el ámbito anglosajón) y la republicana (Aristóteles, 
Kant...). Estas tradiciones compiten en su filosofia del derecho respecto a la 
interpretación de la ciudadanía activa. 

Tomando ahora como referencia las sociedades contemporáneas vemos, pues, cómo se 
hallan cohesionadas conforme a dos factores fundamentales: el mercado y la 
administración; delimitándose unas a otras según la conciencia nacional implicadora de 
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una inclusión ampliada simultáneamente a una exclusión renovadal5. La solución al 
entramado que hemos ido configurando, la ve Habermas en dos posibles localizaciones 
cuales son: el plano de la cultura o el plano de los procedimientos democráticos. 

La respuesta es contundente, «en sociedades pluralistas esta carga no puede ser 
desplazada del plano de la formación de la voluntad política y de la comunicación 
pública al del sustrato cultural aparentemente natural de un pueblo homogéneo». Por lo 
tanto, toda la estructuración del aparato político y jurídico residirá en la exigencia de un 
procedimiento para el dictado de las leyes, donde se deposite una soberanía 
procedimentalista de cara a un futuro que no exija rendir cuentas históricas respecto a las 
presunciones étnicas o culturales. La legitimidad del derecho democrático procede, 
entonces, del mismo procedimentalismo democrático, que no exige consenso prepolítico 
porque la praxis ciudadana posibilita un acuerdo entre extraños; lo cual confirma que el 
procedimentalismo substituye las carencias de integración social asegurando el valor de 
uso de las libertades subjetivas16. 

Efectivamente, si nos limitáramos a intentar establecer soluciones desde el plano de la 
cultura, puede ocurrir —y tenemos ejemplos contemporáneos que así nos lo indican—-17 
que el efecto resulte contraproducente. De otra parte, si imponemos un artificio cultural, 
la inaceptación social provocará ineludiblemente un conflicto. De suponer —por el 
contrario— que la cultura potenciada atiende a ciertas tradiciones de un colectivo 
supuestamente homogéneo, caemos en el mismo error que antes vimos; esto es, el 
acecho del etnonacionalismo con sus características excluyentes. Por lo tanto la cultura 
—así entendida— no puede ser, en este momento, la solución a los problemas que 
sobrevienen. 

La comprensión de la procedimentalidad exige un cierto detenimiento pues establece 
el nexo entre Estado de derecho y democracial8 que el republicanismo favorece ya que 
«este nexo conceptual rige también en aquella dialéctica entre la igualdad jurídica y 
fáctica, que frente a la comprensión jurídica liberal, primero ofreció el paradigma 
jurídico del Estado social y hoy viene exigido por una autocomprensión procedimental 
del Estado democrático de derecho»19. 

¿Por qué el procedimentalismo tiene tanta importancia en la configuración política 
contemporánea? Entendemos que, lo político, no puede estar desligado de la 
comprensión general del mundo en que se desarrolla. El pensamiento contemporáneo, 
entonces, está marcado por un criterio procedimental en el siguiente sentido: 


Las modernas ciencias experimentales y una moral que se ha vuelto autónoma sólo se fían ya de la 
racionalidad de su propio avance y de su procedimiento, a saber: del método del conocimiento científico o del 
punto de vista abstracto desde el que es posible resolver algo en moral. La racionalidad se encoge reduciéndose 
a mera formalidad tan pronto como la racionalidad de los contenidos se evapora y se convierte en validez de 
los resultados. Ésta, depende de la racionalidad de los procedimientos conforme a los que tratan de resolver los 
problemas —empíricos y teóricos— en la comunidad de investigadores y en la esfera de la ciencia organizada; 
y problemas práctico-morales de la comunidad de un estado democrático y en el sistema jurídico. Como 
racional no puede valer ya el orden de las cosas con el que el sujeto encuentra en el mundo, o que él mismo 
proyecta; o que nace del propio proceso de formación del espíritu, sino la solución de problemas que logramos 
en nuestro trato con la realidad, atenido a procedimientos. La racionalidad procedimental no puede garantizar 
ya una unidad previa en la diversidad de los fenómenos20. 
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Ya hemos visto cómo se produce la génesis de los modelos democráticos, con sus 
generalizaciones más o menos perfiladas. También hemos visto cuál es el surgimiento de 
las libertades modernas desde la perspectiva del colectivismo o del individualismo sin 
entrar aún en los problemas que pueden conllevar; veremos seguidamente cuáles son las 
características generales de los modelos democráticos liberal y republicano, tal y como 
los entiende Habermas; enfrentados en relación a los conceptos de ciudadano, de 
derecho y a la naturaleza del proceso de formación de la voluntad política democrática. 


a) La tradición liberal 


La tradición liberal pretende programar el Estado conforme al interés de la sociedad, 
pero en su conceptualización misma escinde la categoría Estatal, que atiende al aparato 
de la administración pública, de la social, que atiende al sistema de interrelación de 
personas privadas y a su trabajo social estructurado en términos de economía de 
mercado21. 

El proceso político liberal supone una lucha por la consecución de posiciones que 
procuren la disposición del aparato administrativo, lo cual se traduce en copar ámbitos 
de poder. El éxito de este proceso se mide cuantitativamente por el logro en los procesos 
electorales donde se supone quedan reflejadas las preferencias de la ciudadanía22. Las 
reglas asegurarán la equidad del procedimiento electoral y «el proceso de formación de 
la voluntad democrática tiene exclusivamente la función de legitimar el ejercicio del 
poder político»23. 

En cuanto al ordenamiento jurídico se refiere, la concepción liberal procurará un 
engranaje que «permita determinar en cada caso qué derechos corresponden a qué 
individuos». Por lo tanto puede afirmarse que el liberalismo construye su ordenamiento 
jurídico partiendo de derechos subjetivos24. 

La tradición liberal entiende, por último, a la ciudadanía conforme al modelo de 
pertenencia a una organización de fundamentación jurídica, donde los ciudadanos 
permanecen ajenos al Estado y su contribución es ejercida por los votos y los tributos 
fiscales, no distinguiéndose, esencialmente, de las personas privadas que hacen valer sus 
intereses frente al aparato estatal25. 

En definitiva, y en palabras del propio Habermas: 


El objetivo de la argumentación liberal se dirige contra el potencial perturbador de un poder estatal que 
entorpece la interrelación social autónoma de los particulares. El punto crucial del modelo liberal no es la 
autodeterminación democrática de ciudadanos que deliberan, sino la normativización, en términos de Estado de 
derecho, de una sociedad volcada en la economía que mediante la satisfacción de las expectativas de felicidad 
privadas de ciudadanos activos habría de garantizar un bienestar general entendido de manera apolítica26. 


b) La tradición republicana 


Lo que se impone ahora es mostrar las características generales del republicanismo 
donde Habermas ve una mayor proximidad a su proyecto. Este —el republicanismo— 
goza se una comprensión intersubjetivista de la soberanía popular que implica de los 
ciudadanos compromisos y aceptabilidad racional; lo cual lo sitúa en un alto grado de 
afinidad al proyecto deliberativo habermasiano del que más tarde hablaremos. 
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Claro que, esta lectura del republicanismo la está haciendo Habermas desde la teoría 
de la comunicación, por considerar que es la más adecuada (no se si al republicanismo o 
a sus propósitos); y que nos permite entender la política según un concepto no 
instrumental basado en una concepción de la persona que actúa comunicativamente27. 

Según la concepción republicana, la política no se agota en la función mediadora, sino 
que se establece como factor constitutivo del proceso de socialización, «forma de 
reflexión en un entramado de vida ético»28. Aquí el espacio público político y la 
sociedad —como infraestructura— aseguran conjuntamente su fuerza integradora y su 
autonomía a la práctica de interrelación de los ciudadanos. 

En la concepción republicana, los derechos subjetivos están basados en un 
ordenamiento jurídico objetivo, que es garante y posibilita la integridad de una vida 
común autónoma en el marco de una igualdad de derechos, gracias a que esta 
concepción otorga igual dignidad a la integridad de los individuos que a la integridad de 
la comunidad29, 

Los procesos de mercado quedan fuera —según Habermas— de la formación de la 
opinión y la voluntad política, que solo atiende a estructuras propias de una 
comunicación pública dirigida al mutuo entendimiento, cuyo paradigma de 
autodeterminación ciudadana es el diálogo. Por tanto, la construcción republicana de un 
Estado de derecho democrático implicará siempre una autocomprensión ética de práctica 
deliberativa apoyada en un consenso cultural30. 

En ese mismo punto sitúa Habermas la ventaja de la comprensión republicana, frente 
al inconveniente que supone el idealismo que hace depender la democracia de las 
virtudes. 

La tradición republicana supone que el ciudadano se vincula a una comunidad ético- 
cultural autodeterminada. Se integra a la comunidad como parte de un todo logrando su 
identidad privada y social en el horizonte de las tradiciones e instituciones comunes 
reconocidas y actualizando su carta de ciudadanía en la práctica de la autodeterminación 
colectiva31. Finalmente y en palabras del propio Habermas: 


Veo el quid del republicanismo en el hecho de que las formas y los procedimientos del Estado constitucional 
junto con el modo democrático de legitimación producen un nuevo nivel de cohesión social. La ciudadanía 
democrática —en el sentido de citizenship— establece una solidaridad entre extraños comparativamente 
abstracta y, en cualquier caso, mediada jurídicamente; y este modo de integración social [...] se lleva a cabo 
mediante la forma propia de un contexto comunicativo que interviene hasta en la socialización política32. 


La propuesta de Ralws: el liberalismo político 


La iniciativa política de John Rawls, a diferencia de la de Habermas, parte de un 
interés estrictamente pragmático ante la situación en la que se encuentra el entramado 
social, político y jurídico en el mundo occidental contemporáneo, caracterizado por la 
pluralidad concurrente de criterios, razas y gustos dispares destinados a convivir en el 
ámbito de una sociedad democrática. Esta constatación plantea a Rawls una cuestión 
decisiva: ¿cómo es posible la existencia duradera de una sociedad justa y estable de 
ciudadanos libres e iguales que no dejan de estar profundamente divididos por doctrinas 
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religiosas, filosóficas y morales razonables? 33 

Con esta pregunta se está exigiendo una respuesta que requiere un gran despliegue 
conceptual, que es precisamente el que hace Rawls en ΕἾ liberalismo político y que aquí 
intentaré perfilar brevemente, pero con la suficiente eficacia como para que nos quede en 
situación comprehensiva su pensamiento. 

Rawls advierte que «no hay en el momento presente un acuerdo general respecto del 
modo en que las instituciones básicas de una democracia constitucional deberían 
satisfacer los términos equitativos de la cooperación entre ciudadanos considerados 
libres e iguales»34. Eso obliga, por lo tanto, a una reflexión acerca de las instituciones 
mismas además de considerar el propósito constructor de dichas posibilidades. La 
exigencia de que el marco sea una democracia constitucional ya nos pone sobre aviso de 
que nos situamos en una perspectiva determinada propia de una forma de vida concreta; 
donde los ciudadanos partan de una situación de libertad e igualdad. 

La idea de Rawls consistirá, fundamentalmente, enla construcción de una concepción 
política de la justicia, la justicia como equidad. Ésta deberá desprenderse de todos los 
prejuicios particularistas, incluidos o, mejor dicho, primordialmente, los que atañen a las 
diversas confesiones religiosas, para procurar el propósito planteado por la cuestión 
inicial. Partiendo, entonces, de la necesidad de reconstruir la estructura social básica, que 
entiende constituida por un régimen democrático; considera que dicha estructura está 
compuesta por las principales instituciones sociales, políticas y económicas, que se 
complementan «en un sistema unificado de cooperación social desde una generación 
hasta la siguiente»35. 

Lo que Rawls está constatando es que la ciudadanía de una sociedad democrática está 
inmersa en una cultura pública que no concibe como fijo el orden social, que ya no es 
natural, religioso, ni aristocrático36, sino dinámico, laico y cambiante; susceptible de ser 
transformado, en función de las conveniencias sociales, políticas o económicas que, de 
un lado mejoren las posibilidades de la coexistencia en libertad e igualdad y de otro, sea 
consonante con los criterios de razonabilidad dominantes en los principios emanados de 
esa cultura pública a la que antes aludíamos. 

Esta estructura básica, dirigida a la cooperación social entre generaciones, implica la 
responsabilidad histórica de dejar un legado práctico que haga posible la convivencia, no 
solo en un espacio determinado, sino también en la perdurabilidad del tiempo. Supone 
pues, un esfuerzo por dejar sentadas las bases de una sociedad bien ordenada donde sea 
posible el ejercicio de la libertad y la igualdad requeridas por la ciudadanía de una 
sociedad democrática. 

Quiere decirse que, semejante tipo de sociedad —sociedad democrática bien ordenada 
la llama Rawls— deberá ceñirse a ser configurada estrictamente en el «dominio de lo 
político»37. Esto es, tratando de constituir en una estructura básica viable para la 
coexistencia perdurable y pacífica de ciudadanos libres e iguales; donde suponemos que 
cada cual contempla un criterio moral, filosófico o religioso diferente. En principio, 
dichos criterios de razón no pública, no tienen cabida en la construcción de la estructura, 
porque excederían los propósitos estrictamente políticos en los que Rawls está pensando. 
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En efecto, lo que nos interesa aquí es —+fundamentalmente— una fuente de 
construcción estatal. De tal forma que el Estado, para garantizar la cohesión social, 
deberá ejercer la coacción respecto de las doctrinas comprehensivas por muy razonables 
que sean38. 

La estabilidad social, nos lleva a contraer ciertas implicaciones enormemente 
interesantes y decisivas en el orden constructivista de una política y una justicia 
procedimentales; que, además, justifica y afecta a la cuestión generacional que ya 
mencionamos anteriormente. De un lado, sostiene Rawls que crecer bajo instituciones 
justas desarrollará en la ciudadanía un sentido tal de la justicia, que creará en los 
ciudadanos una tendencia a obedecer dichas instituciones. Por otro lado, los hábitos del 
crecimiento en este ámbito de justicia, facilitarán un clima apropiado para el surgimiento 
de una cultura política pública razonable, susceptible de convertirse en el foco de un 
consenso entrecruzado 39. 

Aunque la justificación de Rawls se entiende en un plano de configuración cultural no 
violentadora de la idiosincrasia particular de cada ciudadano o colectivo de ciudadanos; 
el término obediencia que emplea —o al menos así lo leemos en la edición castellana— 
no me parece el más adecuado pues, no se trata de someterse a las instituciones según los 
hábitos vitales, sino de que éstas garanticen la autonomía personal en el ámbito de la 
igualdad y la libertad propias de una sociedad democrática. 

Se pretende, por lo tanto, ir estableciendo las bases de un régimen constitucional con 
estos rasgos esenciales: 


Se trata, primero, de una relación entre personas en el marco de la estructura básica de la sociedad, una 
estructura de instituciones básicas en la que solo ingresamos por nacimiento y de la que solo salimos al morir 
(o eso podemos suponer). Todo ocurre como si simplemente nos materializáramos, por así decirlo y fuéramos a 
parar desde la nada a la presente posición del mundo social, con todas sus ventajas y desventajas, según nuestra 
buena o mala fortuna. Digo desde la nada, porque carecemos de una identidad pública o no pública previa: no 
hemos venido a este mundo social procedentes de alguna otra parte. La sociedad política está cerrada: sólo 
dentro de ella llegamos a ser, y no ingresamos o salimos de ella voluntariamente, no lo podemos hacer40. 


Por lo tanto, lo que estamos buscando es un principio de legitimidad del poder político 
en el marco de los principios liberales. Ello implicaría la recurrencia a la construcción de 
una Constitución basada en una racionalidad procedimental, como garante de la justicia 
básica o aquellas cuestiones colaterales más próximas41. 

Pero debe quedarnos muy claro que el constructivismo político es opuesto al 
constructivismo moral, pues no se trata de definir las características de una razón 
práctica, es decir, no se trata de dilucidar ni crear una moral o ética concreta, sino de 
definir el marco en que dichos principios son aplicables42. 

La propuesta política que Rawls nos ofrece no es otra que el liberalismo político, 
entendida como una praxis capaz de concebir «esa diversidad de doctrinas razonables 
como el resultado inevitable a largo plazo de las facultades de la razón humana 
desarrollada en el marco de las instituciones libres»43. Doctrinas razonables entre las 
que deberían constar las de origen religioso. El constructivismo político tendría sus 
límites en el procedimiento de un orden representativo de los valores políticos, cuyo 
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punto de partida son los principios expresados por los valores de la razón práctica. A 
esto añade, el liberalismo político, que ese es el orden más adecuado a la sociedad 
democrática inmersa en el pluralismo razonable; en la medida en que proporciona la 
concepción más razonable de la justicia y se convierte en el foco de un consenso 
entrecruzado44. 

Qué sea el constructivismo político, dirigido a formular y establecer una concepción 
de la justicia política, es algo que Rawls describe, de acuerdo con cuatro rasgos 
fundamentales: 

El primero de ellos atiende a la representación de la justicia política como el resultado 
procedimental de construcción (estructura). 

El segundo considera que el procedimiento de construcción está basado en la razón 
práctica y no en la teorética; es decir, que exige una razón de funcionalidad que 
prescinde de los criterios de verdad o falsedad, lo que podría recordarnos, en cierto 
modo, al pensamiento de Kelsen. Lo que interesa es la eficacia procedimental de sus 
resultados. 

El tercer rasgo atiende a los presupuestos antropológicos —exentos de contenidos 
metafísicos— que conciben a las personas como miembros de una sociedad política 
comprendida como sistema equitativo de cooperación social integracional. 

El cuarto rasgo que Rawls menciona es reiterativo y ya ha sido explicado por nosotros 
en referencia al segundo, sostiene que «el constructivismo político prescinde, en su 
formulación de la concepción política, del concepto de verdad». Efectivamente, 51 hemos 
partido de que nos ocupamos de una producción de objetos conformes a la razón 
práctica, rehusando del conocimiento de unos objetos dados por la razón teorética, lo que 
estamos estableciendo es que el criterio de verdad queda al margen de una formulación 
política construida procedimentalmente. 

Lo más importante que podemos concluir, con relación a estos enunciados, nos viene 
dado por el propio Rawls, cuando dice que: «Todas estas estipulaciones, y algunas otras 
más, son necesarias para elaborar la idea de que los principios de justicia surgen de un 
adecuado procedimiento de construcción»45. 

Por lo que venimos viendo, el constructivismo político se explicará a tenor de una 
concepción política de la justicia cuyos principios se seleccionarán por las partes en la 
posición original —ya veremos qué significa este concepto— en virtud de los intereses 
comunes incluyentes de todas las partes interesadas en el proceso donde el mismo 
procedimiento exija la razonabilidad de las partes46. 

Pero conviene ponernos sobre aviso de no caer en cierta ingenuidad respecto al 
constructivismo en general y al postulado por Rawls en particular. No es posible partir 
de la nada, sino que se requiere algún material para empezar; «el procedimiento mismo 
simplemente se fija usando como punto de partida las concepciones básicas de la 
sociedad y de la persona, los principios de la razón práctica y el papel público 
desempeñado por una concepción política de la justicia». Es decir, que ningún 
constructivismo afirmaría que lo esencialmente relevante es construido47. 

De lo que se trata, en definitiva, es de diseñar y construir un modelo de constitución 
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para una sociedad democrática que esté por encima de los intereses particulares, 
cualquiera que sea su origen y pueda imbricar a todas las partes en un interés común que 
se orienta, políticamente, desde una concepción procedimental de la justicia, lo cual hace 
que las partes de un lado se coimpliquen cooperativamente en la estructura social y no se 
sientan marginadas o desconsideradas por la formula jurídica genérica por la que se 
amparan, ya que ésta es producto de una construcción procedimental, no de una 
concepción concreta del mundo ajena a la de las partes y, finalmente, se genere una 
cultura pública que, como vimos en páginas anteriores, consolide la praxis democrática 
de las partes, como algo emanado de la misma sociedad democrática; conservando la 
posibilidad de la pluralidad de criterios particulares (morales, religiosos, filosóficos, 
etc.), por ello, para Rawls «el liberalismo político no es comprehensivo»48. 

Ahora nos llega el momento de explicar qué sea una doctrina comprehensiva para 
Rawls. Por tal debemos entender todo criterio religioso, moral, filosófico, etc., con el 
que el ser humano comprehende el mundo y sus consecuentes relaciones. Las doctrinas 
comprehensivas entran en lo que Habermas o Heidegger llamarán discursos metafísicos 
y los sedicentes postmodernos denominarán metarrelatos. Rawls considera que todos los 
ciudadanos abrazan alguna de estas doctrinas, lo cual es muy laudable en tanto se 
entiende como una forma personal de entender las cosas. 

Pero de ahí a que las relaciones jurídicas y/o políticas se encuentren mediatizadas por 
tales doctrinas hay un abismo. De hecho el liberalismo doctrinal, que es distinto del 
liberalismo político que aquí nos ocupa, también es comprehensivo. Consecuentemente, 
el problema estriba en que, usualmente, las concepciones políticas están relacionadas, 
directa o indirectamente, con una doctrina comprehensiva49. 

Frente esto, hemos de entender que, el liberalismo político, no es ni epistemológico, ni 
metafísico50. Las pretensiones del liberalismo político son, valga la redundancia, 
estrictamente políticas. Con el liberalismo político no se trata de establecer ni una 
cosmovisión, ni un criterio de verdad social o política; las pretensiones son estrictamente 
pragmáticas y funcionales. 

De hecho Rawls llega mucho más allá, cuando afirma que la sociedad democrática 
carece de tales doctrinas comprehensivas pues «no tiene objetivos ni propósitos finales 
por el estilo de los que tienen las personas y las asociaciones»51. Y, efectivamente, una 
sociedad democrática contempla y se hace garante de que las personas y las asociaciones 
razonables, que se desarrollan en su seno, puedan lograr tales propósitos en función de 
sus criterios estrictamente particulares, de ahí la salvaguardia de la autonomía en la 
sociedad democrática; pero, la sociedad como tal, el aparato estatal y jurídico, exige una 
imparcialidad que le mantiene positivamente al margen de tales doctrinas, en tanto a su 
configuración procedimental se refiere. 

Comprometer la justicia y el orden social con una doctrina comprehensiva supondría, 
directa o indirectamente, caer en una injustificable tentación de considerar dicha doctrina 
como una verdad universal52; por ello, el constructivismo político prescindirá, en su 
formulación política, del concepto de verdad53, lo que hace del constructivismo 
procedimental, una formulación garante de la imparcialidad de la justicia como equidad. 
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La justicia como equidad se presenta a sí misma como una concepción compartida de 
la justicia; tratará de relacionar todos los principios y servirá como base para examinar la 
justicia O injusticia de las instituciones sociales y políticas que establecen el entramado 
de cooperación social. Su objetivo es estrictamente práctico, pretendiéndose como base 
del acuerdo político razonado, informado y voluntario. 

Como principio de operatividad procedimental del liberalismo político, la 
consideración de la justicia como equidad deberá ser independiente de la multitud de 
doctrinas comprehensivas54. Aunque, es de reconocer, que tampoco surge de la nada, 
sino que se hace posible en el ámbito de la tolerancia en las sociedades democráticas 
consensuadas. 

La idea fundamental de cuanto estamos viendo es la tendencia a establecer las bases 
de una cooperación social, como fundamento de la interrelación entre los ciudadanos, 
que están llamados a entenderse gracias a un conjunto de reglas y procedimientos 
públicamente reconocidos y concebidos, como efectivamente reguladores de su 
conducta. 

La equidad es, precisamente, esa categoría que establece las condiciones de 
posibilidad de la reciprocidad entre los cooperantes, en la medida en que los resultados 
del procedimiento son beneficiosos para todos. Eso implica una determinada noción de 
ventaja racional o de bien para cada participante que está inmerso en el proceso de la 
justicia como equidad y trabaja cooperativamente, sin perder la referencia al beneficio 
propio, en tanto que sujeto autónomoS5S5. 

Lo que venimos diciendo perfila la antropología de Rawls, para quien cada persona es 
un ciudadano, alguien que recibe su identidad de la sociedad en la que se halla inmerso y 
en la cual es un cooperante durante el ciclo completo de su vida56, y cuyas facultades 
morales revelan dos capacidades. Una, para el sentido de la justicia que le posibilita 
entender, aplicar y actuar conforme al sentido equitativo de la justicia que condiciona la 
cooperación social. Otra, para el sentido del bien, como capacidad racional hacia la 
propia ventajaS7. 

El «método» de captación del sentido tradicional de la justicia, en una sociedad 
equitativa de cooperación social, entre ciudadanos libres e iguales, es lo que se ha dado 
en llamar «posición original». Supone un punto de vista distanciado de los rasgos y 
circunstancias particulares respecto del trasfondo global. La pretensión es captar 
conceptualmente los valores de igualdad y libertad de manera que se llegue a calibrar 
cuál sería el acuerdo al que podrían llegar las partes representantes de los ciudadanos. En 
este sentido, tiene la doble funcionalidad de ser un mecanismo de reflexión pública y 
autocalificaciónS8. 

Pero la posición original no opera por sí misma sino junto al denominado velo de la 
ignorancia. Este es uno de los conceptos más recurrentes y menos explícitos. Por lo que 
colegimos de los contextos en que se emplea, se trata de una ocultación intencional de la 
visión comprehensiva de las partes que, en virtud de la buena voluntad de alcanzar el 
consenso cooperante equitativo, permite olvidar —en el proceso de consecución de la 
justicia como equidad— las comprehensiones particulares de orden moral, religioso o 
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filosófico. Pero dado que la posición original es un mecanismo de representación social, 
podemos describir aclaratoriamente el proceso de la siguiente forma: 


Las partes, en esta posición, son descritas como representantes racionalmente autónomos de la ciudadanía, 
llamadas a defender, de la mejor forma posible, a sus representados y sometidas siempre a las restricciones de 
la posición original. Por ejemplo, las partes están situadas simétricamente unas respecto de otras y, en ese 
sentido son iguales; y el llamado «velo de la ignorancia», significa que las partes desconocen la posición social, 
o la concepción del bien (sus particulares propósitos y vínculos), o las capacidades realizadas y tendencias 
psicológicas, y muchas otras cosas, de las personas que representan. Además, como ya he puesto de relieve, las 
partes deben acordar, a partir de una breve lista de alternativas procedentes de la tradición de la filosofía moral 
y política, determinados principios de justicia. El acuerdo de las partes en torno a determinados principios 
definidos de justicia instaura un vínculo entre esos principios y la concepción de la persona representada por la 
posición original59. 


En todo este proceso, en el que se está estableciendo una forma de conocimiento 
respecto del entramado político de la sociedad democrática, según la justicia como 
equidad, pueden distinguirse tres puntos de vista: 


— el de las partes en la posición original 


— el de los ciudadanos en la sociedad bien ordenada 
— el nuestro como estudiosos de la justicia como equidad. 


Queda claro que, nuestra perspectiva analítica es decisiva, en tanto vía evaluativa de la 
justicia como equidad. Es la perspectiva que nos permite cosificar las dos primeras y 
situarnos en un plano distante como teóricos y elaboradores políticos. 

Ahora conviene dar un paso más en la configuración conceptual que estamos 
estableciendo, para hablar del consenso entrecruzado como la aspiración máxima de una 
política independiente que busca la justicia como equidad. Se trata, inicialmente de una 
cuestión especulativa, una conjetura basada en el hecho de la pervivencia de las 
doctrinas comprehensivas razonables, atraerán en su pervivencia generacional, 
adhesiones al régimen constitucional. 

El consenso entrecruzado, es un punto clave en la comprensión de la justicia como 
equidad pues es, precisamente, lo que la salvaguarda de un indiferentismo escéptico 
respecto a la verdad política y, si ha de haber tal categoría, la fundamentaría en la 
medida en que «partimos del supuesto de que cada ciudadano afirma una concepción de 
este tipo, esperamos que todos puedan aceptar la concepción política como verdadera 
desde el punto de vista de su propia doctrina comprehensiva, cualquiera que sea»61. En 
este sentido llega a constituirse en la base de la unidad social. 

Por lo tanto, la constitución de la cohesión social que promueve la justicia como 
equidad, en el consenso entrecruzado cuenta siempre con un criterio clave en el estudio 
de Rawls: lo razonable. 

La distinción entre lo racional y lo razonable es básica en nuestra concepción del 
liberalismo político. Para empezar, partamos de la base de que se trata de dos conceptos 
independientes en la justicia como equidad. 

Comencemos por lo racional, término que se aplica a un agente singular y unificado 
—Andividuo o colectivo— con suficientes capacidades para perseguir los intereses 
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particulares que le son propios. Racional se aplica al modo en que se adoptan y afirman 
esos intereses, así como al modo en quese les da prioridad62. 


Las personas son razonables en un aspecto básico cuando, estando, digamos entre iguales, se muestran 
dispuestas a proponer principios y criterios en calidad de términos equitativos de cooperación, y a aceptarlos de 
buena gana siempre que se les asegure que los demás harán lo mismo [...]. Lo razonable es un elemento de la 
idea de sociedad como sistema de cooperación equitativa, y que los términos equitativos de ésta sean 
razonables para todos es parte de su noción de reciprocidad63. 


La razonabilidad no es una idea epistemológica, sino que forma parte del ideal 
democrático de razón pública y relativiza las doctrinas comprensivas. Lo razonable, 
como vimos en el párrafo anterior, es público y a través de lo razonable ingresamos en el 
ámbito de lo social64. 

Por razón pública debe entenderse, la de los ciudadanos iguales que, como cuerpo 
colectivo, ejercen el poder político, legislando y mejorando su constitución. Sus límites 
no rigen para nuestras deliberaciones políticas personales, sino solo en el marco de un 
compromiso de competencia regulada en los foros públicos65. 

En definitiva, todo esto implica un ideal de ciudadanía que no es otro que el de 
libertad e igualdad. Así se desprende de la búsqueda insistente de dicho ideal, en 
función de un liberalismo político, entendido según la justicia como equidad. La libertad 
y la igualdad son dos presupuestos de los que partimos en una sociedad democrática. Las 
coimplicaciones del entramado en el que nos introducimos no solo nos descubre que 
partimos de esa idea, sino que llegamos a ella como pretensión última de salvaguardar la 
autonomía personal. 

Esa autonomía plena, captada por la forma de relación de las partes66, nos da la idea 
de que la concepción adecuada no solo no es construida67, sino que además determina la 
forma del procedimiento político68. 

¿Qué le queda al ciudadano por hacer en la democracia procedimental de Rawls? 
¡Mucho! La libertad del ciudadano se ve comprometida con su propia responsabilidad en 
el proceso de cooperación razonable inspirado en la justicia como equidad. Y esto es así 
porque al ciudadano le queda un reto absolutamente radical y decisivo en la creación, no 
ya de la sociedad democrática como entramado político, sino como cultura compartida 
que forje esa comprensión de John Dewey que habla de la democracia como una forma 
de vida. 

Los ciudadanos relacionarán libremente los valores políticos de la sociedad 
democrática con sus propias doctrinas comprehensivas69. Con esto deja Rawls en manos 
de la conciencia personal la posibilidad no solo de adaptarse libre, igualitaria y 
conscientemente a la posibilidad de una política democrática cooperante y compartida, 
sino que, la estructura básica que vimos inicialmente como primer objetivo de la justicia 
como equidad70, afecta a los individuos en tanto crea una cierta forma de cultura 
compartida71. 

A partir de aquí tal vez el discurso sobre la construcción de una constitución 
democrática en vías de una comprensión cultural determinada escape de las pretensiones 
estrictamente políticas de nuestro amigo Rawls. A partir de aquí hay que empezar a 
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discernir con Habermas la posibilidad de una conveniencia distinta y comprehensiva. 


Habermas vs Rawls: el Debate 


Llegados a este capítulo creemos, oportuno exponer cual es el debate en el que se 
enzarzan estos autores de tanta magnitud en el pensamiento contemporáneo. Destaca 
Vallespín —como introductor de la obra Debate sobre el liberalismo político— que 
resultó sorprendente para el ámbito académico internacional la reacción de John Rawls, 
hombre poco dado a las actuaciones públicas ni a las polémicas personales. No así la 
posición de Habermas, que tiene por costumbre estar presente en todas las polémicas de 
cierta repercusión mediática, sobre asuntos contemporáneos o reaccionando ante autores 
pretéritos. 

Por eso, estos textos que nos ocupan nos resultan especialmente interesantes y 
atractivos, además de procedentes en el estudio que venimos desarrollando, en tanto 
vemos en pleno diálogo a dos autores procedentes de distintas tradiciones como la 
filosofía moral de inspiración analítica (Rawls) y filosofía y sociología neomarxista de la 
Escuela de Francfort (Habermas). 

Por otro lado, aunque los textos que nos ocupan tienen ya algunos años, son continuas 
las referencias que, sobre ambos autores, hacen los intelectuales que hemos tratado en 
capítulos anteriores como Díaz-Salazar, Ruiz-Peña, Pera, Ollero o Ratzinger, lo cual nos 
hace sentirnos inmersos en la actualidad de la discusión que vamos a analizar. 

Queda bastante claro que el título adoptado para el volumen donde se recogen los 
ensayos entrecruzados alude fielmente al punto en debate: el liberalismo político. Y es 
que, los planteamientos iniciales de John Rawls en Teoría de la justicia no podían 
quedar impunes ante la crítica filosófica y neoilustrada de Jiirgen Habermas. El 
liberalismo político, como proyecto político, ya lo hemos esbozado —según nuestro 
criterio de relevancia temática— en el anterior capítulo. Con ello suponemos que 
podemos tener una idea lo suficientemente panorámica de los planteamientos de John 
Rawls. 

Aquí intentaremos recoger, con igual interés, cuáles son las objeciones de Habermas 
ante la propuesta liberal de Rawls, y cuál la respuesta de este último al filósofo alemán. 

Según la crítica inicial de Habermas, Rawls ha establecido un punto de ruptura con la 
filosofía práctica en su Teoría de la justicia donde, en oposición al utilitarismo y al 
escepticismo, propone una lectura intersubjetiva del concepto kantiano de autonomía, 
que Rawls utiliza como llave para la explicación de la autonomía política de los 
ciudadanos de un Estado democrático de derecho72. 

Rawls reacciona contra el contextualismo que parece contrario al entendimiento de 
una razón común de todos los seres humanos, lo cual es laudable y compartido por 
Habermas. Pero este último cuestiona si Rawls es capaz de hacer valer del modo más 
convincente sus intuiciones normativas. 

Rawls fundamenta los principios ordenadores de una sociedad moderna en la libertad 
e igualdad de las personas. Para ello recurre a la explicación de lo que se ha dado en 
llamar posición original del liberalismo político que supone el acuerdo de todos los 
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partidos en torno a dos principios: 


a. El liberal según el cual a todos se les concede iguales libertades subjetivas de acción. 

b. Subordinado al anterior, suponemos una regulación garante del igual acceso a las 
funciones públicas, lo cual implica para Rawls que las desigualdades son aceptables 
solo en beneficio de los menos privilegiados. 


Para Rawls el liberalismo político es un constructo racional que no plantea 
pretensiones de verdad, lo cual le confiere una posición de neutralidad respecto a las 
concepciones del mundo73. 

El diseño de la posición original plantea para Habermas la cuestión: ¿es el adecuado 
para una explicación deontológica de los principios de la justicia? 

La posición original es la situación en que los representantes racionales de la 
ciudadanía deciden bajo estrictas limitaciones que garantizan un juicio imparcial acerca 
de las cuestiones de justicia. 

Eso conlleva una concepción de la autonomía reservada para quienes ya viven en el 
marco de las instituciones de una sociedad bien ordenada y que consta de dos elementos: 


a. propiedades neutrales de las partes que buscan su ventaja racional, 
b. restricciones normativas: ser racional, negociar a partir de la concepción del bien de 
cada cual e interés por la racionalidad. 


Se explica el propósito de Rawls de presentar la teoría de la justicia como una parte 
de la teoría general de la elección racional. 
Pero Habermas cuestiona: 


1. ¿Pueden las partes en la posición original representar los intereses preferentes de sus 
clientes sobre la base de su egoísmo racional? 


Es insostenible, pues, que el ciudadano autónomo sea representado por un partido no 
autónomo. Los ciudadanos, por hipótesis, son «personas morales» lo cual les implica en 
ideales comprehensivos como los religiosos en: 


— un sentido de la justicia. 
— capacidad para su propia concepción del bien. 
— interés por cultivar la racionalidad. 


En la posición original se descarga a las partes de estas implicaciones morales 
mediante un diseño objetivamente racional. La elección racional supone, para Habermas, 
una elección moral. Por lo tanto, el diseño teórico-decisionista implica la introducción de 
los bienes básicos 74. 


2. ¿Se pueden asimilar los derechos básicos a bienes básicos? 


Nos situamos en la posición de actores que actúan en primera persona. Eso conlleva 
que las cuestiones normativas, se tratan en términos de intereses o valores, que solo se 
satisfacen mediante bienes: aquello a lo que aspiramos, que es bueno para nosotros. 

Para Rawls —según Habermas— los bienes básicos son un derecho. La cuestión está 
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en ver los principios de lajusticia como distributiva; lo cual implicaría verlos bajola 
perspectiva de una ética de los bienes (aristotélicos, utilitaristas), que es distinta a la 
teoría del derecho basada en la autonomía. Esto es así, en tanto los derechos se dejan 
disfrutar solo cuando se ejercen. Por lo tanto, solo se hacen posibles cuando quienes 
gozan de derechos se reconocen mutuamente como libres e iguales. 

Los derechos regulan relaciones no son posesiones; por eso la libertad no es un 
«derecho básico» sino un «bien básico». 

Las normas suponen: 


— satisfacción de expectativas de comportamiento generalizado con pretensión de 
validez binaria (si/no) 

— solo nos permiten un sí, un no o abstenernos 

— no pueden contradecirse si van dirigidas a los mismos destinatarios 

— requieren formar un sistema 

— hacen relación a un tipo diferente de acción 

— son distintas a los criterios de cohesión. 


Los valores son acciones dirigidas a un Βα], 


Habermas ve una contradicción ontológica entre derechos y bienes. 
3. ¿Garantiza el velo de la ignorancia la imparcialidad del juicio? 


La capacidad de decidir racionalmente no es suficiente para representar los intereses 
de los clientes, ni para entender los derechos como triunfos que prevalecen sobre todo 
fin colectivo. 

Rawls, evitaría problemas si desarrollara consecuentemente el modo procedimental. 
No podemos partir de una cosmovisión universalmente válida que implique un 
pluralismo social y de visiones del mundo. 

La ética discursiva está apoyada en la intuición de que el principio de universalización 
implica una asunción ideal de un rol —conjunta—. 

Otra cosa es que, en la posición original, el velo de la ignorancia restrinja inicialmente 
el campo de visión de las partes, a los principios que acordarían ciudadanos 
presuntamente libres e iguales —no obstante— con sus divergencias, lo cual supondría 
la posibilidad de extenderse a todos los puntos de vista e intereses particulares que 
alterasen un juicio imparcial o extenderse solo a contenidos normativos. 

A partir de la restricción de perspectivas se construye la perspectiva ideal ampliada de 
un nosotros que es distinta a la posición original; el velo de la ignorancia restringe el 
campo de visión. 

Hasta aquí hemos visto ciertas puntualizaciones que Habermas realiza hacia el 
pensamiento de Rawls y que hemos querido exponer con la mayor precisión posible, 
atendiendo a los criterios de nuestros autores y a ciertas posibles consecuencias. Pero 
donde verdaderamente podemos hablar de polémica es en torno a aquellas páginas que 
se increpan mutuamente. 

Rawls, por su parte, hace una selección medida de aquello que le interesa contestar a 
Habermas y, en consecuencia, se centra en ciertas preguntas muy concretas de éste. 
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En resumen, lo que Habermas dice es que, para la fundamentación de los principios 
superiores, esto es, libertad e igualdad, las negociaciones deciden menos en la posición 
original que sus propias instituciones y conceptos básicos de construcción. Por lo tanto, 
Rawls introducirá en el procedimiento de fundamentación contenidos de orden 
normativo relacionados con el concepto de persona moral, incluyendo el concepto de 
colaboración equitativa entre los ciudadanos autónomos, lo cual precisaría una 
fundamentación previa. De aquí infiere Habermas el interés de Rawls en formular una 
concepción política y no metafísica de la justicia. 

A partir de aquí, pregunta Habermas al consenso entrecruzado: ¿desempeña una 
función cognitiva o instrumental? ¿En qué sentido emplea Rawls el predicado 
razonable? 

El equilibrio reflexivo implicaría ganar el concepto de persona moral; pero tenemos 
que en el liberalismo político el concepto de persona deberá mostrarse neutral de tal 
forma que sea aceptable para todas las doctrinas comprehensivas. Eso conlleva una 
nueva apreciación respecto al funcionamiento intelectual de Rawls que, a decir de 
Habermas, no desea distinguir las cuestiones de fundamentación respecto a las de 
aceptabilidad. 

En consecuencia, el efecto socialmente estabilizador del consenso entrecruzado, es 
explicado mediante una confirmación cognitiva del supuesto de que la justicia como 
equidad sea entendida con neutralidad por las doctrinas comprehensivas76. 

A John Rawls le interesará contestar al planteamiento de Habermas según el siguiente 
cuestionamiento: «¿Cuál es la relación de las doctrinas en el seno de un consenso 
entrecruzado con la fundamentación de la concepción política una vez los ciudadanos 
consideran dicha concepción como razonable e independiente?»77. 

Sobre esta base Rawls expondrá tres tipos de justificación y dos de consenso en el 
liberalismo, cuya tipología resumiremos esquemáticamente de la siguiente manera: 


1. Justificación pro tanto: En la razón pública la justificación de la razón política tiene 
solo en cuenta valores políticos y, en suposición de Rawls, una concepción política 
adecuadamente completa. Esto es, los valores políticos conectados por ella pueden ser 
convenientemente ordenados, o equilibrados, a fin de que únicamente aquellos valores 
den una respuesta razonable mediante la razón pública a todas, o casi todas, las 
cuestiones concernientes los asuntos constitucionales esenciales y a la justicia básica. 
Esta justificación política es prescindible por parte de las doctrinas comprehensivas. 

2. Justificación plena: Se realizará por un ciudadano individual como miembro de una 
sociedad civil; en cuyo caso acepta una concepción política y la inserta de alguna 
manera en su doctrina comprehensiva, bien desde la consideración de que es algo 
verdadero, o considerando que es razonable; lo cual queda condicionado a la doctrina 


comprehensiva del ciudadano en cuestión [δ᾽ 


3. Justificación pública en la sociedad política: Tenemos aquí que, la idea básica del 
liberalismo político funciona en combinación con otras tres: a) consenso entrecruzado, 
b) estabilidad para las razones rectas, c) legitimidad. Pues bien, tenemos esta 
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justificación en el caso de que todos los miembros razonables de la sociedad política, 
justifican la concepción política compartida, incorporándola a sus diferentes 
concepciones comprehensivas razonables; dependiendo, de éstas últimas, solo 
indirectamente. Dentro de esta justificación pública de incluye la tarea de mostrar la 
estabilidad por razones rectas; lo cual implica la legitimación de la acción coercitiva 
del gobierno 17. 

La estabilidad por razones rectas se explica así: 


a. Las estructura básica de la sociedad se regula efectivamente según la concepción 
política de la justicia más razonable. 

b. Dicha concepción política está confirmada por un consenso entrecruzado, formado por 
todas las doctrinas comprehensivas razonables en la sociedad y éstas están en una 
permanente mayoría respecto a quienes rechazan esta concepción. 

c. Las dimensiones políticas públicas, tratándose de elementos constitucionales y asuntos 
de justicia básica, siempre (o casi siempre) son decidibles sobre la base de las razones 
especificadas por la concepción política de la justicia más razonable o por una familia 
razonable de tales concepcionesó4, 

Según Rawls, puesto que la concepción de la política de la justicia expuesta, es la más 
razonable, o al menos queda apoyada por doctrinas comprehensivas razonables; ésta 
sería la base más razonable de la unidad social. Además, del hecho de que las doctrinas 
comprehensivas se vean implicadas en esta concepción política de la justicia se infiere la 
gran profundidad de la misma pues, éstas representan las convicciones más arraigadas de 
la ciudadanía. Por lo tanto, podemos ver como Rawls no desconsidera las creencias 
particulares de grupos ni de individuos sino que, precisamente, sitúa en ellas la 
posibilidad de una fundamentación de la concepción política de la justicia, en la medida 
en que dichas creencias o doctrinas, entre las que se encuentran las de origen religioso, 
incorporen el procedimentalismo democrático en uso a su propia idiosincrasia. 

Respecto a las dos ideas del consenso ya aludidas, hay que considerar tanto la del 
político que alcanza un acuerdo, como la del consenso entrecruzado razonable que se 
traduce en la concepción política de la justicia elaborada como perspectiva 
independiente, y justificable pro tanto sin considerar, pretender ajustarse, o incluso 
conocer qué son las doctrinas comprehensivas existentes81. 

Ahora bien, dado que la justificación pública es siempre pro tanto «¿cómo se puede 
verificar la justificación pública de la concepción política de la justicia?». Aquí 
introduce Rawls la necesidad de existencia y conocimiento de un consenso entrecruzado 
razonable. Seguidamente queda por señalar que la idea de legitimidad supone el 
entendimiento de los ciudadanos razonables aplicado a la estructura general de la 
autoridad política, que exigiría la creación de una Constitución que pueda ser compartida 
por todos los ciudadanos razonables, que parten de los principios básicos de libertad e 
igualdad82. 
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Con esto Rawls quiere dejar contestada aquella primera parte de la cuestión que él 
mismo le formulaba a Habermas. Sin embargo, Habermas no parece satisfecho con estas 
indicaciones cuando en su contrarréplica a Rawls le hace las siguientes observaciones. 

Porque Habermas entiende que, del hecho de que el consenso entrecruzado resulte del 
control simultáneo pero singular de la ciudadanía, aunque funcione tal control de 
aceptación personal, los criterios aplicados corresponden a intereses particulares. No 
puede hablarse, entonces, de una razón pública respecto al consenso entrecruzado, sino 
lo que Rainer Fost ha denominado «el uso privado de la razón con propósitos político- 
públicos»83. 

51 con esto último Habermas pretende aludir al riesgo, por otra parte justificado en 
cualquier entramado institucional, de alterar el orden de los intereses públicos, en la 
justificación del consenso entrecruzado que acontece en la justicia como equidad, la 
respuesta de Rawls no deja lugar a dudas cuando esgrime que, es precisamente la 
constitución, emanada de la justicia como equidad, la que pone límites a la legislación 
parlamentaria como disciplina y regulación del presupuesto poder coercitivo estatal84. 

Seguidamente contestará al cuestionamiento habermasiano sobre «qué sentido emplea 
Rawls el predicado “razonable”, en tanto que predicado de validez de máximas morales 
o en tanto que predicado para la actitud reflexiva de tolerancia ilustrada»85. 

Habermas ha visto que Rawls formulará una teoría de la justicia, que no puede ser 
verdadera o falsa, porque las afirmaciones normativas no reproducen un orden de hechos 
morales independientes de nosotros. Rawls introduce el predicado razonable como 
contraconcepto al de verdadero con el propósito de asegurar las afirmaciones normativas 
y la teoría de la justicia en su conjunto, considerando el carácter vinculante que se apoya 
en el reconocimiento intersubjetivo, pero al cual no se le concede un sentido 
epistémicos6. 

En consideraciones de Habermas, Rawls introduce el concepto «razonable» como 
propiedad de las personas morales que tienen un sentido de la justicia y están en 
disposición cooperante equitativa, conscientes de la falibilidad de sus criterios y, aún así, 
dispuestas a justificar su concepción de la justicia política87. 

Como hemos visto en la  contra-argumentación de Rawls, las doctrinas 
comprehensivas razonables, tienen igual carga de importancia en el consenso 
entrecruzado, de tal manera que la concepción política de la justicia, puede ser verdadera 
en su compatibilidad con dichas doctrinas comprehensivas. En esa medida Habermas 
señala que, entonces, la concepción política de la justicia sigue teniendo pretensiones de 
verdad88. 

La contestación de Rawls es rotunda: «El liberalismo político no emplea el concepto 
de verdad moral aplicado a sus propios juicios políticos (siempre morales). Sostiene que 
los juicios políticos son razonables o irrazonables, y expone ideales políticos, principios 
y estándares como criterios de lo razonable»89. No se cuestiona ni rechaza la categoría 
de verdad con relación a las doctrinas comprehensivas —como ya hemos visto— sino 
que el liberalismo político, considerando como suficiente la idea de razonable, se ciñe a 
su esquema procedimental, que le confiere la independencia y posibilidades que entran 
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en sus perspectivas constructivistas de una concepción política de la justicia. 

Para Rawls, los alegatos habermasianos de que el liberalismo político no puede evitar 
la cuestión de la verdad y la comprensión filosófica de la persona, no parece exigir más 
justificación teórica que el hecho de que éstas han sido sustituidas por los conceptos de 
razonable y ciudadanos libres e iguales 90. 

Llegados a este punto Rawls no parece tener más intencionalidad de disputa en esta 
dirección, dando paso a otros temas que no pretende dejar sin contestación. Respecto a 
un pasaje de Habermas que transcribimos íntegramente, Rawls tomará la nueva base de 
referencia para establecer criterios en defensa de la posición original, como integradora 
de los derechos y libertades de los antiguos y los modernos: 


Pues cuanto más se levanta el velo de la ignorancia y más se adopta una forma real de carne y hueso, los 
ciudadanos de Rawls se encuentran más profundamente inmersos en la jerarquía de un orden progresivamente 
institucionalizado por encima de sus cabezas. Así la teoría sustrae a los ciudadanos, buena parte de aquella 
intuiciones que cada generación tendría que hacer suyas de nuevo. Desde el punto de vista de la «Teoría de la 
justicia», el acto de fundación del Estado de derecho democrático, no puede ni precisa repetirse bajo 
condiciones de una sociedad ya ordenada de modo justo, el proceso de realización de los derechos no puede, ni 
precisa, ser cuestionado a largo plazo. Los ciudadanos no pueden experimentar este proceso, tal como lo 
exigirían, sin embargo, las cambiantes condiciones históricas, como un proceso abierto e inconcluso. No 
pueden reiniciar la ignición del núcleo radical democrático de la posición originaria en la vida real de su 
sociedad; pues, desde su perspectiva, todos los discursos de legitimación esenciales han tenido lugar en el seno 
de la teoría y, los resultados de los debates teóricos se encuentran ya sedimentados en la constitución. Puesto 
que los ciudadanos no pueden comprender la constitución en tanto que proyecto, el uso público de la razón no 
tiene propiamente el sentido de una ejercitación actual de la autonomía política, sino que solamente sirve al 
pacífico mantenimiento de la estabilidad política. Esta lectura no reproduce ciertamente la intención que Rawls 
une a su teoría, pero revela, si soy capaz de entenderla correctamente, una de sus consecuencias indeseadas. 
Esto se evidencia, por ejemplo, en la rígida frontera entre la identidad política y la identidad no pública de los 
ciudadanos. Según Rawls esta frontera viene trazada por los derechos liberales básicos, que limitan la 
autolegislación democrática y, con ello, la esfera de lo político de entrada, es decir, con anterioridad a toda 
formación política de la voluntad91. 


Aduce Rawls, al respecto del texto anterior que, parece haber en Habermas un mal 
entendido con respecto a lo que él denomina secuencia en cuatro etapas, que no describe 
ni un proceso político efectivo, ni uno teórico, sino que se constituye, en la justicia como 
equidad, en un marco de pensamiento para los ciudadanos de la sociedad civil, 
interesados en aceptar la justicia como equidad, pretendiendo aplicar sus conceptos y 
principios. 

La secuencia se establece de la siguiente manera: 


1. Posición original donde las partes eligen los principios de la justicia. 

2. Convención constitucional donde, viéndonos a nosotros mismos como delegados, 
tendríamos que trazar los principios y reglas de una Constitución, en virtud de los 
principios de justicia de los que ya disponemos. 

3. Nos convertimos en legisladores, promulgadores de leyes, que la constitución admite 
y que los principios de la justicia requieren y permiten. 

4. Asumimos el papel de jueces cuando interpretamos la constitución. 


A todo esto, hay que decir, que es aplicable la posición original en cada caso y se 
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exige para ello la información relevante que garantice nuestra imparcialidad. De otro 
lado, las instituciones administrativas son creaciones generacionales legadas a medida en 
que crecimos en ellas. Por lo tanto, se destaca que los principios no pueden mantenerse a 
perpetuidad puesto que éstos perviven en una sociedad civil viva y dinámica sujeta a 
juicios reflexivos; pero es muy importante considerar que las leyes surgidas de este 
entramado no se pueden cambiar arbitrariamente sin riesgo de condicionarlas a nuestros 
intereses racionales (particulares). 

Por lo tanto, en el liberalismo político, la autonomía es entendida como política y no 
como moral, por ello se concreta en instituciones y prácticas políticas, así como en la 
intencionalidad de llevar adelante un régimen constitucional92. 

Rawls considera la perspectiva de la ciudadanía en el trasfondo cultural, suponiendo 
que en la etapa de la convención constitucional, tras haber elegido los principios de la 
justicia en la posición originaria, se adopta una Constitución que, con su carta de 
derechos y otras disposiciones, restrinja la legislación de la mayoría en tanto abarca las 
libertades básicas (conciencia, expresión y pensamiento). Esta restricción garantiza que 
las libertades básicas, no se hallen al arbitrio de un estadio prepolítico, en la justicia 
como equidad. En consecuencia, son la libertad y la voluntad popular expresadas en 
procedimientos democráticos, los que ratifican una Constitución. 

Porque, para Rawls, la protección constitucional de los derechos básicos, no es un 
artificio previo a lo que Habermas denominará formación de la voluntad, sino que la 
anterior «secuencia en cuatro etapas encaja, pues, con la idea de que las libertades de los 
modernos están sujetas a la voluntad constitucional del pueblo»93. 

A continuación, la réplica se sitúa en el ámbito teórico de lo que Habermas 
denominará «competición irresuelta entre libertades de los antiguos y libertades de los 
modernos» o, dicho de otro modo, entre autonomía pública y privada 94. Para ubicar el 
problema transcribimos un párrafo de Habermas que nos parece especialmente 
clarificador: 


Como hemos mostrado, los comienzos de la doctrina de los derechos subjetivos vinieron caracterizados por 
una especie de autonomización normativa de los derechos subjetivos de contenido moral que pretendían tener 
una legitimidad superior a la otorgada por el proceso político de producción de normas. Su sentido garantizador 
de la libertad prestaría a los derechos subjetivos una autoridad moral independiente de la producción 
democrática del derecho, autoridad moral que no se logró fundamentar dentro de la propia teoría del derecho. 
La reacción a ello fue una evolución cuyo punto final fue la subordinación abstracta de los derechos subjetivos 
al derecho objetivo, subordinación en la que la legitimidad de una dominación política entendida en términos 
de «positivismo de la ley». Pero el decurso de estas discusiones oculta el problema real que la posición central 
de los derechos subjetivos privados comporta: no se consigue explicar de dónde recibe su legitimidad el 
derecho positivo. Ciertamente, la fuente de toda legitimidad radica en el proceso democrático de producción 
del derecho; y ese proceso apela a su vez al principio de soberanía popular. Ahora bien, el «positivismo de la 
ley» no introduce este principio de forma tal que se conserve el contenido moral autónomo de los derechos 
subjetivos —la protección de la libertad individual que subraya Coing—. De uno u otro modo se yerra, pues, el 
sentido intersubjetivo de las libertades de acción subjetivas jurídicamente conferidas y con ello una relación 
entre autonomía privada y autonomía ciudadana en la que pudiesen hacerse valer sin recortes ni mermas ambos 
momentos95. 


Efectivamente, Rawls acierta en señalar que, según Habermas, tanto escritores 
liberales como republicanos, han fracasado en comprender la relación interna entre 
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autonomía pública y autonomía privada, concretándose esta última conforme a las 
libertades de los modernos, fundada en los derechos humanos fundamentados bajo un 
anónimo imperio de la ley. 

Al negar el tusnaturalismo en los derechos de los modernos, pero considerándolos 
basados en la moralidad, el liberalismo supeditaría el orden legal a un fundamento 
externo, limitando el derecho democrático legitimado, cual era el posicionamiento de 
Ratzinger y Possenti en oposición a Kelsen. 

Para Rawls, entonces, la cuestión se resolvería descubriendo la conexión interna entre 
ambas formas de autonomía, lo cual resolvería la «competición irresuelta», ya que se 
comprobaría que ambas autonomías se presuponen mutuamente, si están plenamente 
logradas en una democracia con armonía y equilibrio96. 

Así, los derechos humanos, una vez asimilados la coerción y sanción estatal, no 
pueden ser considerados como un agente externo. Los derechos humanos formarían parte 
de los principios mismos de la constitución que los ha adoptado como propios. El 
supuesto dilema es que, mientras los derechos humanos no se pueden imponer 
externamente en el ejercicio de la autonomía política en un régimen democrático, dicha 
autonomía, por grande que sea, no puede violar aquellos derechos mediante sus leyes sin 
quebrantar la legitimidad. 

El siguiente paso que dará Rawls es negar, con la rotundidad que le caracteriza, que el 
liberalismo deje irresuelta la supuesta competición entre las autonomías pública y 
privada en virtud de la corrección de ambas posiciones. No desaprovecha Rawls la 
ocasión de considerar que, el liberalismo bien entendido, esto es, el de la justicia como 
equidad, es precisamente el que muestra tal conexión interna97. 

Habermas no lo considerará así, de acuerdo con el estatus de ciudadano democrático, 
solo parece institucionalizarse —a tenor de los párrafos anteriores— con la ayuda del 
derecho coercitivo; de lo que surge una tensión que impide la asunción del status de 
personas jurídicas: «No hay ningún derecho sin libertades subjetivas de acción 
reclamables jurídicamente que garanticen la autonomía privada de las personas jurídicas 
individuales»98. 

Rawls insistirá en que libertades de antiguos y modernos son cooriginarias sin 
preeminencia alguna de una sobre la otra y ambas tienen su raíz en la capacidad para la 
justicia y en la capacidad para una comprensión del bien; facultades éstas que no están 
jerarquizadas y que implican una concepción política de la persona. En consecuencia, la 
aceptación de la justicia como equidad, supone el empleo de la posición original como 
mecanismo representativo, determinante de los derechos de la ciudadanía, reconocida en 
la igualdad99. 

Finalmente, John Rawls encaminará su discurso en dirección a la defensa del 
procedimentalismo de la justicia como equidad, cuestionado por Habermas quien la 
considerará sustantiva. 

El primer punto consistirá en distinguir los conceptos, resultando la sustantividad 
como lo propio del resultado de la justicia como equidad. En este sentido no se trata de 
renunciar a la sustantividad que, por otra parte Rawls también ve en Habermas. La 
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cuestión radica en que la justicia del procedimiento es relativa al resultado del 
mismo100. 

La procedimentalidad de la justicia como equidad, no puede ser, por lo tanto puesta en 
duda; en todo caso el modelo concreto de procedimentalismo dependerá de los 
resultados de la justicia. Consecuentemente podemos afirmar que la justicia 
procedimental depende de la justicia sustantiva. Pero hay que considerar con ello que se 
resuelve un problema de matiz en lo referente a la legitimidad de lo que es considerado 
como legal o democrático. 

Efectivamente, la sustantividad refuerza y efectúa a la justicia como equidad. La razón 
explicativa de Rawls es que el concepto de legitimidad —tan exigido por Habermas— 
no predica más que acerca de su procedencial01. De esta forma, un determinado 
procedimentalismo político puede legitimar un entramado constitucional; lo cual no dice 
nada de que el mismo sea o no justo. 

La justicia como equidad se establece, no obstante, mediante un procedimiento —el 
consenso entrecruzado— que exige una concepción sustantiva de la justicia, es decir, 
que atiende siempre al resultado de la misma y que con ello, no solo se legitima, sino 
que también se garantiza como justa: 


En algún punto, la injusticia de los resultados de un procedimiento democrático legítimo corrompe su 
legitimidad y eso trae la injusticia de la constitución política misma. Pero antes de alcanzar este punto, los 
resultados de un procedimiento legítimo son legítimos cuales quiera que ellos sean. Esto nos da la legitimidad 
democrática puramente procedimental y la distingue de la justicia, incluso aceptando que la justicia no está 
concretada procedimentalmente. La legitimidad permite un cierto grado de injusticia que la justicia no 
permite102. 


Y precisamente creo que, con esta cita, podríamos dar una vuelta atrás en las 
objeciones de Habermas respecto al liberalismo político de Rawls. La idea de una 
justicia sustantiva vuelve —o al menos así lo entiendo yo— a plantearnos diversos 
dilemas fundamentales como un criterio de veracidad extranormativa, dentro del 
proyecto mismo de la justicia como equidad. 

La cuestión, por lo tanto, queda teóricamente irresuelta en tanto, las afirmaciones que 
cada autor realiza respecto a su proyecto, no me parecen lo suficientemente contrastadas 
como para decidir que las hipótesis argumentativas resulten concluyentes. El debate 
queda abierto... 


Propuestas políticas de Habermas 


Vimos como Habermas nos ofrecía una panorámica de la génesis de los actuales 
estados nacionales y de cómo se han articulado las diferentes concepciones jurídicas que 
han propiciado los derechos básicos de la ciudadanía occidental. 

El centramiento fundamental de nuestro autor era exponer los modelos liberal y 
republicano, como los más destacados en la configuración política democrática 
contemporánea. A partir del liberalismo y del republicanismo, podemos reconstruir 
ciertos modelos políticos y sociales que ofrecen sendas dificultades al engranaje jurídico 
que, según Habermas —como hemos visto en el Debate— requiere una fundamentación 
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lo suficientemente sólida para su justificación teórico-práctica. 

Habermas ha sido muy estricto a la hora de efectuar su crítica a estos modelos 
democráticos, donde nos muestra cómo podemos localizar acusadas fallas, que ponen al 
descubierto ciertos riesgos intrínsecos a la democracia. El liberalismo político, ha sido 
especialmente tratado como un proyecto basado en la estructura mercantil, que pone sus 
cimientos en una autonomía privada —libertades de los modernos— donde se 
manifiestan evidentes carencias de fundamentación. 

En las líneas siguientes, intentaremos exponer cuál sería el proyecto político con el 
que Habermas tímidamente se compromete y que podemos entresacar de sus páginas 
escasas, en las que se pronuncia abiertamente sobre ello, sin entretenerse en las 
observaciones colaterales acerca del liberalismo y el republicanismo, que ya hemos visto 
en el presente capítulo. 

La política deliberativa es traída como una tercera vía, que asume y supera los logros 
y carencias del liberalismo y del republicanismo, constituyendo no solo una posibilidad 
de las facticidades sociopolíticas inherentes a las constituciones democráticas, sino 
también —y esto es muy importante— asentando un ámbito de validez cognitiva en el 
que fundamentar teóricamente la praxis política, moral y jurídica. 

La concepción procedimentalista, de la democracia deliberativa, recurre a una 
situación muy similar al consenso entrecruzado de Rawls, que pretende la justificación, 
invocando razones de aceptabilidad general en la deliberación de una ciudadanía que 
goza de una situación de libertad e igualdad, en el ámbito de una democracia 
constitucional. El discurso pragmático, ético y moral son entretejidos normativamente en 
una pretensión institucionalizadora de la propia deliberación democrátical03. En 
palabras de Ignacio Sotelo: 


La Teoría de la acción comunicativa [...] constituye el colofón de un largo proceso ocupado en discutir las 
distintas teorías contemporáneas de la racionalidad, que le había llevado desde el intento fracasado de 
fundamentar epistemológicamente la relación teórico-práctica —Conocimiento e interés— a una noción de la 
razón comunicativa en la que cree poder salvar lo que queda de la razón práctica104. 


El punto de partida, en una sociedad democráticamente constituida es «la formación 
democrática de la opinión y de la voluntad común que se evidencia en las elecciones 
generales y en las resoluciones parlamentarias»105. Naturalmente no se trata de inventar 
nuevas fórmulas representativas, sino de re-pensar cómo se establecen los mecanismos 
ya conocidos y qué dimensiones alcanza el ejercicio de la democracia. 

En consecuencia, no partimos ex novo, todo el constructo crítico que Habermas ha 
establecido en los estudios que aquí creemos haber reflejado, es puesto a la base de un 
intento de superación abarcadora. 

Si el republicanismo establecía unas extraordinarias condiciones dialógicas, basadas 
en la autocomprensión ética; el liberalismo se fundamentaba en una instrumentalidad 
política de acusada eficiencia, que procuraba la equidad en un compromiso entre 
intereses106. Era cuestión de articular institucionalmente ambas posibilidades, en un 
marco deliberativo que garantice la eficacia de las estructuras políticas dentro de la 
libertad participativa de todos los ciudadanos. El entramado comunicativo, por lo tanto, 
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viene a tomar preeminencia en el proyecto político habermasiano: «El tercer modelo de 
democracia que yo quisiera proponer se apoya precisamente en las condiciones 
comunicativas bajo las cuales el proceso político tiene para sí la presunción de producir 
resultados racionales porque, se lleva a cabo en toda su extensión, de un modo 
deliberativo»107. 

En efecto, en esta vía alternativa habermasiana, se procura la independencia 
complementaria de las libertades públicas y privadas en un ámbito nuevo, cuyo único 
control de exigencia estriba en la encarnación institucional del principio del discurso, el 
cual se constituye en principio regulativo encargado de introducir la dimensión moral en 
estos procesos de constitución y conformación de voluntades. La normatividad queda 
restringida a las posibilidades de coparticipación en el discurso racional 108. 

Y, como vimos anteriormente, la pretensión de Habermas consistirá en integrar en «un 
procedimiento ideal para la deliberación y la toma de resoluciones»109, toda la herencia 
democrática procedente del liberalismo y el republicanismo; aquellas que de común 
conocemos en las democracias occidentales. 

En cuanto a las pretensiones teóricas de Habermas hay que decir que, «este 
procedimiento democrático genera una interna conexión entre negociaciones, discursos 
de autocomprensión y discursos referentes a la justicia, y cimenta la presunción de que 
bajo tales condiciones se alcanzan resultados racionales o equitativos»110. Es decir, la 
integración procedimental procura la cohesión social desde la praxis política, pero no 
solo se queda ahí. Más allá de lo técnicamente político, lo social y lo moral están 
destinados a coexistir dentro de una cierta armonía basada en la pluralidad de los sujetos 
que viven en nuestra sociedad. Por eso dice Habermas que: 


La razón práctica se repliega desde la noción de los derechos universales del ser humano o desde la eticidad 
concreta de una comunidad determinada a aquellas reglas del discurso y formas de argumentación que toman 
su contenido normativo de la validez de la acción orientada hacia el entendimiento, y, en definitiva, de la 
estructura de la comunicación lingúístical 11. 


Así, se postula de esta manera cierto formalismo democrático basado en la 
institucionalización del discurso que implica la exigencia de que: 


El concepto de una política deliberativa solo cobra una referencia empírica cuando tenemos en cuenta la 
pluralidad de formas de comunicación en la que se configura una voluntad común, a saber: no solo por medio 
de la autocomprensión ética, sino también mediante acuerdos de intereses y compromisos, mediante la elección 
racional de medios en relación a un fin, las fundamentaciones morales y la comprobación de lo coherente 
juridicamentel 12. 


Con lo cual aparece un fenómeno de restricción de la moralidad única y 
exclusivamente a las condiciones y presupuestos de la deliberación democrática, una de 
las bases de la laicidad. Con estas restricciones procedimentales se desarrollarían los 
procesos de discusión pública cualquiera que fuese su naturalezal13. En el propio hecho 
discursivo se establece el foro de lo público que, inicialmente, es mantenido por 
Habermas en el proceso electoral y parlamentario114; y después, se reconoce como 
auténticamente ejercido en al ámbito del asociacionismo, entre ellos el religioso, que 
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tendría lugar en los foros públicos independientes115. 

Para Habermas, «los procedimientos y presupuestos comunicativos de la formación 
democrática de la opinión y de la voluntad, funcionan como las más importantes esclusas 
para la racionalización discursiva de las decisiones de un gobierno y de una 
administración sujetos al derecho y a la ley»116. En esta imbricación poder y 
legitimación se ven sujetos al término medio que es la racionalización; siempre 
entendida desde la política discursiva del proyecto deliberativo y que siempre exige y 
excede un momento de programación comunitaria, fiscalizada por el «control» a 
posteriori. La preeminencia inmediata de la deliberación social supedita a un segundo 
plano al sistema político de función decisionista. 

Y esto es así aunque, no obstante, «la opinión pública transformada en poder 
comunicativo no puede “mandar” ella misma, sino sólo dirigir el uso del poder 
administrativo hacia determinados canales»117. El principio procedimental establece 
ciertas exigencias prácticas según las cuales la actividad política, procede de la 
comprehensión social; pero ésta última se sobrepone, de manera simultánea, a su 
restricción normativa. Quiere decirse con esto que, si bien la concurrencia deliberativa es 
el principio legitimador del poder, éste último, en cuanto a su praxis administrativa, no 
puede quedar sujeto a la arbitrariedad de su fuente legitimadora. 

De tal forma tanto la autonomía de lo privado, como la de lo público, parecen verse 
articuladas en el procedimentalismo formal de la política deliberativa: 


Esto es lo que pretende eludir con su nuevo paradigma procedimental, centrado ahora en la realización y 
superación —aquí ya sí en el sentido de 4ufhebung— del clásico conflicto entre la libertad de los antiguos y la 
libertad de los modernos. Permite conciliar la tradicional disociación entre autonomía privada y autonomía 
pública, entre derechos humanos y soberanía popular. Y su sugerencia es que abandonemos este debate sobre 
cuál de estas dimensiones haya de predominar, que ha viciado a la filosofía política a lo largo de los dos 
últimos siglos, y las contemplemos como lo que son: complementarias, igual de importantes y asentadas en un 
origen común (gleichursprúnglich). El objetivo es, pues, que ambas se restrinjan simétricamente de forma que 
se encuentren en una situación de equilibrio mutuo. Esta reinterpretación de la autonomía, desde la teoría del 
discurso, significa así, que la «sustancia de los derechos fundamentales se contiene en las condiciones formales 
de aquel tipo de constitución de voluntades y opiniones en las que la soberanía del pueblo adopta forma 
jurídica»118. 


Esta reconciliación que menciona Vallespín, nos remite al debate que el propio 
Habermas mantenía con John Rawls y que hemos visto en el capítulo anterior. En el caso 
de Rawls, la afirmación parecía ser muy similar a la exposición de Fernando Vallespín e 
incluso de la cita que es tomada de Habermas. El hecho de derivar esa conciliación, de la 
misma actividad contractual sobre la que se fundamenta la soberanía popular, puede 
afirmar que no exista semejante problema —como de igual manera lo hacía Rawls—; 
pero yo, particularmente no alcanzo a ver cómo llega a articularse este razonamiento que 
más parece una hipótesis ad hoc que una inferencia consecuente de las anteriores. 

Seguidamente, me parece muy importante explicar el gran logro al que, según 
Habermas, llega la política deliberatival19, donde lo público adquiere autonomía y 
relevancia sobre las categorías de la filosofía precedente. Grandes conceptos como 
soberanía, legitimidad, etc., ya no tienen su radicación en aquellas categorías estancas. 
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Muy al contrario, el ejercicio de la democracia parece exceder el marco de lo 
técnicamente político para convertirse en un modus vivendi, que eleva lo democrático al 
ámbito de la cotidianidad manteniendo la posibilidad de una imbricación constante entre 
derechos y libertades particulares y colectivas entendidas como un cotinuum. La 
sociedad deja de ser una parcela de lo político, como pretenden de alguna manera los 
grupos laicistas, para convertirse en el ámbito del acontecer discursivo y con ello, de lo 
eminentemente humano: 


Al concepto discursivo de la democracia le corresponde, por el contrario, la imagen de una sociedad 
descentralizada que, mediante la emergencia del espacio público, ciertamente se transmutó en una plataforma 
diferenciada para la percepción, identificación y deliberación de los problemas de la sociedad en su conjunto. 
Si se prescinde de las categorías típicas de la filosofía del sujeto, la soberanía no necesita ser concentrada de 
una manera concreta en el pueblo, ni tampoco ser desterrada al anonimato de las competencias 
constitucionales120. 


La democracia, no exige un foro concreto y limitado para su ejercicio, sino que la 
sociedad misma sea un entramado dialógico de personas que velan por sus intereses 
comunes. De esta forma, tanto la identidad personal concreta supera los riesgos del 
subjetivismo de la filosofía idealista, que desprovee de todo sentido al pueblo como 
categoría donde acontecen los derechos y libertades, como el mero positivismo legal no 
se hace dueño de las posibilidades de la autonomía. La vertebración social implica ya, 
unas relaciones interpersonales, en un marco de acción comunicativa abarcador e 
incluyente. 


La soberanía popular, surge de las interacciones entre la formación de la voluntad común, institucionalizada 
con técnicas propias del Estado de derecho, y los espacios públicos movilizados culturalmente, que por su parte 
hallan una base en las asociaciones de una sociedad civil alejada por igual del Estado como de la economía121. 


El asociacionismo civil —ya lo apuntábamos anteriormente— llega a constituirse en 
el proyecto de Habermas, en el vértice mismo del buen hacer democrático en una 
política deliberativa. La insistencia de establecer dichas posibilidades tanto al margen del 
Estado como de la economía, apuntan hacia una sospecha frente a las fuentes fácticas de 
poder encarnadas en ambas instituciones. 

En resumidas cuentas, la propuesta procedimental de Habermas nos habla de 
establecer un entramado de relaciones donde los deberes y derechos están legitimados 
por el propio procedimiento discursivo, como ámbito dinámico donde se hace factible la 
coexistencia: 


A este respecto, la interpretación de la democracia realizada en términos de teoría discursiva enlaza con una 
distanciada consideración científico-social, según la cual el sistema político no es ni el centro ni la cúspide, ni 
tan siquiera el modelo de la sociedad que acuñara las estructuras de ésta, sino tan solo un sistema de acción 
entre otros122. 


Habermas y Ratzinger: Dialéctica de la secularización 


En enero del año 2004 se produjo un acontecimiento extraordinario desde el punto de 
vista intelectual. Invitados por la Academia Católica de Baviera, dos grandes 
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intelectuales europeos, mantendrían una conversación sobre los fundamentos morales del 
Estado. Ambos pensadores gozan de reconocido prestigio en sus respectivos ámbitos y 
fuera de ellos. Desde la perspectiva laica, el prolífico filósofo Jiirgen Habermas; desde la 
perspectiva católica el teólogo Joseph Ratzinger que, entonces era Prefecto de la 
Congregación de la Doctrina de la Fe (ex Santo Oficio) y meses más tarde sería elegido 
papa . Como consecuencia de este encuentro, expondrían sendas ponencias que se 
recopilaron bajo el título Entre razón y religión. Dialéctica de la secularización. Y cuyo 
análisis es de obligado cumplimiento como colofón del presente estudio. 


Habermas 


En la famosa Dialéctica de la secularización mantenida entre Habermas y Ratzinger, 
el primero comienza refiriendo, precisamente, lo que fue objeto de su disputa con John 
Rawls: la supuesta neutralidad cosmovisional de Rawls podría hacer tambalear al 
Estado. Para superar la anterior discusión, deriva su discurso en cinco apartados en los 
que desarrolla las posibilidades políticas de los estados constitucionales desde unos 
principios correlativos a los apartados anteriores. 

En el primer apartado, asienta su posición partiendo, como Rawls, de un liberalismo 
político entendido como republicanismo kantiano, que asentaría una base normativa 
postmetafísica y, por lo tanto, no religiosa del Estado democrático. Estaríamos ante un 
derecho racional que habría renunciado a la tradición ¡usnaturalista y sus consecuentes 
implicaciones religiosas. Con ello, vuelve a reconocer que el punto de partida histórico 
es la Mlustración123. Basándose en los estudios de Bóckenfórde, quien cuestionaba si el 
orden constitucional positivizado requería de un sustento ético de carácter prepolítico — 
como pudiera ser la moral religiosa que sirviera de fundamento legitimador de la 
legalidad— nuestro autor reivindica que «la concepción de procedimientos inspirada en 
Kant insiste en una justificación autónoma de los principios constitucionales, con la 
pretensión de ser aceptable racionalmente para todos los ciudadanos» 124. Por lo tanto, el 
Estado no requiere de instancias externas que lo fundamente, ya sean de carácter 
ideológico o religioso, lo cual establece el principio garante de la neutralidad 
cosmovisional del Estado. 

La cohesión social, que debe dimanar de la praxis política en un Estado constitucional 
de corte liberal, no puede tener su origen en el proceso normativo, pues éste, 
generalmente, actúa sobre la ciudadanía con un carácter coactivo, siendo así que la 
solidaridad ciudadana no puede ser impuesta por ley. Pero la aspiración habermasiana de 
que la participación ciudadana se haga socialmente efectiva como modus vivendi, 
implica la aspiración hacia lo que denomina «virtudes políticas», esenciales en el 
proceso de socialización, lo que nos llevaría a poder decir que, «en cierto modo el 
estatus de ciudadano se inserta en una sociedad civil que se alimenta de fuentes 
espontáneas o, si se prefiere, prepolíticas»125. 

Reincide Habermas, en la capacitación procedimentalde los Estados democráticos para 
dotarse autónomamente de todos los resortes necesarios para promover la participación 
ciudadana, si bien reconoce que «la conformación de una opinión y una voluntad 
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políticas se alimentan en gran medida de ideales éticos y aspectos culturales de la 
vida»126, entre los que cabe incluir la comprensión y la moral religiosa que, por otra 
parte, ofrecieron históricamente un servicio de gran utilidad para la cohesión social127. 

La propuesta de Habermas para las democracias liberales, gira en torno al 
controvertido concepto de «patriotismo constitucional» y que él mismo define como la 
situación en que «los ciudadanos hacen suyos los principios de la constitución no solo en 
su contenido abstracto, sino sobre todo en su significado concreto dentro del contenido 
histórico de su respectiva historia nacional»128; con lo que está asumiendo la necesidad 
de reconocer y practicar los procesos de enculturación democrática, dentro de los límites 
de las propuestas constitucionales, que hemos de suponer apriorísticamente neutrales, 
desde la perspectiva política, aunque no tanto desde la moral. 

Pero, hay que reconocer, que la realidad política, nacional e internacional, a nivel 
mundial, experimenta un creciente desgaste, por motivo del creciente número de 
conflictos que derivan en la fragmentación social de la ciudadanía. Es destacable que el 
proceso de racionalización social no ha dado los frutos que cabía esperar de él; por lo 
que «vuelve a cobrar interés el teorema de que a una modernidad desgastada solo podrá 
ayudarla a salir del atolladero en que se encuentra una orientación religiosa hacia un 
punto de referencia trascendental»129. La filosofía, por su parte, siempre que ha 
profundizado en la reflexión sobre el origen de la racionalidad humana, ha derivado en el 
reconocimiento de la alteridad en claves de absoluto. La filosofía debe estar abierta al 
diálogo con las tradiciones religiosas. 

Desde esta perspectiva la secularización es, para Habermas, una ocasión de 
aprendizaje para la convivencia social entre la mentalidad laica y la mentalidad religiosa 
que deben encontrar, en el espacio público, un entorno de mutuo enriquecimiento 
dialógico. La propia historia del cristianismo y de Occidente dan buena muestra de ello 
cuando, el cristianismo asume la metafísica griega y, gran parte de los valores de 
Occidente, también desde la perspectiva normativa, proceden de la cultura cristiana. «Si 
ambas posturas, la religiosa y la laica, conciben la secularización de la sociedad como un 
proceso de aprendizaje complementario, pueden entonces tomar en serio mutuamente 
sus aportaciones en temas públicos controvertidos también desde un punto de vista 
cognitivo»130. 

A modo de síntesis acerca de cómo deberían ser las relaciones entre la ciudadanía 
religiosa y no religiosa, apunta con gran agudeza a que las religiones monoteístas han 
renunciado, en gran medida al criterio de verdad que las avalaba, verdad revelada; 
habiendo obrado en los creyentes esa enculturación, antes aludida, por la cual cada 
sujeto escinde su categoría de ciudadano respecto a la de creyente: «El papel de miembro 
de una comunidad religiosa queda así separado del papel de ciudadano»131; lo cual 
vuelve a remitirnos a John Rawls y su «módulo de justicia universal». 

Esto nos lleva a que el estado acepte el diálogo con las confesiones religiosas 
otorgándoles, con ello, parte en el diálogo social, como parte que son de la sociedad 
civil. Ahora bien, ningún reparto de este tipo es simétrico y ahí reaparece el drama de la 
democracia: 
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Es cierto que las consecuencias de esta tolerancia no están repartidas simétricamente entre creyentes y no 
creyentes, tal y como se pone de manifiesto en la legislación más o menos liberal sobre el aborto; pero también 
hay que reconocer que la conciencia laica paga un precio por gozar de la libertad negativa que representa la 
libertad de culto132. 


Ratzinger 


El discurso de Ratzinger parte del análisis de dos factores sintomáticos cuales son el 
fenómeno de la mundialización y las posibilidades de producir y destruir, lo cual le 
deriva a cuestionarse la necesidad de poner límites al poder. Como tercera cuestión, y no 
menos importante, está la posibilidad de que las culturas, que están entrando en contacto 
y transformando la fisonomía social de Occidente, encuentren unas bases éticas para 
construir sobre ellas una estructura jurídica efectiva que controle y ordene el poder. 

La situación se presenta delicada cuando «en el proceso del encuentro y de la 
compenetración de las culturas han saltado por los aires certezas éticas sostenidas hasta 
ahora»133; pues no se puede pretender que la imagen del hombre sea alterada por los 
descubrimientos científicos, que parecen haber desempeñado un papel esencial en 
demoler las viejas certezas morales. Ratzinger exige a la ciencia y a la filosofía que 
actúen con la responsabilidad suficiente como para no alterar, gratuitamente, la 
concepción integral del hombre. 

Desde el plano político reivindica que el poder debe estar sometido al derecho, para lo 
cual éste debe situarse por encima de toda sospecha, de que se le pueda suponer 
arbitrario. Lo cual le lleva a la pregunta sobre el origen del derecho para que éste atienda 
a criterios de justicia y no a privilegio de quienes ostentan el poder. En este sentido, el 
derecho al que alude Ratzinger, debe ser expresión del interés común de todos. La 
resolución inicial del problema estaría en la participación democrática consensuada, pues 
la imbricación entre poder y derecho se derivaría del plano participativo del juego 
electoral. 

Sin embargo, «la formación democrática del consenso no tiene como instrumentos 
indispensables más que la delegación por un lado y por otro, la decisión de la mayoría». 
Lo cual no evita que las mayorías sean «ciegas o injustas» y puedan generar leyes; lo 
cual invita a reflexionar sobre los fundamentos democráticos del derecho que deben 
atender, según la propuesta de Ratzinger, a unos principios prepolíticos, cual es el 
ejemplo de los derechos humanos que, a día de hoy, se presentan como principios 
incuestionables de la civilización occidental. 

Nuevas amenazas se ciernen sobre la humanidad y plantean un serio reto reflexivo y 
normativo. Amenazas que suponen abusos de poder, no necesariamente político. Otras 
escudadas en las posibilidades del desarrollo científico y tecnológico. El terrorismo se 
hace presente en cualquier momento en los países occidentales y en ocasiones se les 
otorga cierta legitimación moral. A veces, se escuda en el fanatismo religioso, lo cual 
plantea serias dudas sobre la necesidad de poner bajo tutela las religiones. 

De otra parte, el desarrollo científico permite la manipulación y control biológico del 
hombre, lo que quiere decir que el hombre es capaz crear al hombre convirtiéndolo en un 
producto. Ahora se hace efectiva la cosificación estricta e integral de lo humano. 
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Todo lo cual lleva a Ratzinger a poner en entredicho a la razón misma que parece 
carecer de límites: «¿No habría que poner a la razón bajo observación? Pero, ¿por medio 
de quién o de qué?»134 

En un apartado dedicado al derecho, al derecho natural, para ser más precisos, 
Ratzinger recorre brevemente cinco momentos del ¡usnaturalismo en la historia: 

Grecia, donde surge a partir de la pérdida de validez de las religiones tradicionales 
como fundamento natural de la esencia humana; lo cual significa que, el derecho, dejaba 
el campo de la arbitrariedad y la contingencia para pasar a un fundamento normativo 
universalizable a la especie humana. 

Tras el descubrimiento de América, se tiene la experiencia de que el derecho cristiano 
no es el único contenido normativo posible. La experiencia de otras culturas lleva a 
Francisco de Victoria a desarrollar el ¡us gentium o derechos de los pueblos, que son 
previos a la concepción cristiana del derecho. 

Un momento fuerte del derecho natural sobrevendría con la división del cristianismo. 
Los fundamentos normativos del ethos occidental son previos al dogma religioso; lo cual 
garantiza la unidad moral del orbe cristiano, aunque esté dividido en confesiones 
distintas. La identidad europea quedaba garantizada mediante el derecho. 


El derecho natural ha seguido siendo —sobre todo en la Iglesia católica— el argumento con el cual se apela 
a la razón común en el diálogo con la sociedad laica y con las demás comunidades religiosas y se buscan las 
bases para un entendimiento sobre los principios éticos del derecho en una sociedad laica y pluralista. Pero este 
instrumento, por desgracia, ha dejado de ser fiable135. 


Suponiendo que razón y naturaleza se entrelazaban, el derecho natural sostuvo un 
orden racional del universo y, en consecuencia, también de lo humano que el 
evolucionismo ha quebrado. 

Como último elemento reminiscente del jusnaturalismo podríamos señalar a los 
derechos humanos, que precisamente por sus características previas al ordenamiento 
político y, porque atañe a todo hombre, por el mero hecho de su adscripción a la especie, 
se entienden como universales e inalienables. No son inventados, sino que se van 
descubriendo. En ellos ve Ratzinger el último reducto no positivista. 

De la universalidad de los derechos humanos y sus posibilidades, nos detendríamos en 
la obligada reflexión sobre la interculturalidad. En este campo hay que decir que tanto el 
cristianismo como el racionalismo occidental reclaman la universalidad de su 
cosmovisión; pero se encuentra con los límites de inaceptación por parte de otras 
culturas. Entre otras razones porque, dentro de los distintos ámbitos ya no hay 
uniformidad. 

Por otra parte, la cultura laica racional es realmente preponderante y se autoconcibe 
como elemento unificador de los nuevos modelos sociales, mas «lo cierto es que la 
comprensión cristiana de la realidad sigue siendo una fuerza activa»136; de cualquier 
forma, señala Ratzinger la falta de universalidad fáctica de las dos grandes culturas de 
Occidente. 

Para concluir su discurso, reconoce que tanto en las religiones como en la razón hay 
patologías que hay que subsanar, por lo que la «correlación necesaria de razón y fe, de 
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razón y religión, que están llamadas a depurarse y regenerarse recíprocamente, [ya] que 
se necesitan mutuamente y deben reconocerlo»137. Por este camino vislumbra, Joseph 
Ratzinger, el futuro de Europa y del mundo. 
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